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LA PARTICIPACION Y LA CONSTRUCCION DE CIUDADANIA 
 


Para muchos entre quienes se ocupan de cuestiones referidas a la acción social -y especialmente en Chile- la 
participación puede aparecer como una inquietud traída del pasado, una reminiscencia de los sesenta, aquella 
época en que todos nos orientábamos según las tareas de la igualdad y dábamos la libertad por sentada; es 
así que la participación puede sonar asociada a propuestas románticas que hoy tendrían escasa vigencia (a la 
comunidad, a los populismos, al compromiso social...) ya que se trataría de una situación propia de sociedades 
tradicionales, sobrepasadas y barridas por las dinámicas y las relaciones que -necesariamente- ha impuesto la 
modernización. 
Nos guste o no, como lo anunció Toennies, las comunidades han ido dejando lugar a las sociedades; todas las 
actividades humanas se organizan crecientemente según racionalidad de acuerdo a fines y esos procesos han 
tendido a crear cuerpos especializados (burocracias) que en base a criterios técnicos (elitarios) deciden y 
administran en los diversos segmentos de la convivencia social, en favor de los usuarios de esos servicios, 
pero sin recurso necesario a ellos. 
De hecho, el tema de la participación perdió fuerza entre las preocupaciones de las ciencias sociales 
latinoamericanas entrando a los ´701. 
Es cierto que la inquietud y la reflexión se mantuvieron en la agenda de las O.N.G.s y de la Educación Popular, 
pero, entonces se recurrió a la participación con dos características que eran novedosas respecto del discurso 
del período anterior: 
- Se resignifica la tarea dentro de un discurso, como fue el de las O.N.G.s durante la dictadura, que se 
autocalificó de “alternativo”, o sea, que prescindía, no sólo de las posiciones ideológicas que eran dominantes, 
sino que apuntó a una construcción social al margen de las iniciativas del aparato estatal. Es así que 
“participar” pasó a entenderse entonces como incorporación en las redes y organizaciones que se daba la 
sociedad civil, pero no decía nada de las relaciones (posibles o reales) entre esa sociedad y el Estado. 
- Esa percepción llevó a que “participación” se aplicara como un término con contenido obvio (se trataba de 
algo distinto a lo que hacía la dictadura) y se perdieron así hasta las conceptualizaciones más elementales (por 
ejemplo, las que empleaba DESAL en su discurso sobre la marginalidad) sin que brotaran contenidos serios de 
reemplazo que organizaran la comprensión de lo participativo. 
Es esta línea, marginal a la acción del gobierno y a la decisión oficial hasta el 89, la que reaparece en la 
agenda social que la democracia levanta en Chile en los 90, básicamente recuperada en el discurso de los 
políticos y con las traducciones necesarias de quienes, ahora, están ocupando el aparato de Estado, pero 
marcada por los afanes de provocar adhesión a una propuesta social diferente de la que habría correspondido 
al período anterior, lo cual ha contribuido a agudizar las ambigüedades. 
Esta confusión de lenguas hace que, hoy, el discurso del gobierno pueda coincidir con el que propone la crítica 
progresista y con el de una cierta oposición razonable desde la derecha; todos alientan la “participación”, 
aunque sus opciones podrían ser antagónicamente diferentes. Esta situación debe estar restando profundidad 
y operacionalidad a una tarea que, en mi opinión, estará en el corazón de todos los procesos que intenten, 
seriamente, profundizar las estructuras democráticas, y por tanto se incluiría en ese nudo originario de 
decisiones  que nos podría permitir levantar propuestas políticas y sociales distintas de las que hoy se han 
impuesto con pretensiones de única verdad. 
En las páginas que siguen, busco organizar conceptualmente este campo de “ambigüedad”, para así llegar a 
proponer algunas reflexiones que quisieran apoyar las decisiones y las prácticas de quienes deciden y hacen 
política en el nivel local y, desde allí, buscan impulsar alternativas innovadoras en las relaciones entre el 
gobierno y la sociedad. 
 


 Los puntos que organizan esta reflexión son los siguientes: 
- La evolución en la consideración del tema de la “participación” y los cambios en los enfoques.  
- Qué entendemos por participación y cuáles experiencias no nos parecen participativas. Un intento de 
conceptualización y nuestras diferencias con otras propuestas hoy vigentes. 
- El sentido y las promesas de la participación. 
- La participación y la formación ciudadana. 
- Conclusiones y desafíos. 
 


Quiero señalar que, en este trabajo, he recurrido a testimonios y a ejemplos que he sacado de distintas tesis 
elaboradas en la Universidad ARCIS. Deseo expresar reconocimiento a los alumnos autores de esos trabajos, 
ya que me he beneficiado así de sus esfuerzos; al mismo tiempo, deseo expresarles que uno de los propósitos 
que me empujó a emprender esta reflexión fue el organizar un pensamiento que pueda servir a futuros tesistas 
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1 En Chile, ocasionalmente, fue recuperado por algunos estudiosos, casi todos l igados, apoyados o 
alentados por Organismos Internacionales y como anotaré más adelante, con recurso a enfoques muy 
prudentes y ponderados. Cfr.  Boeninger, 1984; Fl isf ish, 1990; Tomic, 1988; Jiménez y otros, 1989.   
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que se van a comprometer en un tema, como es el de la participación popular, que aparece como 
crecientemente recurrente. 
Espero que así podamos avanzar en la consolidación, entre alumnos, profesores e investigadores , de un 
colectivo empeñado en la construcción de conocimiento que es uno de los propósitos del Centro de 
Investigaciones Sociales de esta Universidad. 
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1. La Evolución de la importancia y de la concepción de participación 
 


La hipótesis de trabajo que orienta el desarrollo de este primer capítulo se puede proponer así: 
El contenido con el que se ha impulsado la “participación” no ha sido el mismo en cada uno de los tres períodos 
que se identifican, desde principios de los 60 hasta hoy; sin embargo, estos cambios conceptuales no han 
respondido tanto a esfuerzos de crítica rigurosa y corresponden ,mucho más, a la transformación en las 
circunstancias que caracterizan a cada período y en las que han debido operar los sujetos impulsores de 
participación. 
De allí que la conceptualización a la que se recurre hoy puede, perfectamente, incluir aspectos heredados de 
experiencias anteriores y que no corresponden ni son adecuados para el sentido que se busca en este 
momento para el desarrollo social; por el contrario, pueden faltar a esta conceptualización otros elementos que 
serían coherentes e importantes a la tarea que se propone y que una crítica teórica seria de la experiencia 
anterior podría aportar. 
Es con esta intención que aquí me remonto a la consideración de los rasgos centrales que han asumido los 
esfuerzos participativos en Chile a lo largo de la segunda mitad del siglo. 
 
1.1. En los 60, la participación se proponía como un imperativo ético. La “sociedad justa”, una aspiración que 
se traducía en concreciones distintas, que imponía caminos diversos y que movilizó tantos esfuerzos y 
compromisos en ese período, no era sólo aquella en la que los beneficios se distribuían en forma más 
equitativa, sino, básicamente, una convivencia en la que todos habrían de compartir responsabilidades, tareas 
y decisiones. En ese momento, quienes no queríamos ser liberales entendíamos que la naturaleza humana 
era, básicamente, igualitaria y que las diferencias socio económicas (que no son lo mismo que las variaciones 
entre los individuos) expresaban más las relaciones según las cuales, históricamente, se ordenaba (o 
desordenaba) cada sociedad. 
De allí que, en ese momento, la participación nos apareciera como una capacidad “natural” de cada persona, 
una posibilidad que estaría aplastada e inhibida por la carga de la dominación, que debía brotar libre en la 
medida en que se disolvieran esas estructuras pesadas que imponían la desigualdad. Impulsar participación 
equivalía, entonces, a encaminarse en la recuperación del orden natural (justo); era fundamentalmente bueno y 
deseable que las personas exigieran sus derechos hacia la igualdad. 
Esta mirada, atravesada por un cierto escencialismo, se asociaba al hecho de que las distintas corrientes de 
ideas que en ese momento se ocupaban de la “participación”, entendían que tanto las capacidades de 
participar de parte de los sectores populares como el proyecto en el cual éstos podían participar, tenían una 
“consistencia objetiva” que era, lógicamente, previa al hecho de la participación. Por una parte, la “clase para 
sí” aparecía como algo decidido y pre dispuesto, que esperaba un toque de conciencia para asumir las tareas y 
responsabilidades que le estaban asignadas (imputadas según Lukacs), ya que correspondían a su inserción 
en el sistema de relaciones de producción; por otra, el proyecto estaba diseñado e incluido en la historia y los 
actores (nunca más apropiado el término) se incorporarían a papeles que ese proyecto les asignaba. 
De allí que, incluso cuando se hablaba de “educación para la participación”, se trataba de una cierta 
información acerca de esas responsabilidades objetivas, predispuestas, que a cada cual le correspondía 
desempeñar en el proyecto que se construía2. 
Fue así que, a fines de los 60, la “concientización” que propuso Paulo Freire tendió a entenderse menos como 
un proceso pedagógico orientado a educar capacidades nuevas, y se percibió más como una suerte de 
iluminación, por la que se disipaba la falsa ideología que pesaba sobre los grupos populares. 
 
1.2. ¿Qué pasó luego? 
En Chile resulta muy tentador el asociar las fechas en las que se pierde y reaparece el interés por la 
participación con la emergencia y el final de la dictadura. Es que parece lógico y no pide mucha explicación, el 
que un régimen autoritario suprima las iniciativas y demandas que surgen desde los grupos subordinados. 
No puedo decir que no hay algo de razón en esa lógica, y, sin embargo, de alguna manera esa argumentación 
está esquivando la pluralidad de sentidos con que se aplica el término y se alientan las prácticas participativas, 
ya que mira sólo a las formas más duras de incorporación política, que serían las que deberían haber chocado 
con la dominación autoritaria. 
Hay que recordar que el tema perdió prioridad en toda América Latina, en países donde las fechas de los 
períodos militares no coinciden necesariamente con las que corresponden a Chile.  Más aún, que no resulta tan 
clara esa exclusión mutua entre dominación autoritaria y participación popular cuando aparece reiteradamente, 
tanto en la práctica política como en la reflexión intelectual, que ciertas formas de participación han favorecido 
el control social cuando -por decirlo a la gramsciana- apuntan a perfeccionar el ejercicio del poder mediante la 
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2 Cfr.  Riquelme A. "Promoción Popular y la educación para la part icipación" en ,  Proposiciones,  N. 15, 
SUR, Santiago, 1987. 
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construcción de hegemonía; así lo hicieron los populismos civiles y militares en otros momentos de la historia 
latinoamericana 3. 
La pregunta aquí es por qué eso, si bien se intentó, no estuvo en el nudo de la dominación autoritaria. 
 
1.2.1. A mediados de los años 70 un equipo encabezado por Samuel Huntington4 elaboró un informe para la 
Comisión Trilateral en el que se presentó y desarrolló la tesis que asociaba ingobernabilidad con exceso de 
participación; sería la sobrecarga de demandas sociales dirigidas al Estado y la incapacidad de éste para dar 
respuesta a todos los reclamos de la sociedad, lo que llevaría a la pérdida de confianza de la ciudadanía en los 
políticos y en las instituciones democráticas. 
El sesgo conservador de este argumento se expresa en la idea de que sería la ampliación de la participación 
democrática, al empujar demandas crecientes de la sociedad ante el Estado, lo que llevaría a la auto-
deslegitimación del propio orden democrático. La misma lógica de tal discurso lleva a entender una oposición 
antitética entre gobernabilidad y democracia; como bien anota Manuel Rojas “...Un exceso de democracia 
significaría un déficit de gobernabilidad; una gobernabilidad adecuada sugiere una democracia deficiente...”5. 
Esta antítesis se manifiesta claramente en las soluciones que levanta el análisis conservador: la gobernabilidad 
se recupera y se reproduce mediante la contención de las demandas y el control sobre los movimientos 
sociales; se trataría de limitar la participación a través de recursos coercitivos y/o ideológicos. 
No estoy intentando insinuar que las argumentaciones de Huntington hayan “provocado” la desconfianza y el 
desinterés generalizado hacia la participación. Más bien entiendo que el informe representó una expresión y no 
una “causa”: si el discurso sobre “la crisis de las democracias” se aceptó con tanta facilidad fue porque 
apareció como una racionalización conveniente que concordaba con la profunda reivindicación de lo invividual 
y de lo diverso que ha marcado el giro de la sensibilidad cultural dominante según nos acercamos al fin de 
siglo. 
 
1.2.2.Voy a permitirme una disgresión, necesaria creo, para volver luego a retomar el hilo de la reflexión. 
En los 60 se había empezado a producir ese cambio profundo, que ha arrastrado dimensiones varias, y que 
algunos -con la inseguridad que impone la cercanía de los procesos a los que se refieren- ya se atreven a 
calificar de “transformación epocal”. 
En primer lugar, se empezó a experimentar socialmente los efectos de un salto cualitativo en el desarrollo de 
las fuerzas productivas. El patrón tecnológico en el cual se había fundado la economía por cerca de cien años, 
sustentado fundamentalmente en el uso del petróleo, comenzó a ser reemplazado por otro basado en la 
electrónica. 
Esto arrastró al cambio en los sectores que dinamizan a la economía (la industria del carbón y del acero ha 
cedido lugar a la informática y la bio- tecnología) pero, más aún, el cambio tecnológico empujó 
transformaciones muy importantes en el diseño organizacional de las empresas. Por una parte, las mega 
corporaciones han ido variando su estructura, centralizada y piramidal, hacia la constitución de redes flexibles 
entre empresas, todas de tamaño menor, todas con dirección, contabilidad y gestión propias ; por otra parte, la 
vieja “línea de montaje” (la que sirvió a Chaplin para caracterizar a “Los tiempos modernos”) ha cedido ante 
modelos más activos de gestión y ejecución en los que cada unidad -incluso, cada trabajador- es solicitado a 
aportar y decidir “in situ”. 
En tercer lugar, y es esto lo que más nos interesa en el contexto de esta reflexión, se ha producido en un lapso 
muy corto de tiempo una mutación  de las percepciones y de los valores según los cuales se organiza y se 
construye la realidad.6 
Todos los estudios que se centran sobre esta dimensión del cambio7 ,acuerdan en que lo que está cuestionado 
en este proceso es el modelo de modernidad tal como lo ha inspirado la Ilustración. Varios han anotado que 
este cuestionamiento ha asumido la forma de “juicio a la razón”, tal como ésta había sido definida y aplicada en 
dicho proyecto de modernización. Si el nacimiento del mundo moderno pudo ser ser caracterizado como “una 
rebelión de la razón contra el mundo de las autoridades reconocidas hasta entonces”, lo que hoy estaríamos 
                                                           
3De hecho el gobierno de Pinochet intentó en este sent ido. Hernán Pozo señala que "ningún gobierno 
en Chile ha hablado tanto de part ic ipación como el gobierno mil i tar"; de hecho a sólo un mes del golpe, 
en un discurso al cuerpo diplomático, el general Pinochet declaraba "Es conveniente la part icipación 
conciente y responsable de la ciudadanía ,  como clave de la democracia viva y depurada que deberá 
abrirse paso hacia el futuro" Cfr.  Pozo H. "La part ic ipación en la gestión local para el régimen actual 
chileno" en Borja J. y otros "Descentral ización del Estado, Movimiento Social y Gestión Local",  ICI-
FLACSO-CLACSO, Sant iago, 1987.  
4  Hunt ington, S y otros, "The Crisis of Democracy”  ,New York University Press, Nueva York, 1975. 
5  Rojas M. "La Gobernabil idad en Centroamérica" ,FLACSO, San José, 1995.  
6  Inglehart R. “Cultural Shift ” ,  Princeton Univ. Press, Estados Unidos, 1991. 
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7 Aquí me estoy afirmando en Tomassini L. La Global ización  y sus Impactos Sociopolít icos, en  Urzúa 
R. “Cambio Social y Polít icas Públ icas”, Centro de Anál isis de Polí t icas Públicas- Univ. de Chile, 
Sant iago, 1997. También se debería confrontar, en el mismo l ibro, el artículo de Emil io Tenti t i tulado 
"Actores, acción colect iva y part ic ipación en el campo de las polít icas públ icas". 
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viviendo sería la revuelta de la sociedad y del sujeto contra la racionalización totalitaria, centralizada y 
uniformizadora; esa tendencia que Max Weber previó, con pavor, en la imagen de la “jaula de hierro” en la cual 
el hombre moderno se iría encerrando progresivamente8. 
Si es cierto lo del cambio de época, lo que se había empezado a dejar atrás a fines de los 60 era ese período 
histórico en el que creímos posible organizar la vida de la gente a través de operaciones de gran ingeniería 
social en las que era el Estado -y no las personas- el demiurgo que se encargaba de decidir, impulsar y 
gestionar el modelo. 
Lo que se empieza a poner en cuestión es que sea la razón (sino la Razón) el único principio que puede 
ordenar absolutamente los asuntos de la sociedad. Empezó a fortalecerse la convicción de que, junto al 
conocimiento racional (en algunas propuestas, cuando se prescinde de éste) hay otras calidades de saber 
(práctico, emotivo, existencial...todos particulares y locales) que tienen validez y nos conectan con la realidad. 
El descrédito apunta a la confianza que se tenía en “la salvación a través de la incorporación a la sociedad” y, 
en consecuencia, se fortalece la reivindicación de los espacios de creación particular -personas y grupos- y la 
tendencia a reemplazar la uniformidad de la vida moderna por la diversidad post-moderna (o post-
estructuralista, post-industrial, post-nacional...)9. 
Los estudiosos han organizado el discurso sobre este cambio, resaltando, cada uno, algunos rasgos que les 
resultan más relevantes. 
David Harvey, Francois Lyotard, Richard Rorty...10, de una u otra manera nos dicen del rechazo a las 
metanarrativas que propuso el pensamiento racionalista como explicación, forma y meta de la historia, mientras 
apuntan a una nueva epistemología en la que pensamiento y lenguaje no se entienden ya como reproducción 
de la realidad que estaría ahí, esperándonos para ser descubierta, sino más bien como instrumentos con los 
cuales el sujeto construye la realidad.11 
Esa nueva sensibilidad, que pasa a ser dominante en el fin de siglo, es la del sujeto que construye, a la vez, su 
mundo (no “el” mundo) y su propia identidad, y que rechaza cualquier idea de un modelo o de una estructura 
que funde o legitime a ese sujeto en tanto actor social, que le asigne un papel o defina su comportamiento 
necesario; esa sensibilidad cultural está en la base de la facilidad con la que se asumió el derrumbe de las 
economías de planificación centralizada y de los Estados de Bienestar, está en la base de la emergencia del 
neo-liberalismo12 y, también, de las dificultades que han mostrado los sectores progresistas  en su intento por 
levantar alguna propuesta que los exprese en términos convocantes y que constituya una alternativa a ese 
neoliberalismo. 
Al mismo tiempo, estos cambios en la sensibilidad cultural están en la base de la pérdida de la idea de 
participación, tal como se entendía en los años 60. 
Hasta aquí la disgresión. Si he dedicado tanto verbo y espacio a una reflexión bastante general y abstracta 
respecto del tema particular que aquí me ocupa, ha sido porque parece indispensable que las propuestas sobre 
participación que se puedan impulsar en los 90, cuando las circunstancias han vuelto a favorecer el rebrote de 
este tema, no se entiendan como la simple recuperación del hilo que se perdió a fines de los 60, sino que 
asuman las nuevas percepciones y sensibilidades que hicieron inviable esa propuesta y que son las mismas 
que están vigentes hoy. La nueva propuesta participativa debe respetar y asumir esas condiciones. 
 
1.3. Entrando a los 70 el neoliberalismo autoritario que se había impuesto en Chile, sólo alentó aquellas 
formas, denominadas de participación, que claramente generan control social y legitimación de la autoridad; los 
límites estaban claramente establecidos y los procedimientos disciplinatorios eran conocidos y administrados 
por cada autoridad (todas nombradas y controladas por su superior inmediato) una cadena de control que la 
desconcentración del aparato estatal había llevado hasta las localidades más apartadas. 
La participación sustantiva, sus ambigüedades, sus desafíos, las preguntas que levantaba... todo eso 
desapareció de la agenda y de la reflexión oficial. 
 


                                                           
8  Weber M. “La Et ica Protestante y el Espíritu del Capital ismo” 
9 Geertz. C. “Conocimiento Local” ,ed.Paidós, Barcelona, 1994. Echeverría R.,  “Ontología del 
Lenguaje” , Dolmen ediciones, Sant iago, 1994. 
10  Harvey, D. “The Condit ion of Postmodernity”,  Basil Blackwell ,  Oxford, 1989.  Lyotard J.F. “The 
Postmodern Condit ion. A report on knowledge”, Univ. of  Minnesota Press, USA, 1984. Rorty, R. 
“Cont ingency, Irony and Solidarity”, Cambridge Univ. Press, Inglaterra, 1989.  
11  Todos, directa o indirectamente, apelan a Benjamin,quien propone mirar a través  de los ojos del 
"f laneur" que recorre las calles de París observando escenas al azar, sin recurso alguno a un mapa,  
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12  "Por extraño que pueda parecer en la era de la teología económica neol iberal,  lo cierto es que, 
desde comienzos de los años cuarenta y hasta los años setenta los más prestigiosos y antes 
inf luyentes defensores de la l ibertad total del mercado, como Friedrich von Hayek , se sentían como 
profetas que clamaban en el desierto,  advirt iendo en vano al capital ismo occidental que había perdido 
el rumbo y que se estaba precipitando  por el "camino de la esclavitud"  Hosbawm E. “Historia del Siglo 
XX”, ed. Crít ica, Barcelona, 1995. pág.185. 
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1.3.1. Como insinuamos en la introducción a este trabajo, durante este período la preocupación participativa se 
manejó en los circuitos “alternativos”, se discutía en las O.N.G.s y se intentaba en aquellas experiencias piloto 
que ensayaba la educación popular, pero esas prácticas y esas reflexiones estuvieron atravesadas por tres 
rasgos que indico a continuación y que le dieron un carácter novedoso respecto de lo que se hacía y pensaba 
en el período anterior. 
Primero. Las acciones de las ONGs, por definición, se impulsaron al margen de la iniciativa estatal y, por tanto, 
obviaban el problema en tanto relacionamiento entre la sociedad civil y el Estado y apuntaban, más bien, al otro 
problema de la incorporación de las personas en las redes, movimientos y organizaciones que se dio la 
sociedad durante el imperio más duro de las políticas neo-liberales. A diferencia de los 60, ahora la reflexión y 
la práctica de participación no decía a la incorporación de sectores desde los márgenes a la sociedad que se 
estaría desplegando en la historia, sino que los sujetos se constituirían, precisamente, en oposición y en 
resistencia a ese “orden” que se les imponía como disciplinador. Por eso, “participar”, en el discurso de las 
ONGs era incorporarse en las organizaciones populares para impulsar lo alternativo. 
Segundo. El método de las ONGs era la “educación popular” y la inspiración de esta propuesta estaba anclada 
en Paulo Freire, más específicamente en el segundo Freire, el que surge de su experiencia africana, expresada 
en “Cartas de Guinea-Bissau”, donde empieza a separar aguas respecto de una posición idealista que 
atraviesa sus primeros escritos y que permitieron que éstos fuesen leídos como propuestas de iluminación de 
las conciencias, un acto cultural que operaría como el motor central desde donde debían derivar procesos de 
cambio político-societal. 
De allí que, en los 80 resultó mucho más claro que en las décadas anteriores, que la participación era una 
capacidad que debía ser educada (y que se podía deseducar) y que no se trataba de una disposición innata al 
sector popular13. La educación de tal capacidad se entendió como un proceso en el cual, necesariamente, el 
cambio cultural se provocaba a partir de una práctica de construcción de sociedad deseada que, en este caso, 
era empujada por los sujetos y no por el Estado o desde la evolución de la misma sociedad.14  
Por último, resultó de lo anterior que las ONGs, que enfrentaron la participación como un producto pedagógico, 
elaboraron métodos, didácticas y materiales múltiples destinados a educar las capacidades de participar. Más 
que propuestas pedagógicas -que toda la reflexión más seria sobre esta etapa denuncia como un faltante en la 
producción de los educadores populares- se multiplicaron las técnicas y cartillas para realizar distintas tareas 
promocionales (diagnóstico, programación, evaluación...) en términos participativos.15  
La idea central que atraviesa estos procedimientos (y que resulta potencialmente muy importante en la 
evolución posterior de este proceso) es que la misma y única práctica, colectiva y responsable, -cuando sirve 
de base a procesos educativos adecuados-, puede provocar efectos en dos dimensiones: unos son los efectos 
“materiales” que persigue la acción (construcción de una sede u organizar un jardín infantil) y, otros, en el 
desarrollo personal y humano de los participantes que impulsan la acción; la educación de la participación 
apuntaría a la relación entre ambas dimensiones de efecto. Volveré sobre ésto, con mayor atención, en el 
punto 3. 
 
1.3.2. Como también ya insinué en la introducción, la preocupación por la participación se mantuvo también en 
algunos Organismos Internacionales, en particular algunas agencias de Naciones Unidas, si bien nunca llegó a 
constituirse en un tema mayor. 
A diferencia de las O.N.G.s, las Instituciones Internacionales no buscan diferenciarse de la acción estatal, más 
bien, su condición inclina a los funcionarios y a las direcciones a aceptar los gobiernos que existen en cada uno 
de los países en que se desempeñan y a tratar de ejercer cierta influencia sobre ellos, lo cual se marca en los 
contenidos de la reflexión y propuestas sobre participación que desde allí surgen. La argumentación que allí se 
desarrolló, que aceptó algunas tesis neo-liberales buscando dialogar con ellas, es que una cierta participación 
sometida a los objetivos y procedimientos decididos por los técnicos oficiales debe resultar útil para aumentar 
la eficacia y eficiencia de las políticas públicas. 
Es así que, desde ese campo, se profundizó en una concepción de participación que algunos han calificado 
como “instrumental” 
 
1.4. Entrando a los 90, cuajaron diversos factores que se venían fortaleciendo a lo largo del período anterior y 
que, en mutua definición, han confluido para favorecer una nueva reaparición de la atención sobre los procesos 
participativos. 
                                                           
13  Una expresión de esta percepción dist inta, a  la vez  que una inf luencia que la empujó, fue la lectura 
y aplicación del pensamiento de Antonio Gramsci por quienes part ic ipaban de las ONGs de educación 
popular, un autor que, en los 60, era sólo conocido por algunos iniciados. Cfr. Broccol i A. “Antonio 
Gramsci, la educación como hegemonía”, Ed. Nueva Imagen, México, 1984. 
14  Cfr. Bengoa  J. "Educación para los movimientos sociales" en ,Proposiciones, N. 15, ed Sur, 
Sant iago, 1987. 
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15 Si alguien merece mención especial,  debería ser Orlando Fals Borda y sus desarrol los en torno 
"invest igación acción part ic ipat iva". 
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1.4.1. Por una parte, el neoliberalismo, a veinte años de su avasalladora irrupción en la orientación y práctica 
de las políticas, ha empezado a mostrar sus limitaciones y sus efectos no proclamados: pobreza, aumento de 
las desigualdades, deterioro del medio ambiente, depredación de los recursos naturales... .Esto ha favorecido 
el retorno de la preocupación por la presencia y el papel del Estado en la organización y funcionamiento de la 
sociedad, que habían sido expulsadas -con recurso a fórmulas muy simplistas- por la dogmática neoliberal. 
En 1990, el Banco Mundial publicó su estudio en dos tomos sobre las economías de industrialización reciente 
en el Sud-Este asiático, donde reconoce y declara que, en casi todos los casos, la acción del aparato estatal ha 
sido fundamental para crear y asegurar condiciones que permitieron el desarrollo de la iniciativa privada en 
términos de crecimiento económico sostenido.16 
Este nuevo escenario intelectual arrastra una serie de temas asociados que se vuelven a poner en agenda: el 
mismo Banco Mundial, y -más enfáticamente- el B.I.D., retomaron el tema de la gobernabilidad, ahora con 
algunos matices nuevos ligados a una agenda pública que debe reflejar las preocupaciones tanto del gobierno 
como de la sociedad.17  
También, junto con la reaparición del Estado, resurgió consecuentemente el desafío de las relaciones 
adecuadas entre ese Estado y la sociedad civil. 
Se abre así la puerta para recuperar las inquietudes y discusiones en torno a “participación”, el caso más 
impactante es el de Bolivia, donde el gobierno de Sánchez de Lozada, una administración que representaba 
más bien al sector empresario, en 1994 promulgó la ley  1551, “de participación popular”. 
En Chile, a esta situación general favorable, se sumó una coyuntura muy propicia que empujó a una rápida 
difusión de lo participativo que permeó el discurso oficial: es que los nuevos gobiernos democráticos quisieron 
proponer un conjunto de políticas en lo social que los diferenciara claramente del régimen anterior, calificado 
como autoritario. Esta diferenciación parecía tanto más necesaria cuando se había optado por orientaciones en 
la economía que, en lo básico, constituían un continuismo respecto de lo que había instalado el pinochetismo. 
Un informe de Mideplan, ya en 1992, señala que existen componentes participativos explícitos en las 
orientaciones y políticas de casi todos los Ministerios18; entre las primeras iniciativas del gobierno Aylwin estuvo 
la de enviar al Parlamento una propuesta de reforma constitucional en la que se definía al Municipio como 
“corporación autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es 
satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y 
cultural de la respectiva comuna”19. En la misma reforma se crearon los Concejos Comunales, a los cuales se 
asigna “carácter normativo, resolutivo y fiscalizador, encargados de hacer efectiva la participación de la 
comunidad local y de ejercer atribuciones que señala esta ley”.20 
 
1.4.2. Por otra parte, el cambio cultural al que aludí en párrafos anteriores, contra lo que algunos pudieran 
opinar, se inclinaría hacia una incorporación más activa y directa de los ciudadanos en la cosa pública. 
Luciano Tomassini lo coloca así: 
  


“el sistema representativo clásico constituía una democracia mediatizada. Hoy día los intermediarios o 
representantes de los ciudadanos, sean parlamentarios o partidos políticos, sus cúpulas o sus 
operadores, no monopolizan la articulación y expresión de intereses como lo hacían antes, debido a 
que , en una sociedad más diversa, más acertiva e informada, la gente tiene visiones propias sobre los 
asuntos de interés público y aspira a intervenir de alguna manera en su manejo.”21 


 
Así, el aparente desinterés en la política, que atraviesa hoy a todas las sociedades en occidente (un rasgo muy 
específico de los jóvenes) podría no estar expresando la exacerbación del individualismo egoísta y 
despolitizado, sino -más bien- una insatisfacción profunda con esta particular forma de relacionar a los 
ciudadanos con el hacer de la “polis” que resulta estrechamente segmentada. Se trataría más de una voluntad 
en pro de que cada persona -y toda persona- asuma y empuje la construcción de su mundo y de su vida, en 


                                                           
16 The  World Bank, “The East Asian Miracle; economic growth and public policy”,  Oxford Univ. Press, 
U.S.A. 1990. El mismo Banco insiste con más fuerza en esta idea, porque ahora la plantea como 
recomendación, en el Informe anual de 1997, que se t i tula "El Estado en el Mundo en Transformación". 
17 The World Bank, “Governance and Development”, Birf ,  Washington D.C. 1992. Banco Interamericano 
de Desarrol lo “Gobernabil idad y Desarrollo. El estado de la cuestión”, BID. ,  Washington D.C. 1992. 
18  Minister io de Planif icación y Cooperación, "Part icipación de la Comunidad en el Desarrollo Social;  
logros y proyecciones", MIDEPLAN, Sant iago, 1992. 
19  Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, t í tulo 1, artículo 1. 
20  Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, t í tulo 3, artículo 61. 
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21  Tomassini L. op. cit .  pg. 51. 
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contraposición a la percepción, dominante hasta hace poco, según la cual cada uno aceptaba un paradigma  
que nos imponía los criterios para esa construcción.22 
 
1.5. Por último, quisiera destacar el rasgo de novedad que tiene la tarea, teórica y práctica, que se debe 
emprender en este campo. La percepción (muy estrecha a mi entender) de que, en Chile la dictadura fue 
responsable de cerrar el espacio a la participación y que la democracia lo volvió a abrir, (en ambos casos como 
únicas responsables) puede inclinar a juzgar que las propuestas de participación que hay que recuperar en los 
90 serían las mismas que se cancelaron a principios de los 70. 
Esto, evidentemente, no es así. No en vano se produjo ese corte, por la fuerza de la crítica hacia las 
limitaciones y deformaciones que arrastraban las políticas del Estado Benefactor; una crítica parcial, unilateral, 
revestida de ideología, pero fundada en falencias reales en las cuales ha afirmado su fuerza. Tampoco fue en 
vano el empuje a la experiencia y la reflexión desde las O.N.G.s que incorporaron los aportes desde la 
Educación Popular. Es cargado con esas herencias varias que se repone la preocupación por el tema de la 
participación. 
De allí que, ahora, las nuevas políticas sociales (y la participación, como constitutivo de esas políticas) debe 
cumplir con responder ante una serie de desafíos novedosos.Resumo así: 
 
- A la luz de las críticas neoclásicas al Estado Benefactor, se trata ahora de proponer políticas que persigan sus 
propósitos de avanzar en equidad, pero sin ir en contra de los equilibrios fiscales; el que las políticas sean 
calificadas de “caras” no es cuestión de pesos más o pesos menos, sino que se demanda que el gasto social 
no suba por encima del aumento de la recaudación fiscal, que, a su vez, depende del incremento del producto. 
- También levantado por la crítica neoclásica, la política social debe intencionarse para impactar la condición de 
los sectores pobres; si no existe esta preocupación explícita y marcada en la gestión, la tendencia inercial 
llevará a que mucho de los recursos se queden en el camino, enredado como gasto burocrático y a que, otro 
tanto, sea apropiado por los sectores con mayor capacidad de presión que, por definición, no son los más 
pobres. 
- Vale decir que las políticas nuevas deben ser técnicamente productivas, deben encauzar bienes y servicios, 
en cantidad suficiente y de calidad adecuada, hacia los sectores que los requieren, pero además tienen que ser 
capaces de capturar la heterogeneidad de situaciones y de necesidades (la pobreza no se puede reducir a una 
condición unidimensional con distintas posiciones ubicadas a lo largo de un eje único) y operar con respeto y la 
flexibilidad que corresponda a esa diversidad de situaciones cualitativamente distintas. 
- Más aún, se debe asumir que las políticas no sólo buscan solucionar carencias mediante aportes de bienes y 
servicios (que es el efecto material de la política) sino que, al mismo tiempo y en un único esfuerzo, producen 
efectos socio culturales en las personas que se incluyen en esas políticas (los usuarios).23De manera que en el 
futuro, éstos se puedan parar sobre sus propios pies y no requieran de ese apoyo asistencial. Ambos aspectos 
tienen que manejarse con intención y con maestría técnica. 
- Profundizando esta línea, y, ahora contra la ideología neoliberal, las O.N.G.s insistieron que lo social no se 
deriva mecánicamente desde la economía, el crecimiento económico no es causa necesaria del desarrollo 
social. Hoy tenemos que abordar lo social como un campo con una lógica de funcionamiento propia, no 
independiente, pero sí distinta del manejo económico.  
La Educación Popular avanzó en subrayar la necesidad de enfrentar la producción de efectos socioculturales a 
través de un proceso intencionado de aprendizaje social (icluso, elaboró las didácticas que apuntaban a educar 
la participación a lo largo de acciones sociales). Si esta opción no se enfrenta y no se trabaja, entonces priman 
las dinámicas que educan en el disciplinamiento, inscritas en la acción del Estado cuando éste opera como 
aparato de dominación, desde arriba hacia abajo, y que se impone sobre las múltiples iniciativas y prácticas de 
los grupos populares, las acota, las homogeniza y las ordena, excluyendo aquellas prácticas que no coinciden 
o aportan a la intención estatal. 
                                                           
22  El mismo Tomassini agrega un poco más adelante : "Algunos  trataron de confundir este nuevo ethos 
de la identidad personal con el individual ismo característ ico de la edad moderna. No dist inguieron entre 
los nuevos impulsos hacia el desarrol lo personal, por una parte, y la or ientación capital ista hacia la 
ventaja individual y la acumulación de bienes materiales, por otra" y, luego , cita a Giddens : "no es un 
proyecto centrado  en la ref lexión sobre el sujeto sino es que el ethos del crecimiento personal resume 
las grandes transiciones sociales de la últ ima etapa de la modernidad en su conjunto: un pujante 
cuestionamiento de las inst ituciones, la l iberación de las relaciones sociales frente a los sistemas 
abstractos y la consiguiente interpenetración entre entre lo local y lo global, así como entre lo público y 
lo pr ivado" 
ibid. pg.59. La cita es de Giddens A., “Modernity and Self Identity”, Standford Univ. Press, U.S.A. 1991.  
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23  Este efecto es reconocido desde antiguo. Las polí t icas sociales, en tanto acciones intencionadas 
que buscaban intervenir en la sociedad, fueron impulsadas originalmente por gobiernos muy 
conservadores ( las administraciones victor ianas en Inglaterra y el gobierno junker de Bismarck en la 
naciente Alemania) con intenciones de provocar discipl inamiento y paz social,  es decir,  buscando 
efectos socio culturales. 
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- Por último, la participación, tal como se proponga en la nueva época tendrá que dar cuenta -a la vez- de la 
construcción democrática de sociedad civil y del relacionamiento democrático de esa sociedad civil con el 
Estado. 
Es con toda esta carga de herencias que entramos a los 90. Unas habrá que criticarlas para proponer su 
reformulación, otras se recogerán porque resultan convincentes y provechosas para los nuevos sentidos que 
ahora se intentan, otras -por último- se rechazarán , pero no podemos dejar de considerarlas. 
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2. La Participación, un intento que pide conceptualización. 
 


Como señalé en el punto anterior, hoy se ha vuelto a incorporar el término “participación” en el discurso 
político, en algunos casos con insistencia machacona, expresando una voluntad de diferenciación , a la vez, del 
Estado neoliberal, (al cual nos liga una continuidad básica en lineamientos importantes del proyecto 
económico) y a la vez, del Estado Benefactor en esos rasgos paternalistas y burocráticos, tan criticados por los 
neoclásicos. 
Sin embargo, quiero destacar que, a mi entender, no se debe situar en ese nivel apologético, ni la importancia, 
ni las posibilidades que guarda esta recuperación del tema participativo. Todo esto dice, más bien, a las nuevas 
circunstancias que, desde las maneras de producir, la multiplicación de las situaciones, de los intereses 
sociales, y el fortalecimiento de la cultura de lo heterogéneo, han llevado a la disolución del contacto entre, por 
una parte,los órganos tradicionales de representación política y, por otra, la vida cotidiana de la gente a la que 
quieren representar. 
Augusto Varas, en un artículo sobre “Democratización y Políticas Públicas”, nos dice: 


 
“Tomando en cuenta el nuevo contexto en que se dan las políticas públicas, su función propiamente 
política al interior de los procesos democratizadores puede analizarse a partir de tres dimensiones 
indisolublemente interrelacionadas, el rol que juegan en la construcción del interés público, su capacidad 
para armonizar intereses corporativos y su potencialidad para permitir la participación ciudadana.”24 


 
2.1. Es cierto que estas tareas más importantes, donde “participación” aparece asociada a reconstrucción de 
los sentidos políticos, se debe emprender hoy en el contexto de esta “popularidad” del tema, lo cual, 
paradojalmente, no ha facilitado la empresa, ya que la soltura con que se tiende a recurrir al término oculta una 
variada ambigüedad conceptual. 
Martín Hopenheyn, inicia así una reflexión sobre el tema: 
 


“Insistir sobre el carácter equívoco del concepto de participación parece, a estas alturas, un ejercicio 
gratuito. Cada vez más la palabra, a lo largo y ancho de todo el arco político, es reivindicada por 
corrientes tan diversas como el neo-liberalismo, el neo-estructuralismo, la democracia cristiana, el 
socialismo renovado, el anarquismo y, en general, toda forma de populismo. Se ha convertido en una 
referencia obligada de planes y programas de desarrollo, de manifiestos ideológicos y de campañas 
presidenciales” 25 


 
Claro está que, en cada contexto discursivo distinto en que se incluye la palabra “participación”, el término se 
significa con contenidos diversos; de allí que se pueda intentar un cierto ordenamiento en esta variedad 
ambigua según las diferentes conceptualizaciones en uso. 
a. Existe hoy una recuperación del tema por parte de los grupos más serios del pensamiento liberal. 
El marco neoliberal en que se incorpora aquí la participación, se expresa en los supuestos siguientes: los 
individuos se desenvuelven en un escenario neutro, donde cada uno avanza según su propio empeño. 
 En la investigación que citamos a continuación26, si bien se aparenta reconocer dos o tres veces que el 
contexto económico social debe favorecer o dificultar la participación de determinados segmentos o personas, 
los autores entienden que, en aras del principio metodológico que una investigación singular es incapaz de 
considerar todo y debe definir un objeto, ellos pueden abstraer de esa dimensión contextual (que de hecho no 
se incorpora para efectos de análisis) y concentrarse sobre las características de los individuos capaces de 
participación (a quienes ellos denominan “pobres habilitados”); así, han escamoteado el contexto, y la 
“habilitación” aparece como una capacidad cuasi-natural en algunos individuos que explica (justifica) los 
diferentes grados de exclusión. 
Así, conceptualizada la capacidad de participar, Ignacio Irarrázabal puede desplegar un argumento que, 
formalmente, se asemeja en varios aspectos al que presentamos más adelante, en el sentido que las políticas 
públicas deberían reconocer, en su diseño, esta capacidad de (algunos) grupos populares para construir su 
propia realidad y no invadir ese espacio desde el Estado. 
En otras expresiones más transparentes de esta corriente de pensamiento, se presenta la participación como la 
capacidad individual para incorporarse en las oportunidades del mercado; en el centro está la “libertad de 
elegir” (Buchanan) y al Estado se le pide que no obstaculice este ejercicio fundamental del individuo. Oscar 
Godoy, siguiendo de cerca a Von Hayek, señala: 


 


                                                           
24  Varas A. "Democratización y Polít icas Públicas" en Urzúa R. (ed)  Cambio Social y Polí t icas Públ icas 
Centro de Anál isis de Polít icas Públicas - Univ. de Chile, Santiago, 1997,pg. 175. 
25  Hopenhayn M. "La part icipación y sus motivos" en Acción Crít ica, CELATS, Lima, 1988. 
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26Irarrázaval I .  "HHabil i tación, pobreza y polí t ica social" en Estudios Públicos, C.E.P.,N.59, Sant iago, 
1995, pp. 99-165.   
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“La sustitución de la decisión individual, basada en la información que cada cual posee, por la decisión 
colectiva, fundada en los conocimientos globales del planificador, entraña limitar la libertad, entendida en 
este caso como la aptitud individual para emplear, sin restricciones, sus propios conocimientos”27  


 
b. Un eje de reflexión distinto, en el cual coinciden algunos estudios del Centro de Estudios Públicos (C.E.P) en 
torno a la educación,28 es aquel en el cual la participación se considera como un rasgo, técnicamente necesario 
a las nuevas políticas sociales, que, a diferencia de las que fueron propias del Estado interventor,han 
aprendido a respetar y a perseguir metas de eficiencia, de eficacia y auto sustentabilidad. 
La participación se propone entonces como un aporte “funcional” al desempeño de las políticas según esos 
rasgos deseados; así los programas de autoconstrucción se justifican, porque bajan los costos por vivienda y 
permiten, de esta manera, que con los mismos fondos se alcance una cobertura mayor. Un poco más 
sofisticado aparece cuando se argumenta que la incorporación de los usuarios en ciertos momentos de la 
gestión permite afinar la ejecución de la política hasta aspectos que quedan ignorados cuando esas mismas 
iniciativas son responsabilidad sólo de los funcionarios; así se justifican algunos “diagnósticos participativos” en 
términos de que permiten identificar situaciones más allá de lo que recogen los instrumentos técnicos de la 
investigación. 
 Esta concepción de participación, porque es funcional es a la vez subordinada, ya que la participación existe 
sólo en la medida en que aporta a iniciativas que son decididas, diseñadas y controladas por el aparato técnico 
burocrático, que es externo a quienes se invita a participar. 
En Chile, esta participación “funcional y subordinada” es la que se estudió y propuso desde los Organismos de 
Naciones Unidas durante los años 80 por intelectuales, varios de los cuales luego, con el advenimiento de la 
democracia, pasaron a desempeñarse en el Gobierno, por lo que no resulta extraño que ésta sea la concepción 
que permea buena parte del discurso y de la política oficial. 
En un texto que recoge presentaciones diversas de funcionarios de la primera administración democrática en el 
Chile post Pinochet, aparece una intervención del presidente Aylwin, quien inauguraba un seminario titulado “El 
desafío de la participación: democracia y modernización del Estado”, donde indica: “...la superación de la 
pobreza no es un problema que pueda dejarse meramente a la economía. Se requiere también de ciudadanos 
activos, comprometidos en organizaciones sociales para adaptar y ejecutar programas estatales...”. En la 
misma reunión, Edgardo Riveros, entonces Subsecretario General de Gobierno, afirmaba en su presentación: 
“...Las organizaciones vecinales enfrentan el siguiente desafío: establecer relaciones de cooperación con el 
Municipio, que apuntan a que esas organizaciones puedan desarrollar una acción que multiplique la tarea 
municipal y que el Municipio sirva de articulador con las políticas sociales nacionales.”29  
 
c. Una tercera línea gruesa que hoy disputa el campo de las propuestas participativas es aquella que busca 
recoger los desarrollos impulsados por la Educación Popular, y que entiende la participación como una 
“práctica” cuyos propósitos se ubican, fundamentalmente, en la línea del “desarrollo de las personas que 
participan”. La práctica es una acción responsable, que busca modelar la realidad según intención, “deja huella” 
en la realidad según la conceptualización de “acción” que hace Hanna Arendt30, pero se caracteriza porque al 
mismo tiempo y en el único acto, constituye en sujeto a quien impulsa esa acción; el sujeto se construye en el 
mismo acto en el que construye su “mundo de vida”. 
Esta mirada encuentra mucho asidero en la reflexión que atraviesa los distintos momentos de la Escuela de 
Frankfurt en su lucha por mantener la vigencia del “epíritu crítico” frente a las imposiciones cietífico-objetivas 
del pensamiento positivista. Para ellos, la inspiración crítica del marxismo surgía desde la dialéctica sujeto-
objeto. Según Habermas, cuando Marx puso sobre los pies lo que en Hegel estaba de cabeza, lo que hizo fue 
articular dos tesis de la filosofía hegeliana ubicándolas en un proceso único: la conciencia reflexiva del 
individuo como hacedor de historia y la autoconstitución de la humanidad a través del trabajo. En la medida en 
que esta dialéctica se oscurece en favor de algún proceso objetivo, entonces se disuelve todo lazo entre 
historia y libertad.31 


                                                           
27  Godoy O. ,  Estudios Públ icos, C.E.P., N. 50, Santiago, 1993. pg.26. 
28  Cfr.  dist intos informes de Violeta Arancibia y de Gilberto Zárate en referencia a lo que el los 
denominan "escuelas exitosas"; los investigadores entienden por tales aquellas, sean privadas, o 
part iculares-subvencionadas, o municipalizadas, que obtienen resultados signif icat ivamente por encima 
de los promedios que corresponden a su categoría en la prueba SIMCE. La comprensión del "éxito" se 
construye en torno al "cl ima organizacional" en el que la part ic ipación de las diversas partes en el 
acuerdo e implementación de un "proyecto educat ivo", propio del establecimiento, aparece como un 
componente clave. 
29  Cfr. Pistacchio E. y otros, ,Modernización y Partic ipación Social ,  Minister io Secretaría General de 
Gobierno, Santiago, 1996. 
30 Arendt H. ,  “La Condición Humana”, ed. Paidós, Barcelona, 1993. 
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31 Cfr.  Habermas J.,  “Conocimiento e Interés”, Tauros Ed. Madrid, 1982. pp.43 y ss 
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Esta participación, que aquí voy a denominar “sustantiva”, se ubica en el corazón de la distinción que se 
establece entre crecimiento y desarrollo, en que el primero se refiere al aumento de las cosas en un grupo o en 
una sociedad (así cuando hablamos de un incremento del P.I.B.) y, el segundo, dice a procesos sociales que 
provocan la realización de las personas. Las políticas participativas serían las que facilitan el “desarrollo 
personal”, ya que incorporan con iniciativa y responsabilidad, lo cual es distinto de incluir usuarios en cursos 
pre-establecidos y controlados por otros. 
La participación en la cosa pública, con estas características sustantivas, es la dinámica que puede empujar la 
profundización y extensión del acuerdo democrático y de la condición ciudadana. 
En esta perspectiva se despliegan dos vertientes: 
Una, que muy fiel a la orientación de las ONGs en los 80, rechaza cualquier relación participativa a la eficacia y 
eficiencia de las políticas públicas, ya que entiende que esa relación necesariamente, va a provocar 
subordinación y disciplinamiento. Quizás  el caso más puro está presentado en el libro de Pedro Demo32, como 
indica el título de la obra, entiende que sólo hay participación cuando se trata de una conquista, cuando los 
sectores subordinados se levantan para arrebatar el espacio a los dominadores (y al Estado que los 
representa); es que Demo toma muy en serio el que la acción de participar (la práctica, con las 
responsabilidades y los riesgos que acarrea) constituye al sujeto-ciudadano,y entiende que, cualquier donación 
de espacio participativo,por parte de los no-dominados, anula esa posibilidad de desarrollo del sujeto; esa 
participación puede provocar el efecto material, pero disuelve la posibilidad del efecto socio-cultural. Yo tiendo 
a tener una cierta simpatía por la argumentación de Demo, me parece que se aplica en un alto número de 
situaciones, sin embargo, olfateo que, por partir desde un esquema muy ortodoxo de relaciones de clases (y de 
una consecuente visión instrumental del Estado hacia los intereses de la clase dominante), está entendiendo 
como necesidad fatal lo que sólo es una posibilidad que, en ciertas circunstancias, es de alta ocurrencia. 
La otra vertiente, si bien entiende la tensión entre los objetivos de eficacia y los de desarrollo personal 
perseguidos en la misma política, y si bien percibe el peligro de subordinación incluido en los desempeños 
funcionales, asume que no se expresan de una contradicción entre opuestos que se excluyen. Aquí el Estado 
no se entiende como un aparato perfectamente homogéneo, sino que reproduce -en una clave propia- las 
mismas tensiones e intereses que atraviesan la sociedad; de allí que la contradicción (antagónica) no sería 
entre Estado y sociedad, sino entre sectores que se ubican en el Estado y en la sociedad y otros grupos que 
ocupan posiciones diferentes y representan proyectos distintos, tanto dentro del Estado como en la sociedad.33 
De allí que, en este caso, las alianzas que se visualizan como fructíferas y posibles son entre algunos grupos 
de la sociedad y algunos segmentos del aparato estatal. Estas partes también se relacionan entre sí con 
contradicción, pero, en la medida en que coinciden en aspectos estratégicos del desarrollo de la sociedad , 
esas tensiones se pueden trabajar ya que se puede llegar a establecer una lógica comunicacional respetuosa y 
seria. 
Esta percepción influye en las formas como se entiende y se valora las potencialidades que presentan las 
políticas públicas en tanto espacios de participación: para esta mirada no serían, fatalmente, instrumentos de 
disciplinamiento, sino ocasiones contradictorias, abiertas a más de un efecto.34 
Esta última concepción de lo participativo aparece más complicada, y por eso en la práctica debe resultar más 
peligrosa; puede empujar a los participantes populares a la lógica del disciplinamiento, que es tan fuerte en las 
políticas estatales, pero,al mismo tiempo, me parece que es la única que, desde lo local, puede encaminarnos 
a la construcción de un nuevo pacto social, que nos eduque en la constitución de nuevas relaciones Estado-
Sociedad, superiores a las del Estado benefactor y a las del Estado-neoliberal. 
Es por esta doble condición, de lo peligroso y de lo necesario, que debemos explorar con más profundidad en 
la concepción de “participación sustantiva”. 
 


2.2. Qué vamos a enteder, aquí, por participación. 
A lo largo de varias décadas, los intentos por conceptualizar la “participación” han asociado esta condición con 
la capacidad de influir en las decisiones. 
Desde fines de los 50 , cuando Roger Vekemans se instaló en DESAL y discurrió sobre “la marginalidad” y la 
“promoción popular”, en Chile nos acostumbramos a hablar de “participación pasiva” (que sería la inclusión en 
los beneficios que ofrece una política) y de “participación activa” (que sería la verdadera, la que abre a la 
posibilidad de influir en las decisiones)35. Luego, Naciones Unidas propondría la participación como “influencia 
                                                           
32 Demo P.  “Part ic ipacao e Conquista”, ed Univ. de Ceara, Fortaleza, 1987. 
33 Cfr. Anderson P. “Las Antinomias de Antonio Gramsci”,  ed. Península, Barcelona, 1984.  
34 "Sin embargo, las propiedades estructurales de las inst ituciones no son sólo restr icciones que se 
imponen sobre la acción, son también  facil i tadores ("enabling", en el original).  Un tema  central que 
enfrenta hoy la teoría social en este aspecto, es el de desarrol lar una reformulación  de los conceptos 
claves , "estructura" y "sistema" de tal manera que den cuenta, tanto de los aspectos facil i tadores, 
como de los restr ict ivos en las formas inst itucionales" Giddens, A. "Pol it ics, Sociology and Social 
Theory", Standford Univ. Press, Cal ifornia, 1995, pág. 196 (traducción de D.P.).  
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35 Cfr.  Vekemans R. y otros "Poblaciones marginales y Desarrol lo Urbano: el caso chi leno", DESAL, 
Sant iago, 1965 .  
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sobre el proceso de toma de decisiones a todos los niveles de la actividad social y de las instituciones 
sociales”.36  
Yo estoy plenamente de acuerdo en que el control de poder y la influencia en las decisiones están en el centro 
de cualquier ejercicio real de participación; sin correspondencia en ese plano, cualquier intento de 
“participación” se torna en un simulacro estrechamente simbólico, por tanto, nadie puede ofrecer participación 
sin tocar la redistribución del control del poder. De aquí se agarra Pedro Demo para desplegar su discurso 
sobre la participación como conquista. 
 Sin embargo, si la conceptualización se concentra exclusivamente sobre este aspecto, se vuelve poco 
operacional; se puede discurrir sobre el tema, pero se hace difícil el investigar y el promover. 
Es que la participación, sea de personas en organizaciones comunitarias de cualquier tipo o sea de grupos en 
políticas nacionales o locales es una relación, una variable continua que se puede concretar en múltiples 
formas que, además, se mueven y transforman dinámicamente. 
De allí que estas  situaciones se recogen y se entienden mal cuando el poder se “cosifica” conceptualmente. 
Esto sucede cuando el poder se visualiza como situado en determinados y particulares espacios (por ejemplo, 
sólo en el aparato del Estado) o como poseído por un sector singular de la sociedad (que lo ejercería sobre 
otros que carecen de poder) ; en estos casos se está entendiendo el poder como una “cantidad finita” ,una 
“cosa”.37 
Esta versión ha sido impugnada por Foucault (o,más bien, por los filósofos que han dejado a Marx para buscar 
inspiración en Nietzsche) para quien toda relación social comporta poder, en toda relación hay poder y 
contrapoder; éstos se difunden mediante infinitos mecanismos y prácticas sociales cotidianos, los cuales al 
operar, producen un conjunto de relaciones fluidas y dinámicas que son siempre asimétricas. En consecuencia, 
el poder no se encuentra localizado ni fijado eternamente, no es propiedad de individuos, clases ni 
instituciones.38 
Creo que se puede acordar con las tesis de Foucault sin, necesariamente, abandonar la idea de que en cada 
sociedad y en cada momento concretos hay grupos y espacios que concentran poder, ya que pueden influir 
para que las instituciones y las prácticas funcionen a su favor. Es en virtud de esta percepción “descosificada” 
del poder que, en la operatoria, resulta oscuro (y, de hecho, arbitrario) juzgar si una situación concreta -una 
política o una organización- permite o no la “participación sustantiva”; lo más posible es que encontremos que 
existe un cierto ejercicio de decisión de parte de los incorporados pero no tanto como se podría desear y, de 
allí, que podamos optar sí o no según prejuicio. 
 


2.3. En distintos esfuerzos de análisis sobre políticas públicas que hemos emprendido - algunos alumnos y yo- 
en el contexto de la docencia universitaria, hemos ido avanzando en la operacionalización fundados en el 
concepto siguiente. 
a). La participación es una situación que surge (o que puede surgir) en el encuentro de dos dinámicas. 
Una es la capacidad de participar; estoy apuntando a las actitudes y a las habilidades que los sectores, 
llamados a incorporarse en una empresa común, han desarrollado a través de las prácticas y de la reflexión 
sobre éstas que han acumulado con anterioridad , y que ellos traen, como aporte a la realización de esta 
empresa. 
Así, una política o una red de base que busque enfrentar, en forma participativa, el cuidado de niños pequeños 
cuando las madres, por razones de trabajo o de trámites, deben salir de la localidad, no puede sino considerar 
e incorporar las capacidades desarrolladas por todas las mujeres, en la experiencia y en la socialización de 
género, para atender y tratar con niños pequeños. 
Otra es la oportunidad de participar, y ahora estoy mirando al espacio, incorporado e inscrito en el diseño de 
las políticas o en la organización de la red, que permite el adecuado ejercicio de la capacidad de participación 
que aporta el grupo concreto que se incorpora en esa acción colectiva. Siguiendo con el ejemplo anterior, la 
forma de funcionar de la organización participativa de mujeres deberá ser distinta si quienes están 
incorporadas son mujeres solteras, amas de casa o mujeres de tercera edad: sus habilidades, su paciencia, 
sus necesidades de capacitación... son diversas y eso debe ser asumido por la forma participativa de funcionar. 
b) Podemos hablar de participación cuando se ha provocado una adecuación entre las dos dinámicas, o sea 
que las capacidades de participar del grupo incorporado se ajustan a las oportunidades que abre la forma de 
funcionamiento de la red o política. Cuando no se intenta abrir oportunidades a la participación, entonces 
estamos enfrentados a políticas “asistencialistas”; se diagnostican sólo necesidades (no capacidades ni 
potencialidades) y la política asume el encargo de responder a esas carencias. 


                                                           
36 Citado por Martín Hopenhayn, op cit .  p. 19. 
37  Esta percepción inclina a concebir el desarrol lo polít ico según los límites de ese esquema que se ha 
denominado "juego suma cero",  en la medida en que una parte sólo puede ganar poder en la medida en 
que otra pierda. 
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c) Cuando el ajuste se produce porque las capacidades de los incorporados se deben adecuar a las 
oportunidades que la política propone, de acuerdo a las exigencias de coherencia interna propias de la 
propuesta (racionalidad instrumental) , entonces estamos en el campo de la participación funcional. 
De hecho se produce una selección de los participantes según quienes cumplen con poseer esas capacidades 
que, según las burocracias que deciden, diseñan y gestionan las políticas, le adjudican a los sectores-meta a 
los que apunta cada propuesta; el resto no participa, lo cual se expresa, demasiado a menudo, en un juicio 
desde los técnicos que es que”la gente no se interesa por participar”; sin recoger la situación en una autocrítica 
respecto de que las oportunidades de participar que se ofrecen no son las adecuadas a las capacidades de los 
grupos a los cuales se apunta. 
d) La posibilidad de “participación sustantiva” se abre en la medida que el encuentro entre capacidades y 
oportunidades se persigue al revés del modo señalado en el párrafo anterior, para el caso de “participación 
funcional”: es la “capacidad” de cada grupo la que se asume como núcleo duro de la búsqueda de 
correspondencia, las oportunidades de participar se diseñan e incluyen en las políticas como respuestas, 
intencionadamente adecuadas y voluntariamente respetuosas, a esa capacidades que traen los grupos a los 
que se invita a participar. 
La relación entre políticas y participantes (centrada sobre los participantes) se articula en dos momentos: uno 
es el de la política entendida como un espacio en el que la gente ejercita y pone en común sus capacidades; 
otro es el de la política como aporte de recursos (materiales, técnicos, financieros...) que complementan y 
agregan eficacia a las acciones de los participantes. En el caso de las redes, éstas se ofrecen a los 
participantes como espacios de desempeño más fáciles y respetuosos que las políticas, pero, al mismo tiempo, 
marcadas por las mismas carencias de recursos y de capacidad técnica que son propias de quienes se 
incorporan. 
 


2.4. Existen dos fuentes originarias de sesgo que se complementan -y en parte se confunden- y que cierran las 
posibilidades de participación sustantiva, incluso cuando esta intención pueda aparecer en el centro de los 
discursos que marcan sentido a las propuestas. 
 


a) Una, opera cuando las redes y las políticas simplemente ignoran las capacidades y saberes que la gente 
puede aportar, entonces las políticas se reducen y pierden eficacia, mientras se anula la posibilidad de 
fortalecer sujetos locales a través de las políticas. 
Esto se presenta tanto en iniciativas oficiales como en redes; en el desempeño tanto de funcionarios como de 
dirigentes. 
El Programa Interdisciplinario de Investigaciones en Educación (PIIE) informó acerca de un sondeo, puerta a 
puerta, que habían realizado en tres comunas del sector norte de Santiago, donde pusieron dos preguntas a 
las mujeres amas de casa. La primera era acaso ellas estaban relacionadas con algún tipo de acuerdo 
colectivo para cuidado de niños cuando, ellas u otras vecinas, debían salir de la localidad; la segunda pregunta 
se refería a si tales iniciativas, en el caso que existieran, mantenían relación con alguna instancia estatal. 
El levantamiento logró identificar un promedio de 80 iniciativas, variadas, por comuna en que las mujeres se 
organizaban para el cuidado de niños (240 en total), pero, de éstas, sólo el 10% recibía algún apoyo o 
capacitación del Municipio o de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, más aún, la gran mayoría de estas 
iniciativas era desconocida para las autoridades locales. 
Otro ejemplo. En una comuna y en un programa de obras públicas que se proclaman oficialmente 
participativos, no se entrega a la comunidad ninguna responsabilidad en el control y supervisión de las obras 
en construcción (cuando éstas son ejecutadas por contratistas externos al barrio) a pesar de que, por una 
parte, no hay capacidad de funcionarios municipales sino para realizar inspecciones puntuales y, por otra, 
buena parte de los jefes de familia en los sectores populares han trabajado o trabajan en la construcción.  
Pero, la misma actitud aparece en muchos dirigentes de organizaciones sociales: hay capacidades de 
participar en los vecinos, que se ignoran y a las que no se concede una oportunidad adecuada en las iniciativas 
colectivas; un dirigente, interrogado acerca de cómo recoge los puntos de vista de los vecinos a los cuales 
representa para elaborar propuestas desde la comunidad hacia el Municipio, declara : 
 


“... nadie sabe mejor que uno lo que pasa en el sector, uno está al tanto de todo, porque recorre su unidad 
vecinal y basta con que uno esté atento para encontrar los problemas...” 39 


 


b) La otra fuente desde donde se anula una intención participativa declarada es cuando los funcionarios (y los 
dirigentes) abren espacios y convocan a participar, pero las oportunidades no corresponden a las capacidades 
y saberes que forman parte del acervo aprendido y desarrollado por los grupos concretos convocados a 
participar, de ahí que éstos no llegan a ocupar efectivamente el espacio que se les ofrece. Numerosos 
ejemplos en este sentido aparecen en el libro en el que Marta Harnecker recoge distintas experiencias de 
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39 Salinas M.S., M. López de Santa María y C. Ossandón “La apertura de nuevos espacios para la 
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Univ.ARCIS, Sant iago,1997, p.75. 
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gobiernos locales, impulsados por las izquierdas, en diversas ciudades de América Latina a lo largo de los años 
90; tomo aquí uno que ejemplifica claramente lo que quiero decir: la discusión, con la gente, el destino de los 
recursos de libre disposición del Municipio en Porto Alegre. 
Una funcionaria informa: 
 


“...en un inicio se pensaba que bastaba con ir a la población a preguntarle qué era lo que ellos querían; era 
una pregunta muy general que suponía que la gente entendía lo que era la distribución de recursos dentro 
de una alcaldía. Muy pocas personas conocían cuál era la parte de los ingresos que podía ser invertida en 
obras. A nosotros mismos nos costó mucho entender lo limitada que era la capacidad de la alcaldía para 
disponer de recursos... 
El primer año, cuando fuimos a discutir el presupuesto fue desastroso, nosotros nunca habíamos hecho algo 
semejante y la población nunca había participado. Las demandas fueron colosales, enormes, porque se 
había creado la expectativa que se iba a resolver todos los problemas de la ciudad. Cuando se abrió la llave, 
el chorro que salió fue muy grande.”40 


 


En Chile democrático se ha vuelto usual que se exija a los grupos populares que elaboren “proyectos” para 
acceder a fondos concursables que se distribuyen desde los Municipios o desde instituciones de gobierno 
central; en principio la idea puede parecer buena, es una forma de recoger e identificar los intereses y las 
prioridades de los mismos sectores populares para luego, organizar las políticas en torno a esos mismos nudos 
así expresados, sin embargo, esa oportunidad de participación -tal como se ha ido realizando- exige 
capacidades que no están en la experiencia de quienes están siendo llamados a ocupar el espacio. 
Así lo expresan los dirigentes sociales: 
 


“...el problema en la elaboración de proyectos fue que éstos eran una cosa nueva, sobre la que no teníamos 
conocimiento...” 


 
Sumado a esta ausencia de conocimiento técnico, se han presentado problemas con la elaboración de 
presupuestos, en los que, debido a dificultades para calcular volúmenes y cantidades de materiales, se 
solicitaba menos dinero del que resultaba necesario para completar el proyecto. 
Además, los proyectos han impuesto a los dirigentes obligaciones respecto de la administración de recursos -
sobre todo en relación al rendimiento de los gastos- que se deben ajustar a mecanismos complicados, según 
los cuales las Municipalidades deben dar cuenta del destino de fondos ante otras instancias del aparato 
público. 
Claro, existe la capacitación, pero, en la medida en que las habilidades para las cuales se capacita no están en 
continuidad con aquellas que los grupos, organizaciones y dirigentes, han ido desarrollando desde su 
experiencia social, es conocimiento con poca raíz, que no profundiza, superficial... los capacitados pasan a ser 
técnicos de segunda o de tercera, siempre al servicio y en dependencia de los técnicos verdaderos. Así, la 
capacitación sirve para afinar una participación funcional, al servicio de las políticas y de sus metas decididas 
por los expertos diseñadores . 
En estas circunstancias, la alcaldesa de Huechuraba se quejaba así a unos alumnos que la entrevistaron para 
propósitos de su tesis: 


 
“Creo que hubo un error al iniciarse el Gobierno Democrático, dado que toda la capacitación, en relación a 
los dirigentes vecinales, fue sobre cómo postular al FOSIS, cómo postular a todas partes, y no hubo 
preocupación por potenciar, digamos, de crear una Organización Vecinal, si se quiere de gestión conjunta. 
Yo he intentado que las entidades que hacen cursos de capacitación a los dirigentes, capaciten no tanto en 
demandarle al Gobierno Central o al Municipio, sino que los capaciten para lograr crear redes de gestión 
territorial, con los grupos juveniles, con los clubes deportivos, con los centros de madres etc.”41 


 
2.5. A mí me parece que existe una señal clara cuando, quienes queremos impulsar acciones participativas, no 
conectamos con las condiciones subjetivas de la gente que permiten la construcción de “participación 
sustantiva”. Es cuando los presuntos participantes no responden a la convocatoria y no asisten. 
En estos casos, lo más seguro es que esté pasando una de dos situaciones: o el problema que se propone 
abordar no constituye una urgencia reconocida por aquellos a quienes se convoca (sino que se destaca desde 
el análisis de los técnicos), o las oportunidades que se abren a la participación no corresponden a las 
capacidades de participar que ha desplegado ese sector concreto en sus experiencias anteriores. 


                                                           
40  Harnecker M. "Haciendo Camino al Andar" ,  Lom ediciones- FLACSO- MEPLA, Santiago, 1995, 
p.201-202. 
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Los funcionarios y dirigentes, en estos casos, tienden a responsabilizar a la gente: “son cómodos”, “les gusta 
pedir, pero, a la hora de comprometerse...”, no se recoge esta retroalimentación para ajustar las propuestas y 
las invitaciones; se pretende que cambie la gente para que se adapten a las políticas, no se aprovecha para 
construir iniciativas sociales en función del desarrollo de la gente. 
Claro, se puede recurrir en estos casos -y se recurre- a las técnicas de motivación que remachan las ventajas 
que entrega esa política a quienes se incorporen a ella, pero en la medida en que lo que se está intentando es 
cambiar la actitud de las personas para que se incluyan adecuadamente en las propuestas que se les ofrece, y 
no cambiar las políticas para adecuarlas a la realidad de las personas, todos esos esfuerzos están, de nuevo, 
en la línea de lo que aquí he denominado “participación funcional”. 
2.6. Para terminar este punto, quiero explicitar un supuesto que se refiere a las circunstancias políticas en las 
que se puede intentar impulsar procesos de “participación sustantiva”. 
Este esfuerzo, delicado y pedagógico, sólo puede emprenderse cuando quienes convocan a la participación y 
quienes participan están en acuerdo fundamental, no sólo respecto de los procedimientos (no paternalistas), 
sino acerca de los objetivos de mediano y largo plazo, o sea que las partes se reconocen del mismo lado del 
espectro político-ideológico. 
En ésto es en lo que Pedro Demo -a mi entender- tiene razón. La propuesta de participación sustantiva es irreal 
cuando las contradicciones entre quienes detentan el gobierno y los sectores subordinados son de carácter tal 
que los diversos intereses se relacionan como “suma-cero”; si el interés de los grupos a los que expresa la 
capa gobernante se realiza a costa de los intereses de los sectores subordinados, entonces cualquier invitación 
a la participación será solamente funcional y los efectos, disciplinadores. 
En lo que yo no estoy de acuerdo con Demo, es en entender que, siempre, la relación “aparato gobernante- 
base gobernada” sea fatalmente así. Me parece que en la historia nos encontramos, una y otra vez, con 
intentos (no siempre felices en su evolución) en los que el gobierno surge desde la intencionada identificación 
de un grupo con la suerte de los excluídos. 
Es cierto también, de que hoy -por lo menos en Latinoamérica- casi todos los gobiernos nacionales se 
presentan comprometidos con un proyecto económico que, en nombre del crecimiento del producto, provoca 
concentración y marginamiento. Por eso es que aquí estamos apuntando a las gestiones locales, básicamente 
a los municipios, donde, en virtud de la ocupación segmentada del espacio, los grupos subordinados a nivel 
societal tienen oportunidad de elegir gobiernos que sean (más o menos) críticos de la política central y que 
manejan (alguna) autonomía en lo que dice a la decisión y gestión territorial. 
El propósito más general de esta reflexión, es aportar al desempeño distinto al que tendríamos que aspirar en 
aquellos municipios donde se ha elegido autoridades que quieren representar a los sectores subordinados. 
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3. Las promesas de la participación. 
 


3.1. ¿Cómo es que la “participación sustantiva” puede aportar en el desarrollo de las personas que se 
incorporan? 
Que la “práctica” forma a quienes se comprometen y ejercitan como sujetos de esa práctica, es una vieja tesis 
que atraviesa el pensamiento moderno, que está incluida en la experiencia de la burguesía emergente y que 
permanece -con sentidos diversos- tanto en el liberalismo, como en la fenomenología existencial (de cuño 
heideggeriano) y en distintos discursos de inspiración marxista. 
En el Marx de las “Tesis sobre Feuerbach” la afirmación aparece claramente como “los hombres (también las 
mujeres) se construyen a sí mismos en el mismo acto por el que conforman el mundo”. Las distintas lecturas 
que se quieren inspiradas en este “marxismo” (así la “Action” de Hanna Arendt, o la “Vida Cotidiana” de Agnes 
Heller, o la “acción comunicativa” de Jurgen Habermas...) recogen esta tesis. 
Es claro que el tema de la práctica y de sus consecuencias en el desarrollo de las personas ha estado en la 
agenda de la reflexión filosófica, sin embargo, ha sido mucho más ajena a las ciencias sociales. 
Anthony Giddens ha señalado, repetidamente y en diferentes textos, que la teoría social clásica no desarrolló 
una adecuada reflexión sobre la acción social42. El autor acude al caso de Talcott Parsons, cuya obra 
fundamental se titula, precisamente, “The Structure of Social Action” y que se propone explícitamente incluir 
componentes de la “voluntad” en su enfoque, pero que (siguiendo a Durkheim) reduce “lo voluntario” a la 
internalización de los valores vigentes en la sociedad por parte de los sujetos; aquí no habría “acción”, (en el 
sentido de una iniciativa responsable) sino sólo conducta, empujada y guiada por motivación sicológica o 
expectativa de rol.43 
Es que todos los enfoques que buscan considerar lo particular a partir de la lógica que se impone desde las 
condiciones o desde la estructura, acarrean mucha dificultad para  entender la vida social en tanto “activamente 
constituida” a través de la acción de sus miembros (y, como consecuencia, tienden a considerar “el poder” 
como un factor , necesariamente, secundario). 
Aquí, sin pretender ignorar las condiciones en las cuales se despliegan los sujetos, quiero entender la “práctica” 
(o la “acción social” que, en este texto, funcionan como conceptos homólogos) como el ejercicio de la 
capacidad subjetiva (intencionada y responsable) de selección que se puede ejercer sobre una gama de 
situaciones posibles que están objetivamente inscritas en las condiciones en las que se ejercita ese 
desempeño. 
 
3.2. Es por esto que importa mucho las reflexiones que han decantado desde una entrada distinta, donde la 
teoría no se ubica en el origen, y que están ligadas a la observación de los procesos que están ocurriendo en la 
realidad. Ahora hay distintos autores que reencuentran la idea de la “práctica” en los comportamientos que 
desplegaron los grupos populares durante los años duros del ajuste, cuando cayó el ingreso nacional (-15% en 
1982-83), los niveles de desempleo formal subieron hasta cerca del 30% y el gobierno recortó el gasto social 
significativamente44. Hay diversos informes y sistematizaciones45 que recogen y reflexionan la percepción 
común en torno a que las prácticas colectivas de los sectores populares no sólo consiguen efectos materiales ( 
los talleres producen manufacturas, las ollas comunes entregan comida , los comités de salud atienden a los 
enfermos urgentes...), sino que, al mismo tiempo y a través de esas mismas acciones, se impulsan efectos 
socio-culturales entre quienes se comprometen en tales iniciativas. 
Por una parte, quienes se incorporaron en las prácticas populares, debieron aprender y desarrollaron 
capacidades para trabajar en común (llegar a acuerdos, dividir tareas, controlar responsabilidades...) y, así, 
desplegaron capacidades en la línea de lo que Habermas ha identificado como “lógica comunicativa”. 
Por otra, los (las) incorporados (as) desarrollaron capacidades personales que les permitieron un adecuado 
desempeño en roles más sociales o públicos. Esto resultó particularmente notorio en los grupos de mujeres 
donde muchas de las participantes recién salía del exclusivo rol de esposa-madre-ama de casa, y fue en el 
ejercicio colectivo con otras mujeres que descubrieron y desarrollaron sus capacidades de proponer, de 
emprender, de aprender... 


                                                           
42  Giddens A. "Las Nuevas Reglas del Método Sociológico" ,Amorrortu ediciones, Buenos Aires, 1987. 
43  " la escena está montada, pero los actores sólo actúan según l ibretos que ya han sido escritos para 
el los", Giddens A. op. cit .  p. 18.  
44 Los datos están en Larrañaga O. "Polít ica Social Durante la Transición a la Democracia 1990-93" , 
Programa de Post-grado en Economía ILADES- Georgetown University, Santiago, 1994, pg. 7. 
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Por último, las personas que participaban en las redes de acción popular desplegaban un primer esbozo de lo 
que era su situación en la sociedad y su relación, ya con otros sectores   sociales, ya con las autoridades 
públicas, un primer estremecimiento ideológico que los empuja a dudar de la consistencia de los mensajes 
culturales que sirven a reproducir la dominación.  
 
3.3. Esta percepción de la práctica se complica cuando se incorpora la política social (o,quizás, los efectos 
sociales de las políticas). 
Es cierto que las políticas le aportan recursos a la organización popular que son importantes para la eficaz 
práctica de ésta : recursos materiales, financieros y técnicos que se pueden entender como favorables para la 
acción de los sectores carenciados; pero, al mismo tiempo, en la misma relación, las políticas acotan el campo 
(rayan la cancha) en el que se puede desplegar la práctica popular y, en consecuencia, encajonan los efectos 
socio-culturales que pueden desarrollar quienes se incluyen en esa práctica acotada. 
Si la política constriñe la práctica popular, si la ignora o si propone compromisos que no corresponden a las 
capacidades desarrolladas en experiencas anteriores por los grupos concretos a los que se dirige la política en 
cuestión, entonces esa política opera como disciplinadora, no sólo de las acciones que permite a los 
participantes y de sus efectos materiales, (que serán funcionales a las propuestas de la política) sino que van a 
fortalecer habilidades, rasgos culturales y formas organizativas que favorecen la reproducción de la 
subordinación. En cambio, si los políticos y técnicos se preocupan y aciertan en construir el diseño de las 
acciones públicas de modo que reconozcan, recojan, apoyen y fortalezcan las capacidades formadas en la 
práctica por quienes participan, entonces realmente, se puede potenciar y fortalecer, no sólo la eficacia material 
de la política participativa, sino la capacidad de decidir y de actuar de los grupos incorporados. 
De allí la ambiguedad, o la valencia contradictoria, de las políticas y de la participación, respecto del desarrollo 
de sujetos. No podemos afirmar ni que el disciplinamiento ni la liberación estén inscritos a fuego en la 
naturaleza de las políticas de gestión local con pretensiones de participación. 
Todo lo que he señalado me permite abordar la segunda parte de este documento, que es la que se refiere -de 
manera específica- a la participación (sustantiva) como base del esfuerzo de formación ciudadana. 
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4.  La  participación sustantiva como fuente de educación social. 
 


4.1. El eslabón que articula las reflexiones sobre participación sustantiva con los procesos intencionados de 
educación ciudadana, es el esfuerzo que ha venido desplegando la ciencia pedagógica en vistas a reformular 
las tareas de la educación más allá del sólo aprendizaje ritual de contenidos fijados en un programa oficial. 
 
4.1.1. La educadora ecuatoriana Rosa María Torres ha expresado (en alguna parte de sus escritos, que en 
este momento no tengo a la mano) que, tanto hemos hablado de “enseñanza-aprendizaje” (así, con un 
guioncito entre las dos) que hemos llegado a creer que se trata de una sola y misma situación: que basta que 
se de el acto de querer enseñar para que surja el aprendizaje como consecuencia necesaria. 
Sin embargo, continúa la autora, podemos recordar múltiples situaciones en que se da aprendizaje sin que 
aparezcan acciones de enseñanza. 
Así, yo aprendí a nadar sin que nadie me instruyera; en mar calma y con un piso seguro, después de algunos 
intentos frustrados, logré mantenerme a flote mientras movía pies y manos con cierta desesperación y muy 
poca elegancia. Más aún, un amigo de mi edad, que había recibido lecciones y que “teóricamente” conocía los 
movimientos correctos, cuando lo dejaron solo en la piscina, chapoteó de manera muy similar a como lo hacía 
yo, y sólo desde esa flotación básica -que nada tenía que ver con lo que le había mostrado su profesor- 
empezó a recuperar (muy lentamente) el estilo que le habían enseñado. 
También puedo recordar muchos casos en los que, a la inversa del anterior se da la ensañanza sin 
aprendizaje. 
Durante todo mi paso por la educación secundaria fui instruido, diligentemente, en muchas materias que nunca 
aprendí; sólo pude repetir un mínimo de esos contenidos lo suficiente para aprobar las evaluaciones, pero 
incluso eso lo olvidé al muy poco tiempo. Así me sucedió con la física, de la cual no recuerdo nada en absoluto. 
O sea que, en la experiencia de cada persona, existen múltiples situaciones de aprendizajes sin enseñanza y, 
a la inversa, de enseñanzas que no provocan aprendizaje. 
Los dos términos no son lo mismo ni están indisolublemente ligados. De allí que existe fundamento para 
proponer la pregunta pedagógica en torno a cómo se logra una enseñanza que produzca aprendizaje. 
La hipótesis con la que voy a trabajar es que la pedagogía, la acción educativa con intención y fundamento, 
debe buscar la articulación entre enzañanzas y las experiencias vitales del educando particular al cual esa 
enzeñanza se dirige. Los contenidos (abstractos) deben responder a preguntas que brotan desde la 
experiencia de los educandos y/o debe apuntar a perfeccionar los desempeños en esa experiencia. 
Ahora, voy a pasar a desarrollar la conceptualización que permite explicar y fundar esta hipótesis. 
 
4.1.2. En la Educación de Adultos se ha desarrollado una conceptualización que ayuda a ordenar la variedad 
de las distintas iniciativas de formación que recibe una misma persona. 
Existe la educación formal, que es aquella oficialmente organizada según tramos y programas, impartida por 
personal consagrado y que es conducente a títulos que se reconocen públicamente. Corresponde a la entrega 
que hace el sistema educativo oficial en las instituciones de enseñanza de distinto nivel. 
Otra es la educación no-formal, donde se incluye todo aquello que se imparte en el agregado variado de 
cursos de capacitación, formación, perfeccionamiento... cada uno con objetivos propios, específicos y no 
conectados entre sí, que no otorgan ni conducen a un reconocimiento oficial ni están destinados a que el 
educando avance en el sistema educativo. 
Distintos son los aprendizajes informales, que se caracterizan porque no son producto de ninguna iniciativa de 
enseñanza, sino que se adquieren a través de la interacción social, cotidiana (socialización) , así con la familia, 
los amigos, los medios de comunicación.46 
4.1.3. Estoy muy conciente de que muchos no están de acuerdo con esta división, que la consideran unilateral, 
poco profunda o parcial, pero mi intención aquí no es terciar en el debate sino establecer las bases para las 
afirmaciones que señalo a continuación, casi todas referidas no tanto a la distinción entre diversos géneros de 
aprendizaje, sino a la necesaria relación de ellos en una estrategia de formación. 
- Los aprendizajes informales se diferencian de los más formalizados por la manera como se adquieren, por 
el carácter menos sistemático del conocimiento que entrega y por el carácter particular de cada saber. La 
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46  El cr iter io de esta dist inción son las modalidades como se entrega- adquiere el aprendizaje. De 
hecho la dist inción se ensucia cuando se la busca referir  a contenidos (por un lado conocimientos, por 
otro habi l idades o detrezas y, por otro, valores y creencias) o a espacios educat ivos. La escuela, que 
aparece como sede de la educación formal, es ocasión de aprendizajes informales, no sólo en los 
recreos sino, por ejemplo, a través de las particulares relaciones (autoritar ias o más democrát icas) que 
se establece entre profesores y alumnos.  Recordemos películas clásicas al respecto como "Al maestro 
con cariño" o "La sociedad de los poetas muertos".  







UNIVERSIDAD ARCIS                           ____________       CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIALES  


distinción nada tiene que ver con que alguna modalidad rinda saberes más o menos verdaderos o con que los 
objetos de aprendizaje sean distintos.47 
 
- Las distintas modalidades no deberían considerarse como opciones excluyentes, sino como momentos 
diversos que se tendría que articular de forma que se fortalezcan y profundicen mutuamente. En el ejemplo 
recién citado de los vendedores de mercado, el problema parece surgir cuando quienes saben y manejan un 
determinado algoritmo para sumar y restar van a la escuela donde se desconoce ese aprendizaje para 
obligarlos a operar con otro algoritmo distinto; de allí resulta que “son malos para las matemáticas” y que 
desarrollan un horror a esas clases. 
- Las enseñanzas más abstractas, generales y conceptuales, se pueden traducir en aprendizajes sólidos y 
profundos en la medida en que los contenidos que esa enseñanza ofrece a los educandos, engarzan con los 
aprendizajes informales que los educandos ya poseen sobre esos mismos objetos a los que apunta la 
enseñanza y, desde allí, los profundiza, organiza, funda... 
Este es el principio central que organiza toda la renovación de la educación con adultos (en realidad, válido 
para toda educación) y que ha sido bien fundado por los autores del llamado “constructivismo post-piagetiano”. 
- Este proceso debe ser objeto de una estrategia pedagógica, distinta de la que ha dominado en la educación 
tradicional (pedagogía frontal). Esta se ha fundado en el supuesto de que el profesor, que sabe, debe enseñar 
a alumnos, que no saben, y que los alumnos han aprendido en la medida en que son capaces de repetir, con la 
mayor fidelidad posible, aquello que el profesor ha enseñado48 
 
4.2. Los aprendizajes informales juegan un papel básico para todo el proceso de formación , por lo que parece 
necesario analizar más su naturaleza y conformación. 
Los conocimientos informales (que la educación popular identifica como “saber popular”) se liga a la 
experiencia como fuente del aprendizaje. Una mujer sabe del cuidado de niños porque, -en un contexto que 
socialmente le asigna a las mujeres esa tarea- ella ha sido madre o hermana mayor y, por tanto, se ha 
ejercitado y perfeccionado en tales prácticas hasta hacerse hábil, hasta detectar porqué el niño llora, cómo se 
le puede calmar, qué se hace cuando está enfermo... 
El campesino sabe de tierras y de cultivos porque, a lo largo de varios ciclos de siembras y cosechas, ha 
constatado que hay productos que se dan mejor en ciertas condiciones y ha sistematizado que unos rinden 
mejor en años secos mientras otros, en años más lluviosos. 
Como señalé antes, los conocimientos informales, los que no son producto de procesos sistemáticos de 
enseñanza, están ligados a experiencias prácticas. 
Claro está, que esta mutación de experiencia en conocimiento significa una ruptura de continuidad que no se 
produce de manera mecánica, el saber no surge desde las vivencias así, naturalmente, como el vapor se 
desprende desde el agua que hierve. 
El aprendizaje informal es un producto complicado de un proceso que se empuja con intención y esfuerzo, 
donde hay que distinguir dos momentos, realmente distintos, que se dicen mutuamente pero no se relacionan 
de modo mecánico.  
- Uno es el rendimiento de la práctica en términos de preguntas acerca de esa experiencia. Es que la práctica 
no es cualquier vivencia, sino aquella a través de la cual el sujeto persigue una intención, y las preguntas le 
surgen al sujeto práctico en torno a cuáles son las circunstancias que permiten que esa intención se cumpla y 
que, cuando no están o cuando su presencia es débil, inclinan a que la práctica no llegue a producir la 
intención. Otro es la búsqueda, más o menos espontánea, de respuestas a esas preguntas que brotan desde la 
práctica. 
- La madre primeriza quiere calmar a su hijo, pero parece que, tal como ella lo hace, sus acciones inquietarán 
aún más al niño. Entonces recurre a la tradición, pregunta a su propia madre, o a una vecina más 
experimentada, u observa como lo hacen otras mujeres; luego lo intenta nuevamente buscando repetir lo que le 
indicaron , cambia sus movimientos hasta que acierta con una forma que calma al niño y que ella repite una y 
otra vez. 
Debe quedar claro que son dos momentos que se requieren mutuamente: la práctica que duda y la 
incorporación de la tradición. Porque, entiendo que en el aprendizaje informal sí existe un momento de 
enseñanza, aunque esa instrucción no sea sistemática. 


                                                           
47  Los colombianos (especialmente Germán Mariño, de Acción Educativa en Bogotá) han real izado 
investigaciones muy hermosas acerca de como operan aritméticamente los vendedores de mercado, 
quienes, sin haber pasado nunca por clases sistemáticas de matemática básica,  pueden recibir,  
incluso moneda extranjera, sin equivocarse en las conversiones, las rebajas ni los vueltos. Se trata del 
mismo objeto, con igual grado de verdad, pero de un saber adquir ido de manera informal que procede 
según un algoritmo dist into del que se enseña oficialmente. 
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48  Aquí se ubica la propuesta del pr imer Paulo Freire y su crít ica a lo que él denominó "educación 
bancaria". 
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Por eso es que los aprendizajes informales se pueden perfeccionar, continua y permanentemente, a través de 
enseñanzas más formalizadas que organicen las respuestas de la tradición, que corrijan errores, que funden 
esas prácticas, que las relacionen con un sistema de conocimientos.49 
Por eso, también, es que las preguntas que surgen desde la experiencia pueden ser recogidas por respuestas 
desde distintas formas de comprensión de la realidad para construir el saber: el saber  popular puede 
organizarse con elementos de la tradición, de los discursos míticos o religiosos, de las ideologías, de las 
propuestas políticas, de la ciencia... de allí que la formación es un campo de disputa. 
Además, me interesa explicitar y subrayar algo que está contenido en todo lo anterior. En la medida en que las 
experiencias articulan concepciones y prácticas, resulta que “formación” debe entenderse como mucho más 
que el sólo proceso de perfeccionamiento intelectual; se refiere a la persona total, a sus concepciones tanto 
como a sus vivencias y a sus proyectos. 
Todo confluye hacia reforzar la tesis central que ha señalado y comentado antes, cual es que las personas se 
constituyen a sí mismas como sujetos en la medida en que construyen el mundo en que viven, la que da 
cuenta de una solidaridad básica entre dar sentido a la realidad y desarrollarse como seres humanos. 
 
4.3. La formación de la responsabilidad social activa. 
Los principios que he presentado en los sub puntos anteriores (4.1. y 4.2) son generales: indican lineamientos 
gruesos que son válidos para diversos procesos de formación  
De allí la importancia de la pregunta respecto de cómo se especifican esos principios para el caso particular de 
las tareas de educación ciudadana.  
Estoy aludiendo aquí al ciudadano no sólo como el sujeto de derechos que, tradicionalmente, han sido 
garantizados por la constitución (derecho a elegir autoridades,derecho de reunión, a la libertad de opinión, a 
movimiento dentro del territorio nacional... derecho a exigir estos derechos), sino que apunto a un sujeto 
deseable que, fundado en la fuerza de tales derechos, ejerce acción y responsabilidad en aquello que se 
refiere a la producción y reproducción de la convivencia social y de aquellas condiciones que posibilitan tales 
procesos. 
De allí que la pregunta que atraviesa a este punto es ¿cómo se educa los conocimientos-actitudes-
capacidades que requiere ese desempeño ciudadano?. 
 
4.3.1. Afirmado en los antecedentes en torno a la “acción social” que presenté en los puntos anteriores, ahora 
voy a postular que las acciones colectivas constituyen las experiencias básicas en las que el sujeto se vive y se 
reconoce como incorporado en relaciones con personas-sociedad-Estado, desde donde brotan las preguntas 
más elementales sobre esa su condición social (preguntas del siguiente tipo ¿es bueno juntarme con otros para 
mejorar mi “mundo de vida”? o ¿es mejor no meterse con nadie y evitarse problemas?, o ¿quiénes son “los 
míos” a quiénes puedo recurrir en caso de necesidad? o ¿cuál es la manera más conveniente de moverse para 
conseguir algún beneficio con el Municipio?). 
Como señalé en los principios generales sobre el aprendizaje, esas preguntas elementales recogen, muy 
espontáneamente, respuestas desde las distintas instancias de socialización cotidiana del sujeto que las 
levanta (la familia, los medios de comunicación, la religión, los amigos...) según la legitimidad que éste está 
dispuesto a concederle a cada instancia y en la medida en que tales respuestas le resultan adecuadas según el 
grado de complejidad que la experiencia básica les imprime a las preguntas. 
Estoy aludiendo a los “aprendizajes informales” sobre lo político y lo social que maneja cada grupo histórico y 
concretamente situado. 
Como han señalado distintos autores (Gramsci) se trata de un acervo de saberes constituido por respuestas 
“ad hoc”, donde se agrega conocimientos y opiniones que provienen de fuentes diversas, que pueden ser 
contradictorias entre sí y que no llega a estructurar una organización del conocimiento. 
Así, cada individuo (y cada grupo) es portador de un sentido común o saber, más o menos compartido, al que 
recurre para orientarse en, y darle sentido a, el conjunto de cuestiones diarias que enfrenta en su cotidiano. 
 
4.3.2. Los grupos populares son segmentos y subordinados en sociedades estructuradas según poder y 
dominación. Es muy posible que el saber popular se construya en base a respuestas y a prácticas que 
encaminan a estos grupos a la reproducción, más o menos digna, de su condición subordinada. 
Es también posible que la “participación” confirme y remache esta situación, ya que, si el desarrollo de los 
sujetos está ligado a la profundización de las acciones colectivas que ellos impulsan, la participación (funcional) 
opera fijándole límites a la acción posible de los participantes, la encauza dentro de cierto campo acotado y 
conveniente para la autoridad que deja participar y, así, frena las posibilidades de desarrollo personal y político 
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49  Que una mujer "sepa" cuidar niños , no quiere decir  que sabe todo . Un pediatra puede enseñar 
mucho a las madres, incluso a las experimentadas, acerca de como mejorar la al imentación de sus 
niños, o como tratar una enfermedad. Lo que no debe hacer un pediatra sabio (no sólo erudito) es 
actuar como si las madres no supieran nada ; más bien t iene que reconocer y recoger que el las, 
cont inuamente , toman iniciat ivas no arbitrarias respecto de la salud de los hijos. 







UNIVERSIDAD ARCIS                           ____________       CENTRO DE INVESTIGACIONES SOCIALES  


de esos participantes. Participar en la localidad significa, en el mejor de los casos, decidir respecto de 
cuestiones particulares; puede comportar la satisfacción de las necesidades de identidad y compromiso pero a 
costa de una fuerte despolitización ya que deja las tareas de la “polis” confiadas a otros que tendrían la 
capacidad y la vocación para eso.50 
Así planteada, la participación no constituye base para educar hacia más y mejor ciudadanía. 
Pero, por otra parte, también está abierta la posibilidad  que la participación en las políticas locales prepare y 
encamine a las personas participantes para que accedan a situaciones de mayor responsabilidad ciudadana. 
En este caso se requiere que se desate y se sostenga una dinámica de mutuo reforzamiento, una dialéctica 
positiva, entre posibilidades crecientes de participación (acciones sociales más amplias y completas) y una 
reflexión de profundidad progresiva que enganche con las nuevas preguntas que surgen desde esas nuevas 
acciones. 
Una estrategia de educación ciudadana es un marco que empuja y organiza acciones en el sentido de facilitar 
e impulsar esa dinámica sostenida de acción-reflexión; en el corazón de tal estrategia se ubica la participación, 
entendida y encarada según los rasgos que le he asignado a la “participación sustantiva”. 
 
4.4. La estrategia de educación ciudadana debe partir por desmontar la autosuficiencia del saber popular en 
condiciones de subordinación. Tiene que romper el círculo tranquilo, de reproducción, entre acciones 
funcionales y una reflexión que justifica tales acciones. 
Para una mirada estrictamente lógica, esta adecuación podría quebrarse por cualquiera de los dos lados: ya 
sea que los sujetos se incorporen a prácticas nuevas y distintas que los encaminen hacia preguntas que 
sobrepasen a las respuestas de la tradición y la ideología dominantes; o ya sea que en algo así como un 
debate de ideas se incorporen conceptos más ricos, más articulados, que inclinen hacia acciones nuevas. Esto 
en estricta lógica, porque la experiencia parece indicar que el segundo camino es muy excepcional, más bien 
los sujetos avanzan en ciudadanía cuando se incorporan y comprometen en experiencias innovativas, donde 
se proponen preguntas novedosas respecto de las relaciones e interacciones con los otros, con la sociedad y 
con el Estado, preguntas para las que no encuentran respuestas satisfactorias en el arsenal del sentido común 
que manejan hasta entonces y, así, quedan dispuestos para “capacitación”, dispuestos y sensibles a atender y 
entender reflexiones que parezcan responder a esas inquietudes inéditas que han brotado desde el nuevo 
compromiso. 
Un ejemplo. Cualquier discusión participativa de presupuesto municipal choca con el problema de los diversos 
sectores o barrios compitiendo, cada uno para conseguir para sí una porción importante de recursos que, 
porque son limitados y escasos, significa restar de lo que podría corresponder a otros. Es expresión de una 
tendencia, todavía muy individualista, a reconocerse en los “míos”, en los que son similares a mí, y a rechazar 
a los “otros”, a desconocer la diferencia: los otros sólo se reconocen como objeto de compromiso en la medida 
en que esos otros se parecen a mí, una concepción que se asocia a una práctica colectiva todavía muy 
elemental, todavía muy corporativa. 
Esto lo encontró Marta Harnecker en Porto Alegre, la informante lo expresa así: 


 
“Comenzamos a tomar contacto con los líderes de los consejos comunitarios, asociaciones de pobladores, 
y los invitamos a participar en una reunión para discutir el presupuesto municipal... era natural,al comienzo, 
que cada representante tratara de conseguir inversiones para su región, pero nosotros nos esforzamos por 
trabajar con la perspectiva de la ciudad.”    
 


Lo que hicieron, acertadamente, los funcionarios, fue facilitar y promover en la práctica de los dirigentes locales 
aquellas dimensiones que permitieron aprender esa enseñanza e incorporarla como una ampliación 
enriquecedora de su propio saber: 
 


“Para lograr ese objetivo, decidimos meter en un ómnibus a todos los representantes y fuimos a visitar la 
ciudad. Fue una experiencia muy interesante. Hay muchos pobladores que no conocen la ciudad, sólo se 
movilizan de la casa al trabajo y del trabajo a la casa y eso conlleva que su actuación dentro de las plenarias 
estuviese desprovista de una visión macro de la ciudad. Luego de haberla recorrido y haber constatado las 
necesidades de cada zona algunos llegaron a decir: yo estoy pidiendo; pero ése necesita mucho más.” 51 


 
Es en este sentido que se dice que la acción educa, que quienes se comprometen en la acción a la vez 
aprenden y quedan dispuestos para aprender. Un proyecto o una política que abre espacios de “oportunidad de 
participar” tiene más posibilidades de resultar, de lograr compromisos mayores e impulsar el crecimiento de las 
personas y organizaciones, allí donde los convocados han formado su “capacidad de participar” en 
experiencias anteriores de acción. 


                                                           
50  Tomás Moulian denomina a esto "ciudadanía de week-end". 
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51  Harnecker M. op. cit .  p 204-205. 
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Consideremos la siguente experiencia (real). El mismo proyecto se ofrece a dos sectores distintos de un mismo 
barrio, en uno de esos sectores la gente se compromete y el proyecto resulta exitoso, en el otro los vecinos no 
se incorporan al esfuerzo. Se trata de uno de esos extraños casos en que la realidad nos ofrece algo que se 
parece mucho a un “modelo experimental”. 
Ante tal situación, un dirigente del segundo sector se preguntaba por cual podía ser el factor que marcaba la 
diferencia entre uno y otro caso y, siguiendo los prejuicios dominantes, tendía a adjudicarla a la indolencia y 
desinterés (natural) de sus vecinos, sin percatarse que él mismo da una respuesta más explicativa y profunda 
cuando anota, al pasar, de que el otro sector es producto de una “acción” que ha educado esas actitudes en 
esos vecinos. 
 


“...distinto es el caso del otro proyecto, de “El Tranque”, porque yo iba para allá a las 11 de la noche y veía a 
ocho o nueve personas trabajando, incluso a la una de la mañana. En cambio yo trabajé solo. Yo no 
entiendo porqué en este sector, que está junto a “El Tranque” y los beneficiarios no son distintos ... es 
curioso . Porque ellos vienen de una toma (invasión de terrenos) en los años 60, nosotros venimos de 
distintos lugares eso sí que no venimos de una toma, porque llegamos en el año 57 cuando los sitios ya 
estaban parcelados” (las negritas son mías D.P.) 52 


. 
Es que la “toma”, una acción altamente intencionada -porque es altamente peligrosa ante la posibilidad de 
represión- y profundamente colectiva, marca a fuego las actitudes y las habilidades de quienes se incorporan 
en esa experiencia y los dispone para asumir otras iniciativas con participación. 
Consideremos lo que al respecto le testimonia, a los mismos tesistas, una vecina del sector “El Tranque” que 
pasó por la experiencia de la toma y que, hoy, se alegra que les ofrezcan la posibilidad de un proyecto 
participativo: 
 


“Es la hermandad que nos ayudó a luchar , primero para lograr nuestras casas, luego para soportar la 
represión y hoy volvió a renacer esa hermandad en las familias que aún vivimos aquí... imagínese que yo, 
soy hija de paco y en mi casa nunca se habló de política, menos de tomas de terreno... ,pero yo me casé 
con una persona humilde, un trabajador de la construcción, y fue él quién me llevó a eso y a mi me gustó, 
me enganché en eso. Yo, en ese momento, conocí el hambre, el frío, el compartir con la gente, conviví con 
familias de obreros, con gente que sufre las necesidades más básicas...” 53 


 


                                                           
52  Báez F. y C. Canales "Inversión Social Terr itor ial  y Programas de Apoyo a Localidades Pobres" ,  
( tesis de grado) Escuela de Sociología, Universidad ARCIS, Santiago. 1997. p.110. 
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53  Op. cit .  p.137. 
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5. Conclusiones y temas pendientes. 
 


El tema de la participación aparece asociado a otros campos que son hoy objeto de debate conceptual en las 
ciencias sociales (¿cómo se articula la acción y la responsabilidad de los sujetos con las condiciones y 
circunstancias en las que éstos actúan? ¿cómo se costruye interacción entre actores ubicados en posiciones 
diferentes? ¿cuál es el sentido y la fuerza de lo local en sociedades sometidas a procesos acelerados de 
globalización? ¿cómo se define lo local? ¿cómo debemos entender lo popular? ...). 
En estas condiciones focalizar sobre el tema de la participación permite avanzar propuestas de respuesta 
sobre algunos aspectos precisos, pero, al mismo tiempo, abre preguntas que no he intentado abordar aquí. 
Hay algunas cuestiones conexas con los análisis de los procesos de participación local y de educación 
ciudadana que, si bien constituyen antecedentes importantes para éstos mis temas, ya que fundan y justifican 
los significados de lo que aquí toco, ya han sido objeto de otros trabajos y no tiene tanto sentido el volver a 
repetirlas aquí. Así con la discusión en torno al sentido del desarrollo (en tanto distinto del simple crecimiento 
económico) o la disputa conceptual en torno al desarrollo local. 
 
5.1. El postulado central que ha organizado esta reflexión dice que el “saber popular” (aprendizajes informales 
productos de acciones sociales) es el punto posible de apoyo para el despliegue de las prácticas y de la 
conciencia crítica, pero, al mismo tiempo, he afirmado que se trata de un núcleo germinal que necesita 
desarrollarse a través de un proceso de apoyo y educación. 
En este último sentido, la tesis en la que me apoyo difiere con las afirmaciones de cierta “educación popular” 
durante los años 80 que valoraba el saber popular como un conocimiento completo y no contaminado, que no 
requería y que desconfiaba de toda intromisión desde el ámbito más intelectualizado o científico. 
La “participación”, entendida en los términos que aquí he calificado como “sustantiva”, sería el método para 
ejercer ese apoyo necesario a través del cual el saber y la iniciativa responsable de la gente común se puede 
desarrollar, desde la vida cotidiana, hacia los niveles del conjunto de la sociedad. 
Es a este crecimiento de la acción responsable, y no sólo a la mejora cualitativa de algunas dimensiones de 
“calidad de vida”, lo que tenemos que entender por “desarrollo social” o desarrollo ciudadano. 
 
5.2. Ya señalé en el cuerpo de estos apuntes, que las políticas de gestión local -en un mismo y único esfuerzo- 
generan dos tipos de efectos: uno son los efectos materiales, producto de la racionalidad técnica de la política; 
otro son los efectos socio-culturales que dicen a las personas que se incorporan ( en tanto sujetos o como 
beneficiarios) en la política. 
Esta potencialidad dual de la acción pública ha llevado a que, en unos casos se considere, valore y evalúe la 
política mucho más como una acción técnica y que, en otros, se analice esta iniciativa en tanto ocasión de 
creación o fortalecimiento de la organización, pero ambas miradas por separado y como vertientes alternativas 
del análisis. 
Aquí, la revisión de distintas situaciones nos permite postular que las dos dimensiones de efectos, la material y 
la socio-cultural, siempre se dan y, lo que es más, ambas se influyen mutuamente: el fracaso material de una 
política debe dificultar el compromiso, el entusiasmo y la responsabilización de la gente, por el otro lado y como 
se ha señalado tantas veces, las diversas formas de participación popular en los diversos momentos de la 
gestación-desarrollo-evaluación de una acción pública, marca los resultados materiales que puede lograr esa 
acción. 
En una política que impulse adecuadamente la participación sustantiva, el aporte de los recursos públicos es, 
básicamente, en la línea de reforzar la eficacia de la acción de los sujetos populares. 
La forma como presenté las distintas formas de “participación” podría inclinar a una lectura en términos de 
“tipología”, cada categoría se entendería como un tipo, distinto y alternativo de los otros. 
Pero no es estrictamente así, la “participación sustantiva” es una forma superior, que incluye y sobrepasa, pero 
no rechaza, cierta funcionalidad de la participación respecto de la eficacia y eficiencia de las políticas en las 
que se participa. Es cierto que hay situaciones en que la dialéctica se rompe, en que el afán de la funcionalidad 
anula la oportunidad de desarrollo social, pero es cuando la operacionalización participativa está inspirada y 
marcada, solamente, por el afán de incrementar la eficacia y eficiencia de la política participativa lo cual cierra a 
una metodología, más rica y completa. 
Un campo que merece mucha más investigación en el futuro apunta a precisar mejor los límites fuera de los 
cuales se rompe la dialéctica entre eficacia material y desarrollo social ¿en qué circunstancias la participación 
provoca ineficiencia y genera desorden?. 
 
5.3. Ya señalé que la participación sustantiva, que es aquella que empuja el desarrollo de los sujetos sociales y 
funda la educación ciudadana, sólo se puede intentar en aquellos contextos comunales en los que, por una 
parte las autoridades locales , sus aparatos y , las organizaciones y redes vecinales por otra, coinciden en los 
propósitos generales y pueden llegar a acordar en cuanto a los procedimientos para perseguir tales objetivos. 
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Las campañas electorales podrían entenderse como la ocasión en la que se explicitan y establecen estas 
bases de acuerdo entre los diversos actores de acción participativa, sin embargo, sabemos que , muchas 
veces, no es así: las presentaciones programáticas son demasiado ideológicas o generales, o estrechamente 
polémicas; la conciencia cívica es estrecha e inmediatista en exceso. De allí que conviene que las partes 
expliciten los términos del acuerdo con el que se va trabajar durante un período.54  
Pero existen otras situaciones, por ejemplo, en aquellos casos en los que el modelo de buena gestión local se 
personaliza en la imagen del “alcalde gerente”, donde la preocupación de las autoridades se centra sobre la 
solución de problemas y sobre el afiatamiento del equipo técnico-funcionario para lograr la maximización de 
recursos en vista a ese propósito y, más aún, las autoridades son elegidas según esa promesa. Allí los grupos 
que pueden aspirar a ampliar el espacio de participación sólo deben seguir el camino de la presión, que 
recomendaba Pedro Demo. 
Este reconocimiento restringe mucho las situaciones en las que se puede intentar formas de “participación 
sustantiva”, sin embargo, precisamente lo que me interesa abordar aquí es esa especificidad que podría 
marcar la gestión en municipios (¿de izquierda? ¿progresistas? ... ¿cómo se dirá hoy día?) donde la aspiración 
por realizar un buen gobierno local no se llena con la imagen sola del “alcalde-gerente”. 
 
5.4. Debe resultar evidente que la educación de la participación, en tanto proceso teórico práctico, es un “arte”, 
que acepta poco las recetas ya que cada caso es concreto y , por eso, en cierto grado, es único. 
Es que , si bien las políticas se presentan como propuestas más o menos generales, éstas se deben articular 
con las “capacidades de participar “ que, en cada caso, son fruto de la experiencia particular de cada grupo, 
con los conocimientos y destrezas ,incluso con las sensibilidades de cada equipo funcionario, con los rasgos 
propios (positivos y negativos) de los dirigentes. Son una multitud de dados que deben ser incorporados, en 
relación a los cuales la única variable sobre la cual existe algún manejo real de parte de los promotores de la 
participación, es la traducción del diseño de gestión local en términos de “oportunidades de participar” que 
resulten adecuadas. De allí que, en muchos momentos, la presentación de este documento resulte muy 
abstracta y general; sin embargo, por todas las razones que señalé en los primeros dos capítulos, entiendo que 
se trata de una reflexión necesaria y útil, si bien queda pendiente el esfuerzo por leer distintas situaciones y 
procesos prácticos a la luz de esta conceptualización. 


                                                           
54 Resulta interesante que la Municipal idad de Conchalí ,  antes de impulsar el proceso por el cual se 
iba a diseñar el Plan de Desarrol lo Comunal, propuso a los diversos sectores vecinales una consulta en 
torno al carácter que el los deseaban para la comuna durante los próximos años (¿más bien industr ial? 
¿más bien residencial?.. .) lo cual empujó una discusión muy amplia -y educat iva- entre los vecinos.  
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Argentina: Nacionalismo, Migración e Identidad 
 


Por Mda. Maria Eugenia Cruset 
 
 
La política nacional y las relaciones internacionales suelen estar más 


interrelacionadas de lo que habitualmente se piensa. Y, aunque este hecho se trata de 
tener en cuenta cada vez más, la naturaleza de esta relación no ha sido estudiada 
significativamente por la teoría. Es inútil debatir si la política nacional determina las 
relaciones internacionales o viceversa. La respuesta sería :"las dos influyen a veces". 
Lo que interesa analizar es el cómo y el cuando. 


James Rosenau fue uno de los primeros en llamar la atención sobre este 
fenómeno. Haas, en particular, estudió el impacto de los partidos políticos y los grupos 
de presión en el proceso de integración europea. Joseph Nye y Robert Keohane se 
centraron en la interdependencia y el trasnacionalismo haciendo que los factores 
nacionales se fueran diluyendo.La escuela de "política burocrática" inicia un nuevo 
enfoque al decir que los intereses burocráticos tienen importancia a la hora de delinear 
políticas exteriores. Sin embargo, hasta alli llegó su aporte. 


 
Los trabajos más actuales se centran en factores estructurales como el estado. 


En este sentido son muy importantes los trabajos de Peter Katzenstein y Stephen 
Krasner. Este último, en particular, captó la esencia del problema: las estratégias de 
política económica exterior tienen que cuadrar con la política económica internacional. 
El hacerlo,- manejando las presiones internas y externas-, es función de la 
administración del gobierno (Estado).  


Una explicación adecuada de los determinantes nacionales en la política exterior 
debe poner el énfasis en la variable política: partidos políticos, clases sociales, grupos 
de presión (económicos y no económicos), etc.  


 
Es el Estado,- entendido como la administración del mismo-, el que logra 


construir su política nacional e internacional a partir de la mediación entre intereses. A 
su vez, el Estado como tal, no es un ente monolítico. Dentro del mismo existen 
diferentes ópticas, enfoques y estrategias. Por esto,: " El Estado no sirve como base 
para construir una teoría sobre la interacción entre la política nacional e 
internacional".1


 
En síntesis, es necesario ir más allá de la mera observación de la relación entre 


los asuntos nacionales e internacionales. Tampoco sirve hacer una lista de ejemplos 
que enumeren esa influencia. Es necesario ir más allá y encontrar una teoría que 
inetgren ambas esferas. Una posibilidad es utilizar la "teoría del comportamiento" de 
las negociaciones sociales enunciada por Richard E. Walton y Robert B. Mc Kersie. 


 
La política de muchas negociaciones internacionales puede estudiarse 


exitosamente como un juego de doble nivel. En el nivel nacional, los grupos presionan 
al gobierno para obtener sus objetivos y el estado busca tener la mayor libertad de 
maniobras posible logrando coaliciones entre ellos. En el nivel internacional, los 
gobiernos intentan la mayor libertad de acción posible capaz de obtener beneficios que 
satisfagan a los sectores internos y minimicen las circunstancias exteriores adversas. 
Los miembros de la administración no pueden ignorar ninguno de los dos niveles. 


 


                                                           
1 PUTNAM, Robert D. Diplomacia y Política Nacional: La lógica de los juegos de doble nivel. 
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Para ver como funciona la teoría supongamos la existencia de un único líder o 
"negociador principal", que representa los intereses de un grupo,- puede ser de 
carácter étnico, económico,etc-, dentro del marco de un modelo democrático de 
gobierno. Supongamos que esta persona no tiene preferencias distintas a las del grupo 
y que sólo intenta representarlo tratando de alcanzar el mejor acuerdo posible. 


 
Desde un punto de vista analítico, conviene descomponer el proceso en dos 


fases: 
1. la negociación entre los actores que lleva a un acuerdo provisional (nivel 


1). 
2. la discusión por separado en  ambos grupos para decidir si el acuerdo se 


acepta (ratifica) o no (nivel 2). 
 
El hecho de que deba existir una ratificación en el nivel 2 de lo conversado en el 


nivel 1 crea un vínculo teórico entre los dos niveles.2   
 
La credibilidad y la capacidad de cerrar tratos en el nivel 1 crece a medida que 


crece su capacidad para lograr la ratificación del mismo en el nivel 2. 
 
Cualquier teoría de la negociación internacional de doble nivel debe tener en 


cuenta la una teoría de la política nacional y las preferencias de los principales actores 
del nivel 2. 


Qué ocurre cuando la negociación es entre estados- nación soberanos? 
La predisposición para apoyar acuerdos internacionales es probablemente 


mayor en países pequeños y dependientes. Cuanto más autosuficiente sea un país 
tenderá a llegar a menos acuerdos internacionales ya que el beneficio de los mismos 
para sus ciudadanos es poco. 


 
Agreguemos ahora a la negociación una nueva variable: la percepción (el 


“imaginario”) que el negociador tiene de sus propias capacidades y posibilidades. Los 
estudios realizados en el campo de la psicología social y política han mostrado que las 
creencias son un factor que configura la conducta. 


 
En el campo de la política exterior las creencias influyen en la conducta externa 


de los estados porque influyen en sus percepciones y diagnósticos de la realidad y 
estos determinan las acciones a seguir.  


Siguiendo a George3 las creencias de los líderes políticos pueden dividirse en 
creencias “filosóficas” o “instrumentales”. Las primeras tienen un carácter más 
ideológico, si se quiere, tienen que ver con las concepciones políticas, las relaciones 
internacionales, etc. Las segundas se relacionan con los medios y fines, la práxis. 


 
Tanto en el plano de la negociación en sí, como en el de la ratificación, el 


“imaginario nacional” es fundamental. Por eso, es muy importante para el análisis 
conocerlo. Saber que  visión de las posibilidades de un país tienen los protagonistas de 
una negociación,- tanto internos como externos-, permite comprender el proceso 
mismo de la negociación y los resultados a los que se llega. 


                                                           
2 Putnam utiliza el término "ratificación" en un sentido amplio como el modo formal o informal que tiene el 
nivel 2 de aceptar lo discutido en el nivel 1. 
PUTNAM, Robert, Op. Cit. 
3  GEROGE, L. Alexander. The Operacional Code, International Studies Quartely, volumen 13, Number 2, 
june 1969,p. 201. En: RUSELL, Roberto. Sistema de creencias y política exterior argentina: 1976-1989. 
Argentina, FLACSO, julio 1996. 
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Dentro de las creencias “filosóficas” nos gustaría introducir al nacionalismo. No 


como un partido político coyuntural sino como una concepción ideológica estructural a 
la nación. Como una vía de formación del “ser nacional”, de la identidad y del 
imaginario de esa identidad.    


 
El Nacionalismo como tema de estudio es relativamente reciente. Surge como 


objeto en el período de entre guerras y se afirma en la segunda post-guerra. Los 
tristes episodios  ocurridos en los Balcanes en la década de 1990 dieron un impulso 
nuevo a estos estudios. Lo sucedido entonces debía ser explicado y esa explicación 
debía provenir del estudio del problema nacional. 


 
La mayor dificultad que tiene el nacionalismo es la de definir que es una nación. 


Qué hace que un grupo de personas se diferencie de otras hasta el punto de formar 
una comunidad distinta. Es evidente que a la hora de buscar esta diferenciación 
elementos como la lengua, la religión, el origen étnico, la historia en común son 
variables determinantes. No es un elemento sólo lo que marca la diferencia es, más 
bien, la combinación original que cada pueblo realiza entre ellos.  


 
Hosbawn en la introducción a su libro Naciones y Nacionalismo desde 1780, 


plantea de forma muy gráfica y, hay que decirlo también, con una buena dosis de fino 
humor inglés, las enormes dificultades que existen para descubrir la esencia de las 
nacionalidades. 


 
 


“ Supongamos que un día, después de una guerra nuclear, un historiador 
intergaláctico aterriza en un planeta muerto con el propósito de  investigar la 
causa de la lejana y pequeña catástrofe que han registrado los sensores de su 
galaxia... Nuestro observador, después de estudiar un poco, sacará la 
conclusión de que los últimos dos siglos de historia humana del planeta Tierra 
son incomprensibles si no se entiende un poco el término “nación”... Este 
término parece expresar algo importante en los asuntos humanos. Pero, 
¿exactamente qué?. Ahí radica el misterio.”4


 
  
Teniendo en mente esta gran dificultad debemos seguir avanzando para tratar 


de comprender como es que se forman esas naciones. Es decir, dejamos paso al tema 
sobre la esencia de una nación para avanzar hacia el modo de su formación. Nosotros 
creemos que existen dos grandes vías las cuales se pueden dar en estado puro pero 
también en diferentes combinaciones: 


 
Por un lado está lo que algunos autores llaman el “nacionalismo genealógico”5 y 


que nosotros llamamos “nacionalismo romántico”. Es el concepto surgido a partir de 
este movimiento filosófico-cultural en Europa en la década de 1830. Para estos 
intelectuales la vuelta a los sentimientos, a las raíces más puras del ser nacional. La 
esencia del Romanticismo era la exaltación de los instintos y emociones en oposición al 
racionalismo exagerado de la Ilustración. Incluía otros elementos como el amor a la 
naturaleza, la informalidad, el amor sentimental. En Alemania el fenómeno se 
transforma en el Idealismo Romántico de filósofos como Hegel y Kant y presentó el 
contexto ideológico para las reivindicaciones nacionales. 


                                                           
4 HOBSBAWM, ERIC. Naciones  y Nacionalismo desde 1780. Barcelona, Ed. Crítica, 1995. Pag.9. 
5 PALTI, Elías. La nación como problema. Argentina, Fondo de Cultura Económica, 2002. 
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El Idealismo Romántico debe su nombre a la combinación de la teoría romántica 


con la concepción idealista del universo. Creían que el hombre carece de importancia si 
no forma parte de un grupo social. Por lo tanto, se debía procurar el bien del grupo 
primero y así el individuo podrá alcanzar también beneficios. La sociedad y el estado 
son organismos sociales, producto de la evolución natural. Surge de la idea  
herderiana de Volksgeist o “espíritu del pueblo”. Concibe a la nación como una entidad 
objetiva independiente de la voluntad de sus miembros.  


 
Por el otro lado tenemos el “nacionalismo civilista” o “nacionalismo jacobino”  


Este concepto correspondería a la Ilustración y tendría un carácter artificial basado en 
un vínculo contractual. Según este concepto todos los nacionales de un país son 
ciudadanos. La ciudadanía iguala y unifica. Todos son iguales ante la ley sin importar 
su procedencia, lengua materna o religión. El estado se compromete a tratar a todos 
por igual: les brinda un sistema educativo en la lengua nacional (por lo general es un 
sistema escolar obligatorio en los primeros años), separa la Iglesia del Estado y tiende 
a ser laico.  


 
Por un lado vemos un nacionalismo “de abajo”, es el pueblo que toma 


conciencia de su ser nacional y reclama- con éxito a veces-, su estado nacional. Son 
naciones sin estado que buscan un sitio, generalmente el pedido es sobre la tierra de 
sus ancestros, donde poder desarrollar sus originalidades religiosas, lingüísticas, etc. 
Por el otro lado tenemos  los “estados sin nación”, donde el movimiento es de arriba 
hacia abajo. El Estado cumple la función de unificar e igualar. Generalmente se ve en 
los estados plurinacionales como el francés,  o en aquellos de reciente creación en 
“territorios vacíos”6, con una importante inmigración como es el caso de Argentina. 


 
IDENTIDAD NACIONAL. 
 


La República Argentina es reconocida como un país de inmigración. Términos 
como “Crisol de razas”, “pluralismo cultural”, son parte del acerbo  de los argentinos. 
Todos, sobre todo los habitantes de las zonas pampeanas y del litoral, pueden reclamar 
uno, o más de un, ascendiente no nativo. Pero además, a diferencia de lo que ocurrió 
en otros países con tradición de fuerte inmigración, las colectividades tendieron a 
mezclarse y “emparentarse” a lo largo de las generaciones. Por eso no es secundario el 
tema de la inmigración en la identidad de la nación. Por el contrario es un tema 
medular. Por esto es que es necesario evaluar, aunque sea tangencialmente, el papel 
que jugó el Estado en este proceso. 


 
Otra característica básica de Argentina es la enorme extensión de tierra. Para la 


primera década de 1850 la inmensa mayoría del territorio era desierto. Esto es, tierra 
deshabitada, desconocida y con el peligro potencial del aborigen. Esa enorme 
extensión improductiva pertenecía al Estado. El poblar esa zona  e incluirla en el 
sistema productivo se volvió una cuestión estratégica esencial.  


 
Para 1853, fecha en la cual comienza el período de organización constitucional, 


este problema, - más su corolario lógico la necesidad de fomentar la inmigración 
extranjera-, se impone sobre otras consideraciones jurídicas. Esto fue así hasta tal 


                                                           
6 Entendemos que este concepto es inexacto y poco feliz. Sin embargo, lo aplicamos con un sentido didáctico 
para representar una situación geográfica-histórica característica del cono sur de América y que no pretende 
en lo más mínimo menospreciar la existencia de pueblos pre-existentes con culturas rícas y originales. 
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punto que Alberdi en su libro: “Bases y puntos de partida  para la organización política  
de la República Argentina” reconoce que es imposible poner al país en el camino del 
progreso material y cultural sin la participación de inmigrantes europeos.. Para este fin 
era necesario cambiar la legislación heredada  de España y continuada por la 
Revolución de Mayo, que era abiertamente contraria a este propósito. Esto se alcanza 
con la nueva Constitución la cual otorga los mismo deberes y derechos a los 
ciudadanos que a  todos aquellos que habitaran el país.  


Para mediados del siglo XIX se visualiza en Europa: que la población había 
crecido enormemente.  La falta de trabajo, la crisis agraria, las persecuciones de tipo 
religioso o político, hicieron que esas personas buscaran nuevos horizontes en países 
con condiciones económicas mejores.  


Para mediados del siglo XIX se visualiza en Europa: que la población había 
crecido enormemente.  La falta de trabajo, la crisis agraria, las persecuciones de tipo 
religioso o político, hicieron que esas personas buscaran nuevos horizontes en países 
con condiciones económicas mejores.  


Entre 1880-1890 llegaron al país 1.000.000 de europeos de los cuales se 
establecieron el 85%, sin embargo esa masa de hombre no alcanzaba para satisfacer 
las demandas externas. Entre 1880-1914 llegaron cerca de 6.000.000 de nuevos 
habitantes los cuales se radicaron definitivamente cerca de 4.000.000.·Argentina pasó 
de 1.800.000 hab.  en 1869, donde el 12% eran inmigrantes  a 7.800.000 en 1914, 
siendo el 30% extranjeros. El estado nacional invirtió 5.000.000 de pesos oro para 
pagar los pasajes de 130.000 personas. 


Aunque el gobierno prefería la inmigración de personas del norte de Europa,- 
ingleses, alemanes, franceses-, con mayores calificaciones en materia de estudios y 
oficios, esto no se logró. La gran masa de población va a venir del sur, en particular de 
España e Italia. De hecho, la mayoría de estos eran analfabetos y, políticamente 
hablando, con fuertes simpatías hacia el socialismos y el  anarquismo.(ver anexo) 


La mayor parte de los inmigrantes se establecieron en la Pampa Húmeda 
(Buenos Aires, Santa Fe, Entre Ríos y Córdoba), pero las tierras sembradas fueron 
prácticamente las de Santa Fe, porque en Buenos Aires la tierra ya estaba en manos 
de grandes terratenientes promotores de la gran campaña contra los indios, años 
atrás. 


Aunque muchos de ellos alcanzaron a "hacerse la América" (arrendatarios, 
propietarios, colonos, comerciantes), sobretodos los que llegaron antes de 1880, 
porque venían con algún capital para iniciarse laboralmente, la mayor parte de ellos 
engrosaron las masas de peones rurales y urbanos, es decir, no pudieron llegar a ser 
propietarios. 


Para fines de 1890 el 90% de los extranjeros vivía en las ciudades del área 
pampeana, y la población urbana superó a la rural por primera vez. Buenos Aires y 
Rosario fueron las de mayor crecimiento. 


La inmigración para la generación de intelectuales que influyeron en la 
construcción de la Argentina como nación, tenía una doble finalidad. Por un lado la 
existencia de una gran cantidad de mano de obra que permitiría incorporar al sector 
productivo las enormes extensiones de tierras ganadas a partir de la “Campaña al 







Centro Argentino de Estudios Internacionales  www.caei.com.ar 


Desierto”7. Por el otro, lograr un cambio cultural que hoy llamaríamos de 
mentalidades.  


Alberdi, el gran propulsor de la inmigración, intenta lograr un trasplante 
cultural. Para él la cultura tradicional hispánica es atrasada e impide el cambio y la 
innovación. Para lograr un cambio significativo era necesario que este viniera de afuera 
a través de la población inmigrante.8


Un concepto similar es el que plantea Sarmiento. Para él el gaucho,- heredero 
de la tradición española que ve al trabajo manual como deshonroso-, es en sus 
términos un “salvaje” improductivo. No siembra ni cosecha, vive en ranchos miserables 
y no tiene intenciones de progresar. El europeo, en cambio, tiene una ética del trabajo 
que lo lleva a intentar superarse y mejorar. Este tipo de población es “civilizada” y 
civilizadora y, por eso no solo hay que alentarla sino fomentarla.  


“Por lo demás, de la fusión de estas tres familias ¨(españoles, indios y 
negros) ha resultado un todo homogéneo, que se distingue por su amor a la 
ociosidad e incapacidad industrial, cuando la educación y las exigencias de una 
posición social no vienen a ponerle espuela y sacarla de su paso habitual. 
Mucho debe haber contribuido a producir este resultado desgraciado, la 
incorporación de indígenas que hizo la colonización. Las razas americanas viven 
en la ociosidad, y se muestran incapaces, aun por medio de la compulsión, para 
dedicarse a un trabajo duro y seguido. Esto sugirió la idea de introducir negros 
en América, que tan fatales resultados ha producido. Pero no se ha mostrado 
mejor dotada de acción la raza española, cuando se ha visto en los desiertos 
americanos abandonada a sus propios instintos.  


Da compasión y vergüenza en la República Argentina comparar la colonia 
alemana o escocesa del sur de Buenos Aires y la villa que se forma en el 
interior: en la primera, las casitas son pintadas; el frente de la casa, siempre 
aseado, adornado de flores y arbustillos graciosos; el amueblado, sencillo, pero 
completo; la vajilla, de cobre o estaño, reluciente siempre; la cama, con 
cortinillas graciosas, y los habitantes, en un movimiento y acción continuos. 
Ordeñando vacas, fabricando mantequilla y quesos, han logrado algunas 
familias hacer fortunas colosales y retirarse a la ciudad, a gozar de las 
comodidades.” 9


 


EL ESTADO Y LA INTEGRACIÓN 


Como ya hemos visto, en los nacionalismos “de arriba”, como es el caso del 
argentino, el estado tiene un papel central.  A él le corresponde homogeneizar a la 
sociedad  y convertirla en una nación.  


La generación del ´80 tiene esto muy claro. La enorme extensión de tierras del 
país necesitaba la introducción de grandes cantidades de mano de obra. La inmigración 
se convirtió en estratégica para el desarrollo del país. A esa masa heterogénea de 


                                                           
7 Se llamó “Campaña al Desierto” a los dos avances militares contra el indio. El primero en 1833 por Juan 
Manuel de Rosas que llegó hasta el Río Colorado. La segunda encabezada por el General Julio Argentino 
Roca en 1879, llegó hasta el Río Negro. 
8 BOTANA, Natalio R. El Orden Conservador. Argentina, Hyspamérica, 1986. 
9 SARMIENTO, Domingo F. Facundo. Capítulo I. Disponible en Internet. 
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personas, con idiomas, religiones, costumbres, tan disímiles había que convertirlos en 
argentinos.  


Es en esta línea que el estado adopta una concepción civilista y amplia de la 
ciudadanía, otorgándosela a todos los hijos de inmigrantes nacidos en territorio 
nacional. Siguiendo el trabajo clásico de Marshall sobre el tema  vemos que esta se 
puede expresar en tres ámbitos: a) civil (libertad personal y de expresión, a la 
propiedad, acceso a la justicia), b) político ( derecho a participar en el ejercicio del 
poder) y c) social ( seguridad social, bienestar económico). Por supuesto que la clase 
dirigente sólo pensaba en el ámbito civil y con restricciones. Sin embargo, es justo 
decir, que esta “ciudadanía limitada” era en muchos casos más generosa que la que 
gozaban en sus países de origen.10


Los tres pilares sobre los que se asentó la “máquina de la integración”, para 
llamarla de algún modo, fue: la creación del Registro Civil, la ley de Educación y el 
Servicio Militar Obligatorio. Los dos primeros son fruto de la obra de gobierno de la 
primer presidencia de Julio Argentino Roca y el tercero de su segundo mandato. 


·!-La Ley de Registro Civil 


Los antecedentes más lejanos del Registro Civil los encontramos en la práctica 
de los censos de algunas culturas de Oriente; y que ya en la Roma Antigua, existieron 
datos censales desde la época del emperador Servio Tulio, siendo implantadas las 
normas sobre filiación en el siglo II d.C. La obligatoriedad del registro se logró 
mediante decreto que imponía a los padres registrar el nacimiento de sus hijos. 


  
 Al pasar a la Edad Media, la expansión de la  Iglesia católica y su auge en las 


distintas esferas de la vida social la llevaron a tener el control del registro de los 
nacimientos y matrimonios. Los primeros libros parroquiales en donde aparecen 
inscripciones se encuentran en Francia, a mediados de siglo XIV.    


  
Al disponer la libertad de cultos para los protestantes en  Francia  en 1787, Luis 


XVI dió pie al establecimiento de un incipiente Registro Civil en el que los nacimientos, 
matrimonios y defunciones eran inscritos ante los oficiales de la justicia real.  El 
Registro Civil para todos los ciudadanos comenzó en 1793 como fruto de la revolución 
francesa y es hijo de la misma ideología que sentó las bases del nacionalismo civilista 
o jacobino. 


Su creación es consecuencia de la división entre Iglesia y Estado. En Argentina 
se buscaba fomentar la inmigración,- sobre todo aquella del norte de Europa que no 
era católica-, y lograr la integración y homogeneización. 


  


·2-La Ley 1420 de Educación Común, de la enseñanza gratuita, obligatoria 
y laica para todos los habitantes de 6 y 14 años. En esa época el índice de 
analfabetismo era muy grande.. 


La Ley de Educación Común, n* 1420, fue sancionada el 8 de julio de 1884. Su 
importancia fue enorme en el orden de asimilar e instruir. Todos los niños entre los 
seis y los catorce años de edad estaban obligados por ley a asistir a la escuela. No 
importaba sus antecedentes familiares, todos recibían los mismos estándares 
educativos mínimos en el idioma nacional. 


Algunos artículos son particularmente significativos. 


                                                           
10  MARSHALL, T.H. y BOTTOMORE, Tom. Ciudadanía y clase social. Madrid, Alianza Editorial, 1998. 
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           Art. 2º- La instrucción primaria debe ser obligatoria, gratuita, gradual, y 


dada conforme a los preceptos de la higiene. 
            


Art. 6º- El mínimum de instrucción obligatoria comprende las siguientes 
materias: lectura y escritura; ...; geografía particular de la República y nociones 
de geografía universal; de historia particular de la República y nociones de 
historia general; idioma nacional; moral y urbanidad; nociones de higiene;... y 
conocimiento de la Constitución Nacional.  


 
Para las niñas será obligatorio, además, el conocimiento de labores de manos y 


nociones de economía doméstica. Para los varones el conocimiento de ejercicios y 
evoluciones militares más sencillas; y en las campañas, nociones de agricultura y 
ganadería.  


 
 El objetivo de la educación era lograr que esos niños finalizaran conociendo la 


geografía y la historia nacional. Debían dominar el idioma,- que muchas veces no era 
el mismo que hablaban en sus hogares,- debían conocer las estructuras políticas a 
través del conocimiento de la Constitución y debían convertirse en ciudadanos útiles al 
desarrollo de la nación: las niñas siendo buenas amas de casa, los niños siendo buenos 
agricultores y ganaderos.  


 
Art. 8º- La enseñanza religiosa sólo podrá ser dada en las escuelas 


públicas por los ministros autorizados de los diferentes cultos, a los niños de su 
respectiva comunión, y antes o después de las horas de clase. 
 
Este punto facilitaba la inmigración. Le educación religiosa se impartía fuera del 


horario escolar. Esto hacía que los niños pudieran conservar sus propias creencias en 
materia de fe.   


           . 
                      Art. 11.- Además de las escuelas comunes mencionadas se 


establecerán las    siguientes escuelas especiales de enseñanza primaria: 
                      Escuelas para adultos, en los cuarteles, guarniciones, buques de 


guerra, cárceles, fábricas y otros establecimientos donde pueda encontrarse 
ordinariamente reunido un número, cuando menos, de cuarenta adultos ineducados. 


                    Escuelas ambulantes, en las campañas, donde, por hallarse muy 
diseminada la población no fuese posible establecer con ventaja escuelas fijas. 


 
El sistema educativo se flexibilizó lo más posible para poder integrar al mayor 


número de personas. 
 
           Art. 15.- Anualmente se abrirá en cada consejo escolar, un libro de 


matrícula destinado a inscribir el nombre, edad, sexo, comunión de sus padres, 
domicilio y demás indicaciones necesarias acerca de cada niño en edad escolar 
existente en el distrito. 


 
                      Art. 23.- El censo de la población escolar se practicará 


simultáneamente, cada dos años por lo menos, en todos los diversos distritos 
escolares, en la forma y por los medios que se creyeran más adecuados para obtener 
la exactitud posible. 


 
3-Se creó el Estado Mayor del Ejercito, y se organizó el mismo, culminando 


en la Ley de Servicio Militar Obligatorio en 1901 El proyecto de ley sobre el Servicio 
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Militar obligatorio cumplía con un doble objetivo: por un lado modernizar el ejército y, 
por el otro, servir como un factor de cohesión nacional. Para lograr el primer objetivo 
se buscaron utilizar los modelos prusiano y francés. A través del nuevo sistema de 
reclutamiento se lograba una base muy amplia de soldados. También se buscó la 
profesionalización y jerarquización de los oficiales  


En cuanto al segundo objetivo, este era clarísimo. El propio ministro de Guerra 
y autor del proyecto, el general Pablo Ricchieri hablaba del servicio militar obligatorio 
como un sistema que iba a “ acelerar la fusión de los diversos y múltiples elementos 
étnicos que están constituyendo a nuestro país en forma de inmigraciones.”  


Como la escuela pública, la conscripción estaba llamada a cumplir un papel 
disciplinador, moralizador y nacionalizador de la población que habitaba estas tierras. 
Debía normalizar esa heterogénea masa de jóvenes de diferentes orígenes sociales, 
culturales y étnicos para integrarlos a la "Argentina moderna". 


Junto con estas tres leyes de carácter positivo y que buscaban la integración y 
homogeneización de la población, se sancionaron otras absolutamente represivas. Para 
aquellas personas que no podían, o no querían, integrarse al modelo nacional impuesto 
por el gobierno, el Estado sancionó la Ley de Residencia en 1902. 


Artículo 1º: El Poder Ejecutivo podrá ordenar la salida del territorio de 
la Nación a todo extranjero que haya sido condenado o sea perseguido por los 
tribunales extranjeros por crímenes o delitos comunes. 
 
Artículo 2º: El Poder Ejecutivo podrá ordenar la salida de todo extranjero cuya 
conducta comprometa la seguridad nacional o perturbe el orden público. 
 
Artículo 3º: El Poder Ejecutivo podrá impedir la entrada al territorio de la 
república a todo extranjero cuyos antecedentes autoricen a incluirlo entre 
aquellos a que se refieren los artículos anteriores. 
 
Artículo 4º: El extranjero contra quien se haya decretado la expulsión, tendrá 
tres días para salir del país, pudiendo el Poder Ejecutivo, como medida de 
seguridad pública, ordenar su detención hasta el momento del embarque. 


Todas estas leyes sirvieron para integrar a un estado heterogéneo en lo cultural 
y en lo étnico. El resultado, más de cien años después, es un país con un sentimiento 
nacionalista muy original y un sentido de tolerancia étnica grande. 







Centro Argentino de Estudios Internacionales  www.caei.com.ar 


CONCLUSIÓN 
 
 
Las naciones no son una característica inherente al ser humano. Esto es 


real, pero hoy día el tenar una se ha convertido en imprescindible al punto de ser 
una tragedia el no tenerla. Miles de desplazados, apátridas, migrantes nos 
recuerdan esta realidad de una forma cruda y cruel. Por otro lado, en un planeta 
donde los estados tienden a borrar sus fronteras en el contexto de la globalización, 
conviven naciones enteras que aún reclaman su derecho a un estado soberano 
donde desarrollar  su cultura. Son, por lo tanto, estas aparentes contradicciones 
las que hacen tan interesantes los estudios sobre el nacionalismo. 


 
El nacionalismo es un principio político que sostiene que debe haber 


congruencia entre la unidad nacional y la política. Ya sea como sentimiento, ya 
como movimiento, la mejor manera de definirlo es teniendo en cuenta este 
principio. Sentimiento nacionalista es el estado de enojo que suscita la violación 
del principio o el de satisfacción que acompaña a su realización.  


 
Argentina en la década de 1880 se inspiró en el modelo nacional surgido en 


la Revolución francesa y se construye a partir de la idea civil de nación. Para lograr 
esto debió recurrir a la destrucción de una identidad protonacional 
hispanoamericana y a exacerbar las diferencias con sus vecinos, remarcando las 
supuestas virtudes nacionales contrapuestas a los vicios de los otros y utilizando 
una política que fundaba la soberanía casi con exclusividad en la delimitación de 
fronteras. Esto último potenciado por la necesidad imperiosa de “crear” una 
identidad nacional homogénea donde la migración mostraba lo heterogéneo.  


 
Semejante estrategia política trajo, a lo largo de los siglos, más 


desencuentros que encuentros. Es de esperar que los cambios producidos en la 
región, a partir de nuevas políticas de integración, lleven a un mayor 
entendimiento entre los pueblos de América Latina. 
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Buenos Aires (Argentina), del miércoles 22/09/10 al viernes 24/09/10  
CENTRO ASOCIADO  


CURSO: 


Ciudadanía y participación 
política en América Latina y 


la UE 
Edición 2010


(Código:130)  


Director/a del Curso: D. Álvaro Jarillo Aldeanueva 
Codirector/a: Dª. Beatriz Malik Liévano 
Resumen del curso: 


El presente curso de verano se sitúa en el marco de un ciclo sobre "Ciudadanía y Participación en Europa y América Latina" organizado desde el 


Vicerrectorado de Relaciones Internacionales e Institucionales de la UNED, y pretende ser un foro de intercambio y diálogo entre agentes sociales 


diversos y académicos de distintas disciplinas en torno al concepto de ciudadanía y la participación activa en la sociedad. Este curso se centrará en el 


contexto argentino, sin perder de vista ese marco más amplio. Se abordarán, entre otros temas, la construcción de la ciudadanía en Argentina desde 


una perspectiva sociológica, histórico-educativa y política, los procesos de integración regional, la participación política y ciudadana de los jóvenes, el 


papel de las tecnologías de la Información y Comunicación en estos procesos, y los derechos de participación de los ciudadanos españoles en el 


exterior. 


CRDTS. ECTS (Grados) : 


1 


CRDTS. LIBRE CONFG. (Licenciaturas, 
Ingenierías y Diplomaturas): 


2  


   


Contenidos del Curso:
Miércoles día 22/09/10


16:00  Inauguración del curso. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:Autoridades académicas.


16:10  El factor territorial y el poblamiento: elementos de formación de la Nación Argentina. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:D. Antonio Fernández Fernández. Profesor Titular de Geografía. Vicerrector de Centros Asociados. UNED.


18:00 
La educación patriótica y el nacimiento simbólico de la Nación Argentina. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:D. Luis García Fanlo. Profesor Titular de Sociología de la Argentinidad. Facultad de Ciencias Sociales. Universidad 
de Buenos Aires.


19:00  Las mayorías políticas en la Argentina contemporánea. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:Dª Beatriz Rajland. Profesora Titular Consulta de Teoría del Estado. Universidad de Buenos Aires.


Jueves día 23/09/10


16:00 
Las Tecnologías de la Información y Comunicación como herramientas de participación política. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:Dª Ester Kaufman. Coordinadora Docente para las áreas de Gobierno Electrónico y Sociedad del Conocimiento. 
Instituto Nacional de Administración Pública. Argentina.


17:00 


Mesa Redonda y coloquio: Experiencias argentino–españolas en programas de promoción de la participación política de los 
jóvenes. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:Moderador: D. Pablo Levinis (UBA_UNED), Dª Ana Miranda. Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales 
(FLACSO), D. Gustavo Fernández. Asociación de Jóvenes Descendientes de Españoles en la República Argentina (AJDERA), 
un representante de INJUVE y un representante de la Dirección Nacional de Juventud (DINAJU).


19:00 
Los derechos de los españoles que residen en el exterior: especial referencia a los derechos de participación. (Tipo sesión: 
Teórica)
Ponente:Dª Ana Mª Marcos del Cano. Profesora Titular de Derecho Internacional Público. Secretaria General. UNED.


Viernes día 24/09/10


13:00 
Configuración histórica de la Nación Argentina: visita al Museo Histórico Nacional y al Barrio de San Telmo (actividad 
prevista de las 13:00 a las 17:00 horas) (Tipo sesión: Práctica)
Ponente:Profesores del curso.


18:00 
La participación política y el concepto de ciudadanía en la Unión Europea. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:D. Álvaro Jarillo Aldeanueva. Profesor Titular de Derecho Internacional Público. Vicerrector de Estudiantes y 







Desarrollo Profesional. UNED.


19:00  Clausura del curso y entrega de diplomas. (Tipo sesión: Teórica)
Ponente:Autoridades.
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previsto en el artículo 10, así como el calendario para el 
desarrollo de las previsiones contenidas en la presente Ley.


Disposición final quinta. Desarrollo reglamentario.


En el plazo máximo de tres meses tras la constitución 
del Consejo y de conformidad con los correspondientes 
acuerdos del Consejo Territorial del Sistema, se aprobará 
la intensidad de protección de los servicios previstos de 
acuerdo con los artículos 10.3 y 15, así como el baremo 
para la valoración del grado y niveles de dependencia 
previstos en los artículos 26 y 27.


Disposición final sexta. Informe anual.


1. El Gobierno deberá informar a las Cortes anual-
mente de la ejecución de las previsiones contenidas en la 
presente Ley.


2. Dicho informe incorporará la memoria del Con-
sejo Territorial y el dictamen de los Órganos Consultivos.


Disposición final séptima. Habilitación normativa.


Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposicio-
nes sean necesarias para el desarrollo y ejecución de la 
presente Ley.


Disposición final octava. Fundamento constitucional.


Esta Ley se dicta al amparo de la competencia exclusiva 
del Estado para regular las condiciones básicas que garanti-
cen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de los 
derechos y el cumplimiento de los deberes constitucionales, 
conforme al artículo 149.1.1.ª de la Constitución.


Disposición final novena. Entrada en vigor.


La presente Ley entrará en vigor el primer día del mes 
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».


Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-


des, que guarden y hagan guardar esta ley.


Madrid, 14 de diciembre de 2006.


JUAN CARLOS R.


El Presidente del Gobierno,


JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 


 21991 LEY 40/2006, de 14 de diciembre, del Estatuto 
de la ciudadanía española en el exterior.


JUAN CARLOS I


REY DE ESPAÑA


A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 


vengo en sancionar la siguiente Ley.


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS


I


1. La emigración española ha constituido un fenó-
meno político, social y económico que ha caracterizado 


nuestra historia, acentuándose desde la segunda mitad 
del siglo XIX hasta más allá de mediados del siglo XX.


2. Las primeras leyes sobre la emigración, que datan 
de 1907 y 1924, nacieron con el mero objetivo de procla-
mar la libertad de emigración y de propiciar los desplaza-
mientos de los españoles al extranjero, sin que se con-
templasen medidas específicas de protección una vez 
instalados en el país de acogida.


3. Durante los siglos XIX y XX, en diversos períodos, 
se produjeron oleadas de exiliados políticos de distintas 
orientaciones y signos; asimismo, como consecuencia de 
la Guerra Civil española y de la dictadura, a partir de 1939 
comienza a producirse un éxodo de refugiados políticos y 
una emigración de carácter económico a otros países, 
motivada por las duras circunstancias de la posguerra 
que se viven en España, y atraída por las buenas perspec-
tivas de trabajo y el mayor nivel de vida derivado del 
crecimiento económico existente en esos países.


El exilio, como consecuencia de la Guerra Civil espa-
ñola y la dictadura significó, sin duda, una pérdida para el 
desarrollo económico, cultural y social de España. En sen-
tido inverso, los países que acogieron a los refugiados 
españoles pudieron beneficiarse con la formación acadé-
mica, científica y profesional de los exiliados.


4. La Ley 93/1960, de 22 de diciembre, de Bases de 
Ordenación de la Emigración y el Decreto-ley 1000/1962, 
de 3 de mayo, que aprueba el texto articulado de dicha 
Ley, elaborados durante el régimen de dictadura, ignoran 
la existencia de cientos de miles de exiliados en Europa e 
Iberoamérica, si bien es cierto que marcan un cambio de 
criterio en el enfoque de la corriente migratoria.


5. Las razones de este cambio obedecen a la volun-
tad de regular la emigración de la población española y, al 
mismo tiempo, impulsarla. A resultas de ello, se manten-
drá con un crecimiento constante, hasta 1967, aquel fenó-
meno migratorio, –fundamentalmente dirigido hacia los 
países europeos más desarrollados–, que había comen-
zado a producirse hacia 1959.


6. Los factores que determinan este desplazamiento 
masivo de trabajadores al exterior en pleno régimen fran-
quista son, por una parte, el notable incremento demo-
gráfico de España que provoca un excedente de mano de 
obra que las estructuras económicas, basadas en una 
economía rural y de escasa industrialización no pueden 
absorber y, por otra, la expansión industrial y el creci-
miento económico de los países europeos.


7. La emigración de la década de los años sesenta, 
así como la de las décadas anteriores, tuvo efectos bene-
ficiosos, tanto para el trabajador, que tenía la posibilidad 
de obtener un empleo mejor remunerado y de mejorar su 
cualificación profesional y sus condiciones de vida, como 
para el crecimiento económico de España, ya que la 
entrada de divisas enviadas por los emigrantes permitió 
sufragar parte del déficit comercial y equilibrar la balanza 
de pagos, facilitando las importaciones de bienes de 
equipo destinados a la modernización de las empresas. 
Esta situación contribuyó en gran medida a la expansión 
industrial de España en los años sesenta y setenta.


8. De forma paralela a estos efectos beneficiosos, la 
realidad de la emigración y del exilio exige poner también 
de relieve las consecuencias negativas para los trabajado-
res emigrantes, los exiliados y sus familias derivadas del 
desarraigo social y cultural de España, consecuencia polí-
tica del régimen franquista surgido de la Guerra Civil, de 
las dificultades de inserción social y laboral en el país de 
acogida y de los problemas que habían de abordar en su 
proyecto de retornar a España y, en algunos casos, de la 
represión política sufrida en el país de acogida.


9. Mención especial cabe hacer de las mujeres que 
tuvieron que emigrar, casi siempre en el contexto de un 
traslado familiar, padeciendo la doble jornada de trabajo 
doméstico y del trabajo fuera de la casa. A la discrimina-
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ción de género, se unía la vulnerabilidad de la mujer emi-
grada que estaba fuera de su país.


Son varias las generaciones de mujeres que han 
vivido la parte más difícil de la emigración o del retorno y 
para las que el tiempo del cambio social pareciera haber 
llegado demasiado tarde. Por ello, necesitan de una aten-
ción especial y reforzada que compense el desequilibrio 
vivido y que les permita –junto con las más jóvenes– la 
incorporación y el disfrute pleno de los derechos que pro-
pician las reformas legislativas a favor de la igualdad que 
se producen en España.


10. La última Ley en materia de emigración ha sido 
la Ley 33/1971, de 21 de julio, que, si bien continúa orien-
tada al fomento de la emigración y mantiene el silencio 
sobre el exilio, introduce la novedad de poder acogerse a 
planes, operaciones y programas para facilitar el despla-
zamiento y el acceso al empleo en el país de acogida. Esta 
Ley introdujo, igualmente, ayudas de carácter social, edu-
cativo y cultural, así como medidas dirigidas a la forma-
ción profesional e integración laboral tanto para los emi-
grantes, como para los retornados.


11. Junto a las actuaciones desarrolladas desde el 
ámbito público, ha de destacarse el importante papel des-
empeñado por los centros y asociaciones de emigrantes, 
en ocasiones corrector de la carencia pública. El movi-
miento asociativo, creado por los españoles en los países 
de acogida, con el objetivo fundamental de la asistencia y 
socorro mutuo, constituye hoy en día un instrumento ver-
tebrador de las comunidades de españoles en el exterior, 
imprescindible para canalizar y materializar las actuacio-
nes de apoyo y atención desarrolladas por las distintas 
Administraciones Públicas a favor de los españoles en el 
exterior y de los retornados.


En 1993 se publica el Real Decreto 728/1993, por el que 
se establecen las pensiones asistenciales por ancianidad 
a favor de los emigrantes españoles: se trata de la medida 
de mayor alcance en la protección de los españoles que 
viven fuera de España, que garantiza a los mayores espa-
ñoles del exterior el mismo nivel de vida del que disfrutan 
los residentes en nuestro país.


12. Además de esta breve reseña sobre la evolución 
de la emigración española y su reflejo en las distintas nor-
mas legales, cabe añadir, por último, que a partir de fina-
les de la década de los setenta, –con la llegada de la 
democracia–, comienza a producirse un fenómeno de 
signo contrario al de la emigración: el regreso o retorno 
de los españoles emigrantes y sus familias a nuestro país, 
debido, en gran medida, a la recesión económica que 
sufre Europa en los años setenta, así como a la crisis eco-
nómica que atraviesan determinados países de Iberoamé-
rica. A pesar de que este proceso tiene lugar en un con-
texto económico favorable para España, no se adoptaron 
las medidas necesarias para atender integralmente a 
dicho retorno.


13. La emigración cuenta con una larga tradición en 
materia de órganos colegiados de participación. Desde 
que en 1888 se crearon las llamadas Juntas de Emigra-
ción hasta que en 1987 se instituyeron los actuales cauces 
de participación institucional de los españoles residentes 
en el extranjero, a lo largo de todo el período, casi ininte-
rrumpidamente, se han configurado diferentes órganos 
de participación en materia emigratoria, de diversa natu-
raleza, funciones y composición.


La participación institucionalizada en materia de emi-
gración se canalizó en primer término a través de la cons-
titución de cauces en dos niveles: el local, dentro de 
España, con la denominación de «Juntas de Emigración» 
establecidas en las provincias españolas del litoral, más 
tarde llamados «Patronatos Locales de Emigración» o, en 
el exterior, en el ámbito de las demarcaciones consulares, 
los «Patronatos de Emigrados Españoles», y posterior-
mente «Juntas Consulares de Emigración»; el nacional, 
con participación de los diversos Departamentos con 


competencia en la materia, de las instituciones y de los 
emigrantes, con denominaciones como «Consejo Supe-
rior de la Emigración», «Junta Central de la Emigración» 
o, en época más reciente, «Consejo del Instituto Español 
de Emigración».


En la actualidad, y desde 1987, se hallan constituidos 
los Consejos de Residentes Españoles, con miembros 
elegidos por los emigrantes, en determinadas demarca-
ciones consulares, y el Consejo General de la Emigración 
con participación de la Administración Central y Autonó-
mica, de los emigrantes, elegidos por los Consejos de 
Residentes, y de las Organizaciones sindicales y empresa-
riales.


II
1. En la actualidad nos encontramos con un hecho 


incuestionable, herencia en gran parte de nuestra emigra-
ción y de nuestro exilio, que supone la existencia de alre-
dedor de un millón y medio de españoles y sus descen-
dientes que residen fuera del territorio español, lo que 
constituye un valor en sí mismo que confirma la presen-
cia de España más allá de sus fronteras. Estos españoles 
por su condición y características peculiares exigen un 
tratamiento específico por parte del Estado que permita, 
en cumplimiento del artículo 14 de la Constitución Espa-
ñola de 1978, garantizar a los españoles residentes en el 
exterior el ejercicio de los derechos y deberes constitucio-
nales en condiciones de igualdad con los residentes en 
España, con el compromiso de los poderes públicos de 
adoptar las medidas necesarias para remover los obs-
táculos que impidan hacerlos reales y efectivos.


En este sentido, se dio un primer paso con la aproba-
ción de la Ley 3/2005, de 18 de marzo, por la que se reco-
noce una prestación económica a los ciudadanos de ori-
gen español desplazados al extranjero durante su minoría 
de edad, como consecuencia de la Guerra Civil, y que 
desarrollaron la mayor parte de su vida fuera del territorio 
nacional. Esta norma, por una parte, supuso un reconoci-
miento histórico; y por otra, dotó de protección econó-
mica y asistencia sanitaria a un colectivo concreto de 
españoles: los denominados «Niños de la Guerra».


2. El Estatuto de la Ciudadanía Española en el Exte-
rior constituye el marco básico para establecer el deber 
de cooperación entre el Estado y las Comunidades Autó-
nomas, así como los mecanismos necesarios para la 
coordinación de sus actuaciones, en colaboración con la 
Administración Local, con los agentes sociales y con las 
organizaciones y asociaciones de emigrantes, exiliados y 
retornados.


3. Por otra parte, en cumplimiento del artículo 42 de 
la Constitución, se hace preciso establecer una política 
integral de emigración y de retorno para salvaguardar los 
derechos económicos y sociales de los emigrantes, de los 
exiliados y de los descendientes de ambos, y para facilitar 
la integración social y laboral de los retornados, cuya 
regulación básica se establece en el presente Estatuto.


4. En este sentido, el Estatuto configura, en materia 
de retorno, el marco de cooperación de las Administracio-
nes Públicas que permita coordinar sus actuaciones para 
un mejor y más eficaz aprovechamiento de los recursos 
públicos, garantizando el regreso a España en las condi-
ciones más favorables.


5. El Estatuto pretende dar respuesta a las reiteradas 
demandas realizadas desde los distintos sectores de la 
emigración, del exilio y del retorno. Por ello, en el proceso 
de su elaboración se han valorado especialmente las 
aportaciones y propuestas efectuadas por representantes 
del mundo de la emigración, tanto de los miembros del 
Consejo General de la Emigración, como de los represen-
tantes de las organizaciones y asociaciones de emigran-
tes y exiliados en el exterior y de retornados.
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6. La participación de las asociaciones en la confec-
ción del Estatuto, así como la preceptiva consulta al Con-
sejo General de la Emigración, dotan al Estatuto de la 
legitimidad necesaria en una norma de estas característi-
cas, garantizando su adecuación a las necesidades actua-
les de todos los españoles que se encuentran fuera de 
nuestro territorio, así como a los que han decidido regre-
sar y precisan una atención específica.


7. En la actualidad los movimientos migratorios, 
teniendo en cuenta, por un lado, el ejercicio del derecho a 
la libre circulación en el contexto de Unión Europea, y por 
otro, la globalización de la economía, han alcanzado una 
dimensión y una significación distinta. En los países desa-
rrollados, en los que el Estado satisface las necesidades 
básicas de su ciudadanía, el desplazamiento a otro país 
responde a motivaciones de distinta índole que persiguen 
ampliar las expectativas personales y profesionales o 
mejorar la calidad de vida, como es el caso de los funcio-
narios públicos y trabajadores al servicio de la Adminis-
tración española en el exterior, los cooperantes y los tra-
bajadores y profesionales de las empresas españolas 
destinados temporalmente al extranjero. Por ello, el 
ámbito subjetivo de aplicación del Estatuto engloba a 
todos los españoles en el exterior, tanto a los emigrantes 
y exiliados, como a los desplazados y a los familiares de 
ambos.


España debe considerar a su comunidad emigrante 
como un auténtico capital social: su compromiso con su 
tierra de origen la convierte en un recurso fundamental 
para la proyección de España en el exterior. Parte funda-
mental de este capital social está compuesto por miles de 
españoles no nacidos en España que residen por todo el 
mundo, ellos también son parte del presente de nuestro 
país y debemos considerarlos actores imprescindibles en 
la construcción del futuro.


Uno de los fenómenos que más enriquecen a muchos 
de los centros de emigrantes españoles es la participa-
ción activa de ciudadanos no españoles en el desarrollo 
social y cultural de los mismos. Es conveniente que los 
poderes públicos reconozcan esta realidad y que la 
fomenten.


La aplicación de la cláusula de Estado social consa-
grada por la Constitución de 1978 ha de extenderse a 
todos los españoles, también a aquellos que por sus cir-
cunstancias vitales han tenido que vivir fuera del territorio 
nacional. Esta Ley no sólo proclama por primera vez la 
relación de derechos sociales y el catálogo de prestacio-
nes que el Estado ha de garantizar a los emigrantes, sino 
también que los mismos tendrán el mismo contenido y 
alcance que los que disfrutan los españoles residentes en 
el territorio nacional.


III
1. El Estatuto se dicta al amparo del artículo 149.1.2.ª 


de la Constitución Española de 1978 que atribuye al 
Estado la competencia exclusiva en materia de emigra-
ción.


2. El Estatuto comprende cuatro títulos, dos disposi-
ciones adicionales, una disposición derogatoria y cuatro 
disposiciones finales.


3. El Título Preliminar determina el objeto y la finali-
dad del Estatuto. El Estatuto se configura como el marco 
jurídico que garantiza a la ciudadanía española residente 
en el exterior el ejercicio de sus derechos y deberes cons-
titucionales en términos de igualdad con los españoles 
residentes en España. Además, el Estatuto tiene como 
finalidad delimitar las líneas básicas de la acción protec-
tora del Estado dirigida a los españoles residentes en el 
exterior y fijar el marco de cooperación y coordinación 
entre el Estado y las Comunidades Autónomas en este 
sentido.


El ámbito subjetivo de aplicación de la Ley contempla 
la actual situación del movimiento migratorio y del 
retorno, superando el tradicional concepto de emigración 
recogido en la Ley 33/1971, de 21 de julio.


En último lugar, el Título Preliminar relaciona una 
serie de objetivos encaminado a garantizar el ejercicio de 
los derechos y deberes de los españoles residentes en el 
exterior, en condiciones de igualdad con los residentes en 
España, atender y desarrollar actuaciones en materia de 
retorno y promover y fomentar el movimiento asociativo 
de los españoles en el exterior y la participación institu-
cional en materia de emigración. Junto a ello se estable-
cen los mecanismos más adecuados para la cooperación 
y coordinación de las Administraciones Públicas en este 
sentido.


4. El Título I comprende una relación sistemática de 
derechos de los españoles que residen en el exterior, for-
mulando, a su vez, medidas y mecanismos que hagan 
efectivo el ejercicio de los referidos derechos y su mate-
rialización en determinadas prestaciones. Este Título com-
prende tres capítulos:


a) El capítulo I recoge los derechos de participación: 
derecho a ser elector y elegible, asistencia y protección de 
los españoles en el exterior, derecho de petición, de acu-
dir al Defensor del Pueblo y de información, derecho a la 
participación en órganos consultivos de la emigración, 
organizaciones sindicales y empresariales y derecho de 
asociación. De entre estos derechos se ha de destacar el 
derecho a ser elector y elegible, así como el derecho a la 
participación y de asociación, que reflejan la voluntad de 
fomentar un asociacionismo integrador y constructivo, 
impulsando la coordinación de actuaciones entre Admi-
nistraciones Públicas en aras de un mejor y más eficaz 
aprovechamiento de los recursos públicos. Asimismo, se 
prevé el establecimiento de un censo de asociaciones y 
centros radicados en el exterior que contenga la inscrip-
ción de aquellos que sean conformes con el reconoci-
miento de los derechos fundamentales y libertades que 
contempla la Constitución Española. Por otro lado, este 
capítulo se completa con la prohibición a los poderes 
públicos de cualesquiera medidas que puedan ocasionar 
discriminación por razón de género, así como con la pro-
moción de políticas de igualdad entre mujeres y hom-
bres.


b) El capítulo II recoge derechos sociales y prestacio-
nes: derecho a la protección de la salud, derechos en 
materia de Seguridad Social y prestaciones por razón de 
necesidad, servicios sociales para mayores, acciones de 
información socio-laboral y orientación y participación en 
programas de formación profesional ocupacional y dere-
chos en materia de empleo y ocupación. En este capítulo 
cabe destacar la redacción sobre el derecho a la protec-
ción de la salud, que constituye un objetivo prioritario en 
la acción exterior del Estado, así como las previsiones 
sobre Seguridad Social y prestaciones: efectivamente, se 
trata de recoger, entre otros aspectos, el compromiso de 
avanzar en la conservación de los derechos en la materia 
y de perfeccionar los mecanismos de protección existen-
tes, sobre todo para las personas mayores, incorporando 
la asistencia sanitaria en sentido amplio (sanitaria, geriá-
trica, medicamentos, etc.). En este sentido, se trata tam-
bién de tener en cuenta la diferente organización tanto del 
aseguramiento como de la prestación de cuidados sanita-
rios en los países donde residen. Por ello se introduce la 
prestación por razón de necesidad, como un nuevo con-
cepto que engloba la pensión asistencial por ancianidad, 
regulada en su normativa específica, junto con la asisten-
cia sanitaria, dado que a la vista de la evolución actual de 
estas pensiones se precisa modificar su regulación, para 
su mejor adaptación a las necesidades reales de sus 
potenciales beneficiarios.
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Junto a ello, se ha de mencionar la necesaria regula-
ción sobre los aspectos relativos al empleo (información, 
orientación, formación, etc.), dentro de una concepción 
amplia que abarque a todos los españoles en el exterior y 
retornados, especialmente aquellos considerados más 
vulnerables (jóvenes y mujeres con dificultades de inser-
ción laboral).


c) El capítulo III contempla los derechos relativos a la 
educación y a la cultura: derecho a la educación, homolo-
gación, convalidación y reconocimiento de títulos y estu-
dios extranjeros, así como el acceso a las lenguas y cultu-
ras españolas. Los derechos que recoge este capítulo 
constituyen un todo que persigue, en definitiva, mantener 
los vínculos de los españoles en el exterior con España, 
tanto para aquellos que residen fuera, como, especial-
mente, para aquellos que deciden regresar.


Ha de señalarse que los derechos y prestaciones que 
se mencionan estaban en alguna medida establecidos, si 
bien su regulación se encontraba en normas dispersas y 
de rango inferior, por lo que con el presente Estatuto se 
pretende consolidar su ejercicio, dotándoles de una 
dimensión real y efectiva al elevarse el rango normativo 
que los ampara.


5. El Título II recoge la política integral en materia de 
retorno. Ya en su enunciado el término integral revela la 
voluntad de unificar en el sentido de abarcar todos los 
aspectos relativos al retorno. Para ello se prevé un meca-
nismo específico: la Oficina Española del Retorno, ads-
crita al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales; esta ofi-
cina será la encargada de facilitar, orientar y asesorar a 
los españoles que decidan retornar, con el objetivo de 
materializar su efectiva inserción social y laboral en 
España.


Por otra parte, se apunta la necesidad de abordar las 
reformas normativas necesarias que promuevan y facili-
ten el acceso a los españoles retornados a determinadas 
prestaciones, y de adoptar medidas específicas de 
fomento del empleo dirigidas al colectivo de españoles 
retornados que decidan incorporarse a nuestro mercado 
de trabajo.


6. Por último, el Título III contempla los mecanismos 
e instrumentos de cooperación, colaboración y coordina-
ción de las actuaciones de las distintas Administraciones 
Públicas competentes en ese ámbito, a fin de garantizar la 
efectividad de los derechos y deberes que el Estatuto 
reconoce a los españoles residentes en el exterior y a los 
retornados a España, esta cooperación persigue la opti-
mización de los recursos públicos en aras de una eficaz y 
eficiente utilización de todos los recursos.


Para facilitar estos objetivos, se prevé la constitución 
de una Comisión en el ámbito del Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales, de la que formarán parte representan-
tes de la Administración General del Estado y de las 
Comunidades Autónomas.


7. En otro orden de cuestiones, la disposición adicio-
nal primera crea el Portal de la Ciudadanía Española en el 
Exterior, como punto de información integral en internet.


8. Por otra parte, se recoge una disposición deroga-
toria única, que deroga expresamente la Ley 33/1971, 
General de Emigración, de 21 de julio, ampliamente alte-
rada en sus fines y objetivos por la entrada en vigor de la 
Constitución Española de 1978 y cuya vigencia, en muchos 
aspectos, es puramente testimonial.


9. Por último, la Disposición final primera, modifica 
algunos aspectos del Texto Refundido de la Ley sobre 
Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, 
dado que la presente Ley deroga la Ley General de Emi-
gración de 1971 y, en consecuencia, lo relativo a la com-
petencia en materia de visado de contratos de trabajo de 
los trabajadores que se desplazan al exterior y de ofertas 
de empleo en el exterior.


TÍTULO PRELIMINAR


Disposiciones generales


Artículo 1. Objeto y finalidad.


1. La presente Ley establece el marco jurídico y los 
instrumentos básicos para garantizar a la ciudadanía 
española en el exterior el ejercicio de los derechos y debe-
res constitucionales, en términos de igualdad con los 
españoles residentes en el territorio nacional, así como 
reforzar los vínculos sociales, culturales, económicos y 
lingüísticos con España y con sus respectivas nacionali-
dades y comunidades de origen.


2. La presente Ley tiene también como finalidad deli-
mitar las líneas básicas de la acción protectora del Estado y 
de las Comunidades Autónomas, en aras de mejorar las 
condiciones de vida de los españoles residentes en el exte-
rior, en aquellos ámbitos en los que sea necesario comple-
mentar la protección existente en el país de residencia.


3. Esta Ley establece, asimismo, el marco de actua-
ción y las medidas específicas que deberán desarrollarse 
por el Estado, y por las Comunidades Autónomas en el 
ámbito de sus respectivas competencias, para facilitar 
tanto la atención a los españoles en el exterior, como la 
integración social y laboral de aquellos españoles que 
decidan retornar a España, sin perjuicio del derecho a la 
libre circulación de trabajadores.


4. Los objetivos y finalidades de esta Ley se entien-
den, en todo caso, sin perjuicio de las competencias que 
ostenten las Comunidades Autónomas ni de sus leyes.


Artículo 2. Ámbito subjetivo.


1. La presente Ley será de aplicación:
a) A quienes ostenten la nacionalidad española y 


residan fuera del territorio nacional.
b) A la ciudadanía española que se desplace tempo-


ralmente al exterior, incluyendo a quienes lo hagan en el 
ejercicio del derecho a la libre circulación.


c) A los españoles de origen que retornen a España 
para fijar su residencia, siempre que ostenten la naciona-
lidad española antes del regreso.


d) A los familiares de los anteriormente mencionados, 
entendiendo por tales el cónyuge no separado legalmente 
o la pareja con la que mantenga una unión análoga a la 
conyugal, en los términos que se determinen reglamenta-
riamente, y los descendientes hasta el primer grado, que 
tengan la condición de personas con discapacidad o sean 
menores de 21 años o mayores de dicha edad que estén a 
su cargo y que dependan de ellos económicamente.


2. El Estado establecerá los requisitos básicos y el 
procedimiento para acreditar la situación de español 
retornado.


Artículo 3. Objetivos.


Los objetivos fundamentales de la presente Ley son:
a) Regular los derechos y deberes de los españoles 


residentes en el exterior garantizando su ejercicio 
mediante el compromiso de los poderes públicos de pro-
mover las condiciones para hacerlos reales y efectivos, en 
condiciones de igualdad con los residentes en España.


b) Delimitar el ámbito de la acción protectora del 
Estado y de las Comunidades Autónomas cuando sea 
necesario complementar la protección dispensada por los 
servicios públicos del país de residencia.


c) Establecer, conjuntamente con las Comunidades 
Autónomas competentes, el marco de actuación para 
garantizar la promoción educativa y el acceso a las len-
guas y culturas españolas, tanto de los españoles residen-
tes en el exterior como de sus descendientes.
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d) Fomentar y consolidar el movimiento asociativo de 
los españoles en el exterior, apoyando fundamentalmente la 
creación y el mantenimiento de los Centros y asociaciones 
de españoles a través de las actividades que en ellas desa-
rrollen, que tengan por objeto la previsión y la asistencia 
social y cultural de sus miembros y la información y aseso-
ramiento para el retorno, ello sin perjuicio de las actuacio-
nes que en esos ámbitos sean desarrolladas por las Comu-
nidades Autónomas con competencias en esas materias.


e) Apoyar a las asociaciones de españoles residen-
tes en el exterior y a las de retornados constituidas en 
España con el fin de facilitar la información, orientación y 
asesoramiento necesarios a los españoles que deciden 
retornar, como labor complementaria a la de las Adminis-
traciones Públicas.


f) Promover y facilitar la participación de los españo-
les residentes en el exterior a través de los Consejos de 
Residentes Españoles y del Consejo General de la Ciuda-
danía Española en el Exterior y de los órganos equivalen-
tes existentes en las Comunidades Autónomas y de aque-
llos otros que puedan crearse en el futuro.


g) Configurar conjuntamente con las Comunidades 
Autónomas, el marco en que deberán desarrollarse las 
actuaciones en materia de retorno para facilitar la integra-
ción social, cultural y laboral de los españoles que deci-
dan regresar a España.


h) Velar junto con las Comunidades Autónomas, por 
la protección de los derechos de los desplazados o expa-
triados en el exterior.


i) Establecer junto con las Comunidades Autónomas y, 
en su caso, con las Administraciones Locales, los mecanis-
mos adecuados para la coordinación de las actuaciones 
desarrolladas por las distintas Administraciones Públicas, 
en sus respectivos ámbitos de competencias, a fin de lograr 
una mayor eficiencia y eficacia en la aplicación de los recur-
sos públicos destinados a mejorar las condiciones de vida 
de los españoles en el exterior y de los retornados.


j) Velar especialmente por extender la acción protec-
tora a aquellos españoles en el exterior que carezcan de 
recursos suficientes y que sean personas mayores, perso-
nas con discapacidad, jóvenes o mujeres con especiales 
dificultades de integración social o laboral o españoles 
desplazados durante su minoría de edad, fuera del territo-
rio nacional, como consecuencia de la Guerra Civil espa-
ñola, en el periodo 1936-1939, así como a quienes sean 
objeto de ataques o amenazas terroristas en el exterior.


TÍTULO I


Derechos y prestaciones


CAPÍTULO I


Derechos de participación


Artículo 4. Derecho a ser elector y elegible.


1. Los españoles que residen en el exterior tienen 
derecho a ser electores y elegibles, en todos y cada uno 
de los comicios, en las mismas condiciones que la ciuda-
danía residente en el Estado español, en los términos 
previstos en la normativa de aplicación.


2. El Estado fomentará los tratados internacionales 
oportunos para que los residentes españoles en el exte-
rior vean reconocido el derecho a ser elector y elegible en 
las elecciones municipales de su lugar de residencia, bajo 
los criterios de reciprocidad que se establezcan en dichos 
tratados o en la ley. En el ámbito de la Unión Europea el 
Estado adoptará las iniciativas necesarias para que en 
ningún país se limiten o restrinjan estos derechos.


3. El Estado promoverá las medidas necesarias para 
facilitar la incorporación de la ciudadanía española en el exte-
rior en las listas electorales de los partidos políticos, con 
transparencia y publicidad de las distintas opciones políticas.


4. La Administración General del Estado arbitrará los 
mecanismos precisos para asegurar la permanente actua-
lización del censo de los electores residentes en el exte-
rior, actualizando el Censo de Ciudadanos Españoles en el 
Exterior. A estos efectos, se potenciarán los medios dis-
ponibles en los Consulados para atender las funciones 
que les asigna la normativa electoral como colaboradores 
de la Oficina del Censo Electoral.


5. Para facilitar el ejercicio del derecho de voto de los 
españoles residentes en el exterior, se promoverán las 
medidas legales tendentes a homogeneizar los procedi-
mientos electorales para la ciudadanía española en el 
exterior y se habilitarán los medios materiales, técnicos y 
humanos precisos que posibiliten la votación en urna o a 
través de otro medio técnico que garantice el secreto del 
voto y la identidad del votante, en elecciones generales, 
europeas y autonómicas, en las demarcaciones consula-
res, teniendo en cuenta las características de los países de 
residencia y el número y distribución de españoles resi-
dentes en el país de que se trate.


6. Para garantizar la concurrencia electoral en igual-
dad de todos los partidos políticos, listas electorales y 
coaliciones, se facilitará información actualizada por parte 
del Estado, así como el acceso a los medios públicos de 
comunicación con proyección en el exterior.


Artículo 5. Asistencia y protección de los españoles en el 
exterior.


Los poderes públicos, en el ámbito de sus competen-
cias, establecerán las medidas para que las Oficinas Con-
sulares, Consejerías de Trabajo y Asuntos Sociales y 
demás dependencias de la Administración española en el 
exterior cuenten con los medios personales, materiales y 
técnicos precisos para prestar la debida asistencia, pro-
tección y asesoramiento a la ciudadanía española en el 
exterior.


La Administración General del Estado y la de las 
Comunidades Autónomas, en el ámbito de sus respecti-
vas competencias, prestarán especial atención a aquellos 
que se encuentren en situaciones de necesidad y a los 
privados de libertad, fundamentalmente a los condena-
dos a la pena capital o cadena perpetua, así como a la 
ciudadanía española que haya sido víctima de delitos de 
lesa humanidad en procesos de represión política.


El Estado fomentará la adopción de medidas encami-
nadas a reforzar la tutela judicial de los españoles en el 
exterior, impulsando la firma de Tratados o Convenios en 
materias como reconocimiento de sentencias y defensa 
de los penados.


Reglamentariamente, se determinarán los supuestos 
en que la ciudadanía española residente en el exterior que 
carezca de recursos económicos podrá acceder a la asis-
tencia jurídica gratuita cuando este beneficio no exista en 
el país de residencia.


Artículo 6. Derecho de petición.


Los españoles residentes en el exterior pueden ejercer 
el derecho de petición, individual o colectivamente, ante 
cualquier institución pública, administración o autoridad, 
así como ante los órganos de dirección y administración 
de los organismos y entidades vinculadas o dependientes 
de las Administraciones Públicas españolas, en los térmi-
nos establecidos en la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de 
noviembre, reguladora del Derecho de Petición.
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Artículo 7. Derecho a acudir al Defensor del Pueblo.


Los españoles residentes en el exterior pueden diri-
girse al Defensor del Pueblo o a los órganos equivalentes 
de las Comunidades Autónomas invocando un interés 
legítimo, en las mismas condiciones que los residentes en 
España.


Artículo 8. Derecho de información.


Los españoles en el extranjero tienen derecho a obte-
ner información sobre el conjunto de las leyes y demás 
normas que conforman el ordenamiento jurídico español 
y, especialmente, sobre aquellas que afecten a sus dere-
chos e intereses legítimos, para lo que la Administración 
Pública española contará con las nuevas tecnologías, 
potenciando su utilización en relación con la ciudadanía 
española en el exterior.


Igualmente, tienen derecho a conocer, en cualquier 
momento, el estado de la tramitación de los procedimien-
tos en los que sean interesados, así como cualquier otro 
derecho que como ciudadano, en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas, esté previsto en la normativa.


Artículo 9. Derecho a la participación en los órganos 
consultivos de la emigración.


1. Los españoles residentes en el exterior tienen 
derecho a participar en los asuntos que les conciernan a 
través de los Consejos de Residentes Españoles y del 
Consejo General de la Ciudadanía Española en el Exterior 
o de los órganos equivalentes de las Comunidades Autó-
nomas. Asimismo tienen derecho a participar en igualdad 
de condiciones con el resto de los españoles en los órga-
nos existentes en las Administraciones Públicas, de 
acuerdo con la legislación aplicable.


2. Los españoles residentes en el exterior podrán ser 
electores y elegibles para los órganos citados en el apar-
tado anterior, teniendo en cuenta lo establecido en las 
normas que regulan dichos órganos y, en lo no previsto 
por éstas, por lo establecido en el Título Primero, capítu-
los I y II, de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de 
Régimen Electoral General.


Artículo 10. Consejo General de la Emigración.


1. El Consejo General de la Emigración es un órgano 
de carácter consultivo y asesor, adscrito al Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, a través de la Dirección Gene-
ral de Emigración, cuya elección, composición y régimen 
de funcionamiento se regularán reglamentariamente. 
Dicho Reglamento deberá garantizar la representación de 
todas las Comunidades Autónomas y Ciudades Autóno-
mas que lo deseen y de las federaciones de asociaciones 
de la emigración que acrediten la representatividad nece-
saria en los términos que se establezcan y estén debida-
mente inscritas en el Censo previsto en esta Ley.


2. El Consejo General de la Ciudadanía Española en 
el Exterior solicitará anualmente audiencia a las Comisio-
nes competentes de las Cortes Generales para informar 
sobre la situación de la ciudadanía española en el exte-
rior.


El Consejo General de la Ciudadanía Española en el 
Exterior abrirá cauces de colaboración con los órganos de 
participación de españoles en el exterior existentes en las 
Comunidades Autónomas.


3. La Administración General del Estado proveerá 
con los medios adecuados al Consejo General de la Ciu-
dadanía Española en el Exterior para que éste pueda lle-
var a cabo las funciones asignadas.


Artículo 11. Atribuciones del Consejo General de la Ciu-
dadanía Española en el Exterior.


1. Son atribuciones del Consejo General de la Ciuda-
danía Española en el Exterior las siguientes:


a) Llevar a cabo o solicitar la realización de estudios 
sobre cuestiones y problemas que afecten a la ciudadanía 
española en el exterior.


b) Formular propuestas y recomendaciones en rela-
ción con los objetivos y aplicación de los principios inspi-
radores de la política de atención a la ciudadanía española 
en el exterior.


c) Ser informado de la actuación de los órganos de la 
Administración competentes en materia de atención a la 
ciudadanía española en el exterior y retornados.


d) Conocer e informar, con carácter previo, Antepro-
yectos de Ley y Proyectos de Reales Decretos y de Órde-
nes relativos a las siguientes materias, en el ámbito de su 
competencia: derechos civiles, derechos laborales y pro-
tección social, educativa y cultural, siempre que los mis-
mos afecten directamente a los españoles en el exterior.


e) Aprobar el Reglamento de funcionamiento del 
propio Consejo.


2. Las propuestas, recomendaciones, informes o 
acuerdos que el Consejo eleve al Gobierno serán remiti-
dos a través del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.


Artículo 12. Consejos de Residentes Españoles.


Los Consejos de Residentes Españoles son órganos 
de carácter consultivo y asesor, adscritos a las Oficinas 
Consulares de España en el exterior, cuya composición, 
elección y régimen de funcionamiento se regularán regla-
mentariamente.


Artículo 13. Funciones de los Consejos de Residentes 
Españoles.


Los Consejos de Residentes Españoles tienen las 
siguientes funciones:


a) Ser cauce de comunicación entre las comunida-
des de españoles en el exterior y las correspondientes 
Oficinas Consulares.


b) Debatir y proponer a las Oficinas Consulares las 
medidas relacionadas con su función consular que contri-
buyan a mejorarla en el ámbito de su circunscripción.


c) Asesorar e informar a la Oficina Consular en los 
asuntos que afecten a la comunidad española.


d) Difundir entre la comunidad española las medi-
das adoptadas por las Administraciones Públicas en 
aquellos temas que afecten a los españoles residentes en 
la circunscripción.


e) Cooperar con la Oficina Consular o con otras insti-
tuciones españolas o locales para dar mayor carácter 
institucional a aquellas actividades que se desarrollen en 
beneficio de los españoles.


f) Colaborar con la Oficina Consular en los procesos 
electorales de los propios Consejos de Residentes Espa-
ñoles.


g) Participar, en la forma en que reglamentariamente 
se establezca, en el procedimiento de concesión de ayu-
das y subvenciones establecidas a favor de los españoles 
en el exterior.


Artículo 14. Organizaciones sindicales y empresariales.


1. Los sindicatos y organizaciones empresariales 
participarán en aquellas materias que afecten a la repre-
sentación y defensa de los intereses de los emigrantes y 
retornados.
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2. Los sindicatos y las organizaciones empresariales 
participarán en los órganos de representación de la emigra-
ción en la forma que reglamentariamente se determine.


Artículo 15. Derecho de asociación.


1. Los poderes públicos, en el marco del artículo 105 
de la Constitución Española, apoyarán el movimiento 
asociativo de los españoles en el exterior y retornados en 
España, fomentando especialmente aquellos centros y 
asociaciones que tengan por objeto la promoción socio-
cultural, así como a sus estructuras federativas.


Para garantizar la continuidad del movimiento asocia-
tivo se fomentará la participación activa de los jóvenes en 
las organizaciones y asociaciones de españoles en el 
exterior y retornados.


2. Las Administraciones Públicas coordinarán sus 
actuaciones a fin de lograr un mejor y más eficaz aprove-
chamiento de los recursos públicos, favoreciendo además 
la agrupación de los centros y asociaciones a través de 
federaciones. Para ello se efectuarán las oportunas eva-
luaciones de aquellos programas o actividades subven-
cionados con fondos públicos.


3. Se apoyarán, igualmente, las asociaciones de 
españoles retornados en España, cuya finalidad sea la 
información, asesoramiento y orientación al retorno y a 
sus federaciones, así como aquellas iniciativas que el 
colectivo de emigrantes retornados estime necesarias 
para su integración e inserción laboral.


4. Reglamentariamente se establecerá un Censo de 
Asociaciones y Centros constituidos en el exterior en el que 
se inscribirán aquellas que sean conformes con el reconoci-
miento de los derechos fundamentales y libertades que 
contempla la Constitución Española. Todo ello se entenderá 
sin perjuicio de los registros creados por las Comunidades 
Autónomas, en ejercicio de sus competencias, para el con-
trol y seguimiento de sus centros en el exterior y de aquellos 
otros que pudieran crearse en el futuro.


5. Para garantizar la continuidad del movimiento 
asociativo, los poderes públicos fomentarán en las orga-
nizaciones, centros y asociaciones de españoles en el 
exterior y de retornados:


a) La participación de nuevos socios de nacionalidad 
española.


b) En especial, la participación activa de los jóvenes 
de nacionalidad española.


c) La participación de personas de otras nacionali-
dades.


Artículo 16. Igualdad de género.


Los poderes públicos evitarán cualquier discrimina-
ción por razón de género en relación con todas las políti-
cas y actividades contempladas en esta Ley.


Para ello, se garantizará la no discriminación por razón 
de género en el acceso a los derechos y prestaciones, así 
como en la participación en el ámbito asociativo, en los 
órganos de representación institucional y en los demás 
órganos que la norma contempla, teniendo en cuenta la 
legislación vigente en materia de igualdad de género.


CAPÍTULO II


Derechos sociales y prestaciones


Artículo 17. Derecho a la protección de la salud.


1. Los españoles residentes en el exterior tendrán 
derecho a la protección a la salud en los términos en que 
reglamentariamente se establezca que, en todo caso, ten-
drá por finalidad la equiparación con las prestaciones del 
Sistema Nacional de Salud.


2. El Estado promoverá una atención integral de la 
salud, atendiendo con carácter prioritario a los mayores y 
dependientes, que carezcan de recursos suficientes. El 
contenido y alcance de esta atención se desarrollará 
reglamentariamente y tenderá a su equiparación con la 
que se proporciona a los mayores y dependientes que 
viven en España.


A tal efecto, el Estado podrá suscribir convenios prefe-
rentemente con las entidades públicas aseguradoras o 
prestadoras de cuidados de salud de los países donde sea 
necesario garantizar la efectividad del derecho a la protec-
ción de la salud. En su caso, podrá suscribir también con-
venios con entidades aseguradoras o prestadoras priva-
das, teniendo en especial consideración a las entidades o 
instituciones españolas en el exterior con capacidad para 
prestar la atención sanitaria.


Artículo 18. Derechos en materia de la Seguridad 
Social.


1. El Estado adoptará las medidas necesarias para 
que la acción protectora de la Seguridad Social se 
extienda a los españoles que se trasladen al exterior por 
causas de trabajo y a los familiares de los mismos en los 
términos establecidos en la legislación aplicable.


A tal fin, el Estado proveerá cuanto fuese necesario 
para garantizar a los trabajadores españoles en el exte-
rior, en materia de Seguridad Social, la igualdad o asimi-
lación con los nacionales del país de recepción, el mante-
nimiento de derechos adquiridos y la conservación de 
derechos en curso de adquisición, mediante la celebra-
ción de Tratados y Acuerdos con los Estados receptores, la 
ratificación de Convenios Internacionales y la adhesión a 
Convenios multilaterales.


2. El Estado velará por la conservación de los dere-
chos en materia de Seguridad Social de los españoles 
residentes en el exterior a través de Convenios, Tratados o 
Acuerdos de Seguridad Social en materia de Seguridad 
Social y asimismo el Estado deberá establecer fórmulas 
que permitan a los trabajadores que residan en el exterior 
y a los que decidan retornar, el abono de las cotizaciones 
voluntarias al Sistema de Seguridad Social.


3. La Administración General del Estado arbitrará las 
fórmulas más beneficiosas para el reconocimiento a los 
trabajadores españoles en el exterior de las prestaciones 
económicas, derivadas de las cotizaciones a la Seguridad 
Social, y en especial a las pensiones derivadas del extinto 
Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez.


Artículo 19. Prestaciones por razones de necesidad.


1. La Administración General del Estado, en los tér-
minos en que reglamentariamente se establezca, garanti-
zará el derecho a percibir una prestación a los españoles 
residentes en el exterior que habiéndose trasladado al 
exterior por razones laborales, económicas o cualesquiera 
otras y habiendo cumplido 65 años de edad o estando 
incapacitados para el trabajo, se encuentren en una situa-
ción de necesidad por carecer de rentas o ingresos sufi-
cientes para cubrir sus necesidades básicas, de acuerdo a 
la realidad socioeconómica del país de residencia.


Estas prestaciones podrán ser compatibles con las ayu-
das que otorguen las Comunidades Autónomas para la 
ayuda al retorno de acuerdo con la legislación aplicable.


El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales fijará 
anualmente la base de cálculo de la prestación por razón 
de necesidad, que sólo podrá revisarse cuando las oscila-
ciones del tipo de cambio entre el euro y la respectiva 
moneda local supere el 15 por ciento.


2. El Estado velará por la conservación de los dere-
chos en materia de Seguridad Social de los españoles 
residentes en el exterior, a través de los pertinentes Con-
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venios, Tratados o Acuerdos en dicha materia. Asimismo, 
el Estado deberá establecer fórmulas que permitan a los 
trabajadores que residan en el exterior y a los que se deci-
dan a retornar, el abono de las cotizaciones voluntarias al 
Sistema de Seguridad Social.


3. La Administración General del Estado regulará los 
mecanismos que permitan incorporar a la prestación, la 
asistencia integral de la salud y los servicios sociales para 
mejorar la calidad de vida de los mayores o incapacitados 
para el trabajo. Por el Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales se establecerá reglamentariamente el procedi-
miento de financiación, sin que pueda ser repercutida 
sobre la citada prestación la totalidad del coste de dicha 
asistencia.


Artículo 20. Servicios Sociales para mayores y depen-
dientes.


1. A fin de promover el bienestar de los españoles 
mayores que residen en el exterior, los poderes públicos 
adoptarán las medidas necesarias para potenciar la red 
de servicios sociales, fomentando, asimismo, la realiza-
ción de actividades encaminadas a la consecución de su 
bienestar integral.


2. Los poderes públicos prestarán especial apoyo en 
particular económico a aquellos centros y asociaciones 
de españoles en el exterior y retornados en el Estado 
español que cuenten con infraestructuras adecuadas para 
la atención de personas mayores o en situación de depen-
dencia. Se incentivarán las redes que generen un mejor 
aprovechamiento de los recursos públicos.


3. Los poderes públicos, en el marco de la regula-
ción de la atención a la dependencia, desarrollarán medi-
das específicas, especialmente de carácter asistencial, 
sanitario y farmacéutico, encaminadas a la consecución 
del bienestar integral de la ciudadanía española en el 
exterior en situación de necesidad, en aras de alcanzar la 
gradual asimilación a las prestaciones vigentes del Sis-
tema para la Autonomía y Atención a la Dependencia, 
conforme a lo que disponga la legislación vigente.


Artículo 21. Acciones de información socio-laboral y 
orientación y participación en programas de forma-
ción profesional ocupacional.


1. La Administración General del Estado y las Comu-
nidades Autónomas promoverán el desarrollo de acciones 
de información, orientación y asesoramiento en el exterior, 
a través de la red de consulados, embajadas, centros esta-
tales y autonómicos en el mundo, asociaciones y medios 
de comunicación encaminadas a facilitar la inserción socio-
laboral de los españoles residentes en el exterior, a través 
de los correspondientes programas de ayudas o de conve-
nios con entidades públicas o privadas.


2. Los servicios públicos de empleo fomentarán la 
participación de los españoles residentes en el exterior y 
de los retornados en programas de formación profesio-
nal, a fin de facilitar su incorporación al mercado laboral o 
de mejorar su capacitación profesional.


3. La Administración General del Estado y las Comu-
nidades Autónomas podrán promover acciones concretas 
o establecer acuerdos con organismos públicos o priva-
dos de los respectivos países para facilitar, la incorpora-
ción al mercado laboral de los jóvenes y de las mujeres 
con especiales dificultades de inserción laboral, así como 
personas con discapacidad.


Artículo 22. Derechos en materia de empleo y ocupa-
ción.


1. El Estado promoverá, a través del Sistema Nacio-
nal de Empleo, el acceso a la información que permita a 


los españoles demandantes de empleo residentes en el 
exterior y a los retornados, la búsqueda de empleo y la 
mejora de sus posibilidades de ocupación sin perjuicio de 
la información que, a los mismos efectos, sea suminis-
trada por las agencias autonómicas de empleo y ocupa-
ción.


2. El Estado velará por las condiciones del desplaza-
miento de profesionales y trabajadores españoles por 
empresas radicadas en el exterior y facilitará la contrata-
ción de trabajadores españoles residentes en el exterior.


3. El Gobierno podrá establecer visados de bús-
queda de empleo dirigidos a los hijos o nietos de españo-
les de origen, conforme a la legislación específica de 
aplicación. Dichos visados tendrán un tratamiento prefe-
rencial.


CAPÍTULO III


Derechos relativos a la educación y a la cultura


Artículo 23. Derecho a la educación.


1. La Administración General del Estado y las Admi-
nistraciones Autonómicas, con el fin de que los españoles 
residentes en el exterior cuenten con una adecuada aten-
ción educativa, promoverán medidas que favorezcan su 
acceso a la educación en sus distintos niveles en su país 
de residencia a través de los medios que se estimen ade-
cuados.


2. Además, con la finalidad de facilitar el acceso al 
sistema educativo español, los poderes públicos fomen-
tarán la existencia de centros educativos públicos en el 
exterior mediante convenios. Se fomentará la realización 
de estudios universitarios en España mediante la conce-
sión de becas o la suscripción de convenios de colabora-
ción con universidades españolas.


3. El Estado promoverá, igualmente, el acceso a las 
universidades no presenciales o a distancia fomentando 
el empleo de las nuevas tecnologías.


4. El Estado reconocerá el derecho a la participación 
de los profesores, padres y alumnos en el control y la ges-
tión de los centros educativos españoles en el exterior, en 
los términos que reconozca la legislación española.


Artículo 24. Homologación, convalidación y reconoci-
miento de títulos y estudios extranjeros.


El Estado deberá adoptar las medidas necesarias para 
la simplificación y agilización de los procedimientos de 
homologación, convalidación y reconocimiento de títulos y 
estudios extranjeros, a fin de facilitar la continuidad de los 
estudios en España y, en su caso, la inserción en el mer-
cado de trabajo, de acuerdo con la normativa aplicable.


Artículo 25. Lenguas y culturas españolas.


1. El Estado arbitrará los mecanismos necesarios 
para facilitar a los descendientes de españoles residentes 
en el exterior el conocimiento del castellano y podrá 
adoptar, en colaboración con las Comunidades Autóno-
mas, las medidas precisas para favorecer el conocimiento 
de sus lenguas cooficiales.


A tal fin, se establecerán los requisitos más beneficio-
sos de acceso y funcionamiento de estos programas para 
garantizar su continuidad y adaptarlos a las circunstan-
cias específicas de cada país, y se propiciarán los acuer-
dos bilaterales o multilaterales con dichos países con el 
fin de facilitar el funcionamiento de tales programas.


El Estado garantizará a niños y adultos españoles con 
discapacidad una enseñanza de la lengua y cultura espa-
ñolas debidamente adaptada.
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2. Los poderes públicos promoverán la divulgación 
y el conocimiento tanto de la diversidad cultural española 
como del patrimonio cultural común. Para ello se contará 
con los medios de comunicación audiovisual públicos y 
mediante el apoyo a los medios privados, teniendo en 
cuenta su vocación exterior y fomentando su nivel de cali-
dad. A este fin, se contará con la colaboración de las aso-
ciaciones de españoles en el exterior.


TÍTULO II


Política integral en materia de retorno


Artículo 26. Finalidades de la política de retorno.


1. El Estado en colaboración con las Comunidades 
Autónomas y las Corporaciones Locales, promoverá una 
política integral para facilitar el retorno de los españoles 
de origen residentes en el exterior.


A tal fin, los poderes públicos, para un eficaz y efi-
ciente aprovechamiento de los recursos públicos, coordi-
narán sus actuaciones para que la integración social y 
laboral de los españoles que retornen se realice en las 
condiciones más favorables.


2. Los poderes públicos adoptarán las medidas 
necesarias para remover los obstáculos que dificulten a 
los españoles retornados el acceso a las prestaciones o 
beneficios sociales existentes, en las mismas condiciones 
que los españoles residentes en España.


El Estado en colaboración con las Comunidades Autó-
nomas, las Corporaciones Locales y las Asociaciones de 
Emigrantes Retornados promoverá una política integral 
para facilitar el retorno de los españoles de origen resi-
dentes en el exterior.


3. Los poderes públicos desarrollarán medidas diri-
gidas a facilitar la protección y el retorno de las españolas 
residentes en el exterior, y, en su caso, sus hijos, víctimas 
de situaciones de violencia de género cuando el país de 
residencia no ampare de manera suficiente a las víctimas 
de estos delitos.


4. Los poderes públicos promoverán el acceso a la 
vivienda de los emigrantes retornados, teniendo en 
cuenta las necesidades específicas de este colectivo, a 
través de las administraciones competentes y en colabo-
ración con las asociaciones de retornados.


Artículo 27. Oficina Española del Retorno.


1. La Administración General del Estado creará la 
Oficina Española del Retorno, adscrita al Ministerio de 
Trabajo y Asuntos Sociales, para facilitar la orientación y 
el asesoramiento a los españoles que decidan retornar, a 
cuyo fin se establecerán los medios y recursos materiales 
y tecnológicos necesarios para integrar toda la informa-
ción relativa a las normas, procedimientos administrati-
vos y medidas de apoyo existentes en materia de retorno, 
y todo ello sin perjuicio de aquellos derechos o actuacio-
nes que estén reconocidos por las Leyes o actuaciones 
sobre el retorno en vigor en las distintas Comunidades 
Autónomas.


2. La Administración General del Estado podrá sus-
cribir convenios o acuerdos con entidades públicas o pri-
vadas sin ánimo de lucro con objeto de facilitar los trámi-
tes que deban realizar los españoles para retornar a 
España, teniendo en especial consideración a las asocia-
ciones de emigrantes retornados.


3. La Administración General del Estado en el exte-
rior contará con la dotación necesaria de medios huma-
nos, materiales y técnicos, para facilitar a los españoles la 
planificación de su retorno a España, teniendo en especial 


consideración a la red asociativa en el exterior y a las aso-
ciaciones de retornados en España.


4. Asimismo, las Comunidades Autónomas y las cor-
poraciones locales podrán crear en sus respectivos terri-
torios entes o agencias equivalentes a los previstos en el 
párrafo anterior, en cuyo caso las Administraciones afec-
tadas intercambiarán la información que resulte perti-
nente a esos efectos.


Artículo 28. Fomento del empleo.


El Estado y las Comunidades Autónomas promoverán 
el desarrollo de un servicio específico, que planifique 
acciones de información, orientación y asesoramiento 
encaminadas a facilitar la inserción social y laboral de los 
españoles retornados, a través de los correspondientes 
programas de ayudas o de convenios con entidades 
públicas o privadas que tendrá como objetivo su inser-
ción en el mercado de trabajo apoyando muy especial-
mente las iniciativas de inserción laboral, proyectos de 
empleo y autoocupación que promoverán las Asociacio-
nes de Emigrantes Retornados.


A tal efecto, en el marco de la política de empleo, el 
Plan Nacional de Reformas, podrá considerar colectivo 
prioritario de actuación a los retornados y sus familiares, 
a fin de potenciar sus posibilidades de encontrar empleo 
y mejora de su ocupabilidad.


En este sentido, se llevarán a cabo especialmente, las 
reformas necesarias para simplificar los trámites relativos 
a la homologación de titulaciones académicas y profesio-
nales y de los permisos de conducir, así como el acceso a 
las ofertas de empleo del Sistema Nacional de Empleo y 
de los Servicios Europeos de Empleo y la posibilidad de 
inscribirse como demandante de empleo.


TÍTULO III


Relaciones entre las Administraciones Públicas


Artículo 29. Cooperación entre las Administraciones 
Públicas.


1. El Estado y las Comunidades Autónomas deberán 
cooperar para garantizar la efectividad de los derechos y 
deberes que la presente Ley reconoce a los españoles en 
el exterior y a los retornados a España.


A tal fin, los poderes públicos prestarán asistencia 
para mejorar la eficacia y eficiencia de sus actuaciones en 
el ámbito de la protección de los españoles en el exterior 
y, especialmente, en la atención a los españoles que retor-
nan a España, intercambiando la información precisa 
para una mejor coordinación de las respectivas actuacio-
nes, debiendo garantizarse en todo caso, las competen-
cias que tengan atribuidas cada Administración Pública 
de conformidad con el sistema de distribución competen-
cial vigente.


2. En el ámbito del Ministerio de Trabajo y Asuntos 
Sociales se constituirá una Comisión, como órgano de 
cooperación multilateral, de ámbito sectorial, de la que 
formarán parte representantes de la Administración 
General del Estado y de las Comunidades Autónomas y 
en la que podrán participar representantes de la Adminis-
tración Local cuando se traten temas que afecten al 
ámbito de sus competencias.


Artículo 30. Convenios de colaboración entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas.


1. La Administración General del Estado podrá cele-
brar convenios de colaboración con los órganos corres-
pondientes de las Administraciones de las Comunidades 
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Autónomas en el ámbito de sus respectivas competen-
cias y, particularmente, en lo relativo al retorno, de con-
formidad con lo establecido en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.


2. Las Administraciones Públicas podrán acordar la 
realización de planes y programas conjuntos en materias 
de competencia concurrente.


Artículo 31. Coordinación de las actuaciones de los 
poderes públicos.


A fin de conseguir la complementariedad de las actua-
ciones y evitar la duplicidad de los programas y medidas 
de apoyo a favor de los españoles residentes en el exte-
rior y de los retornados, los poderes públicos impulsarán 
el establecimiento de mecanismos de coordinación entre 
las distintas Administraciones Públicas competentes.


Disposición adicional primera. Portal de la Ciudadanía 
Española en el Exterior.


El Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales creará el 
Portal de la Ciudadanía Española en el Exterior, como 
punto de información integral en internet.


Con el fin de mantener actualizada la información que 
se ofrece en el portal, las Administraciones Públicas coor-
dinarán puntualmente con el Ministerio de Trabajo y 
Asuntos Sociales toda la información relevante en esta 
materia.


Disposición adicional segunda. Adquisición de la nacio-
nalidad española por los descendientes de españoles.


El Gobierno en el plazo de seis meses desde la entrada 
en vigor de esta Ley promoverá una regulación del acceso 
a la nacionalidad de los descendientes de españoles y 
españolas que establezca las condiciones para que pue-
dan optar por la nacionalidad española, siempre que su 
padre o madre haya sido español de origen, con indepen-
dencia del lugar y de la fecha de nacimiento de cualquiera 
de ellos.


Disposición derogatoria única. Derogación normativa.


Se deroga la Ley 33/1971, de 21 de julio, de Emigra-
ción y todas aquellas normas que contradigan lo estable-
cido en la presente Ley.


Disposición final primera. Modificación del Texto Refun-
dido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 
5/2000, de 4 de agosto.


Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 2, del 
Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones 
en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto legisla-
tivo 5/2000, de 4 de agosto, que quedará redactado de la 
siguiente forma:


«Los transportistas, agentes consignatarios, 
representantes, trabajadores y, en general, las per-
sonas físicas o jurídicas que intervengan en movi-
mientos migratorios.»


Dos. Se modifica la rúbrica del Capítulo IV del texto 
refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el 
Orden Social, aprobado por el Real Decreto legislati-
vo 5/2000, de 4 de agosto, que quedará denominado:


«Infracciones en materia de movimientos migra-
torios y trabajo de extranjeros.»


Tres. Se modifica la rúbrica de la Sección 1.ª del 
Capítulo IV y sus artículos 33, 34, 35 y 36 del Texto Refun-
dido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden 
Social, aprobado por el Real Decreto legislativo 5/2000,
de 4 de agosto, dándoles la siguiente redacción:


«SECCIÓN 1.ª INFRACCIONES EN MATERIA DE MOVIMIENTOS 
MIGRATORIOS


Artículo 33. Concepto.
Son infracciones en materia de movimientos 


migratorios laborales las acciones u omisiones de 
los sujetos a quienes se refiere el artículo 2.4 tipifica-
das y sancionadas de conformidad con la presente 
Ley.
Artículo 34. Infracciones leves.


Constituye infracción leve la modificación de las 
condiciones de la oferta de trabajo para desplazarse 
al exterior, si no causa perjuicio grave para el traba-
jador.
Artículo 35. Infracciones graves.


Son infracciones graves:
1. La modificación de las condiciones de la 


oferta de trabajo para desplazarse al exterior, si 
causa perjuicio grave para el trabajador.


2. La ocultación, falsificación o rectificación de 
cláusulas sustanciales de un contrato de trabajo 
para desplazarse al exterior.


3. El desplazamiento del trabajador al país de 
acogida sin la documentación necesaria o la reten-
ción injustificada por la empresa de dicha documen-
tación.


4. La contratación de marinos españoles por 
cuenta de empresas armadoras extranjeras reali-
zada por personas o entidades no autorizadas por la 
autoridad laboral para realizar ese cometido.
Artículo 36. Infracciones muy graves.


Son infracciones muy graves:
1. El establecimiento de cualquier tipo de agen-


cias de reclutamiento.
2. La simulación o engaño en la contratación 


de los trabajadores que se desplazan al exterior.
3. El abandono de trabajadores desplazados 


por parte del empresario contratante o de sus repre-
sentantes autorizados.


4. El cobro a los trabajadores de comisión o 
precio por su contratación.


5. La obtención fraudulenta de ayudas a los 
movimientos migratorios, ya sean individuales o de 
reagrupación familiar, o la no aplicación o aplicación 
indebida de dichas ayudas.»


Cuatro. Se modifica el primer párrafo del apartado 1 
del artículo 40 del Texto Refundido de la Ley sobre Infrac-
ciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado por el 
Real Decreto legislativo 5/2000, de 4 de agosto, que ten-
drá la siguiente redacción:


1. «Las infracciones en materia de relaciones 
laborales y empleo, en materia de Seguridad Social, 
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 
siguiente, en materia de movimientos migratorios y 
trabajo de extranjeros, así como las infracciones por 
obstrucción se sancionarán».


Disposición final segunda. Título competencial.


Esta Ley se dicta al amparo del artículo 149.1. 2.ª de la 
Constitución Española, que atribuye al Estado competen-
cia exclusiva en materia de emigración.
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Disposición final tercera. Habilitación normativa.


Se autoriza al Gobierno para que, en el ámbito de 
competencias del Estado, dicte cuantas disposiciones 
sean necesarias para la aplicación y el desarrollo de la 
presente Ley.


Disposición final cuarta. Entrada en vigor.


La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».


Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autorida-


des, que guarden y hagan guardar esta Ley.


Madrid, 14 de diciembre de 2006.


JUAN CARLOS R.


El Presidente del Gobierno,


JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO 


MINISTERIO DE JUSTICIA
 21992 INSTRUCCIÓN de 28 de noviembre de 2006, de 


la Dirección General de los Registros y del Nota-
riado, relativa a la identificación y constancia de 
los medios de pago en las escrituras relativas a 
actos o contratos por los que se declaren, trans-
mitan, graven, modifiquen o extingan a título 
oneroso el dominio y los demás derechos rea-
les sobre bienes inmuebles.


La reciente Ley de medidas para la prevención del 
fraude fiscal ha reformado el artículo 24 de la Ley de orga-
nización del Notariado, de 28 de mayo de 1862, a los efec-
tos de que los notarios identifiquen en las escrituras a que 
se refiere esta Instrucción los medios de pago empleados 
por las partes.


Obviamente, y sin perjuicio del desarrollo reglamen-
tario a que se refiere el párrafo cuarto del artículo 24 de la 
Ley del Notariado, resulta imprescindible que este Centro 
Directivo concrete los medios a través de los cuales el 
notario debe identificar dichos medios de pago; y, todo 
ello, porque dado que la Ley de medidas para la preven-
ción del fraude fiscal entrará en vigor el día siguiente al de 
su publicación en el Boletín Oficial del Estado, resulta 
necesario evitar que en esta materia existan imprecisio-
nes o criterios dispares que provoquen inseguridad jurí-
dica y el consiguiente perjuicio a los otorgantes de dichas 
escrituras.


Asimismo, y desde la perspectiva del interés público 
que persigue la citada Ley es, asimismo, innegable la 
necesidad de especificar del modo mejor posible, no sólo 
cómo se deben identificar los medios de pago, sino la 
técnica notarial a través de la que sería recomendable que 
se hicieran constar.


Por último, esta Instrucción se enmarca en las compe-
tencias atribuidas a este Centro Directivo por la Ley del 
Notariado y, específicamente, por su Reglamento, de 2 de 
junio de 1944, que afirma en su artículo 1 la dependencia 
jerárquica del notario respecto del Ministerio de Justicia, 
a través de esta Dirección General, atribuyendo en sus 
artículos 309 y 313.4.º del citado Reglamento a este Cen-
tro Directivo potestad para dictar aquellas resoluciones o 


instrucciones atinentes al buen ejercicio de la función 
pública notarial, dispongo:


Primero. Identificación de medios de pago.–Los 
notarios deberán identificar en las escrituras relativas a 
actos o contratos por los que se constituyan, declaren, 
transmitan, graven, modifiquen o extingan a titulo one-
roso el dominio y los demás derechos reales sobre bienes 
inmuebles el precio, haciendo constar si éste se recibió 
con anterioridad o en el momento del otorgamiento de la 
escritura, cuantía, así como el medio o medios de pago 
empleados y el importe de cada uno de ellos.


Respecto del momento del pago, el notario hará cons-
tar, si se produjo con anterioridad, la fecha o fechas en 
que se realizó y el medio de pago empleado en cada una 
de ellas.


A título ejemplificativo, deberá identificarse ese medio 
de pago haciendo constar en la escritura si se realizó en 
metálico, cheque bancario nominativo o al portador, cheque 
nominativo o al portador, otro instrumento de giro, transfe-
rencia bancaria, ingreso o domiciliación en cuenta, transmi-
sión de bienes y derechos en pago, y compensación.


Igualmente, si el otorgante se niega a identificar el 
medio de pago, en todo o en parte, el notario deberá 
hacer constar tal circunstancia en la escritura pública.


Segundo. Constancia documental en la escritura del 
medio de pago.–El notario deberá testimoniar en la escri-
tura pública los cheques, instrumentos de giro o docu-
mentos justificativos de los medios de pago empleados, 
que se le exhiban por los otorgantes.


Tercero. Constancia mediante manifestación del 
medio de pago.–Si los otorgantes no pudieran acompañar, 
en todo o en parte del precio, los documentos acreditativos 
del medio de pago empleado, el notario deberá no sólo 
preguntar las causas por las que no se aportan los docu-
mentos justificativos de pago, sino también las fechas y los 
medios de pago empleados, haciendo constar en la escri-
tura, bajo la responsabilidad en los términos que procedan 
de los otorgantes, sus manifestaciones al respecto.


Cuarto. Negativa a identificar el medio de pago 
empleado.–Si el otorgante se negara a identificar en la escri-
tura pública, en todo o en parte el medio de pago empleado, 
el notario le advertirá, haciéndolo constar en la escritura 
pública, que suministrará a la Administración Tributaria, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley del Nota-
riado, la información relativa a dicha escritura.


Quinto. Escrituras a las que se aplica lo dispuesto en 
el artículo 24 de la Ley del Notariado.–De conformidad 
con lo dispuesto en la Ley de medidas de prevención de 
fraude fiscal, los notarios deberán consignar los medios 
de pago en todas aquellas escrituras que se autoricen a 
partir de la entrada en vigor de dicha norma.


Madrid, 28 de noviembre de 2006.–La Directora Gene-
ral de los Registros y del Notariado, Pilar Blanco-Morales 
Limones. 


 21993 INSTRUCCIÓN de 29 de noviembre de 2006, de 
la Dirección General de los Registros y del 
Notariado, relativa a la conservación de la 
póliza y a la expedición de copia autorizada o 
de testimonio de la misma a efectos ejecutivos.


Acaba de aprobarse definitivamente en el Congreso 
de los Diputados el Proyecto de Ley de medidas de pre-
vención de fraude fiscal. Así, en el momento de redacción 
de esta Instrucción, ha sido publicada en el Boletín Oficial 
de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados núm. 
A-81-16, de 21 de noviembre de 2006, páginas 289 y 
siguientes, la aprobación definitiva por el Congreso del 





